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Resumen-- La investigación denominada la captura infraganti por la comisión del delito conto con el 

objetivo de analizar la compatibilidad de la captura infraganti con las garantías constitucionales. Así parte 

de una metodología que emplea el enfoque cuantitativo con el objeto de ofrecer análisis estadístico de los 

resultados de la investigación, así mismo, se adoptó un alcance descriptivo-correlacional, ya que se 

pretendió generar características de la figura de la captura infraganti así como correlación entre esta 

variable y la comisión del delito, se expuso un diseño no experimental ya que no se pretende generar 

manipulación de las variables, así mismo, se expuso una investigación transversal ya que la información 

se obtuvo en un solo punto en el tiempo. La investigación evidenció que existe una relación positiva media 

entre la aprehensión y el debido proceso Rho de Spearman de ,643**, lo que validó que la calidad de la 

captura inicial es el pilar de la legalidad del procedimiento expedito. Se concluye que la flagrancia en 

Honduras no depende únicamente de la captura, sino de una estructura institucional coordinada que 

garantice la fluidez desde la aprehensión hasta la audiencia. 

Palabras clave-- defensa1, debido proceso, derecho penal2, flagrancia, garantía constitucional, justicia3. 

 

 

Abstract-- The study, entitled In Flagrante Delicto Arrest for the Commission of a Crime, aimed to 

analyze the compatibility of in flagrante delicto arrests with constitutional safeguards. A quantitative 

approach was employed to conduct the statistical analysis of the research findings. The study adopted a 

descriptive-correlational scope, as it sought to characterize in flagrante delicto arrests and examine the 

relationship between this variable and the commission of a crime. A non-experimental, cross-sectional 

design was used because the variables were not manipulated and the data were collected at a single point 

in time. The results showed a positive link between apprehension and due process (Spearman’s rho 

=.643**) suggesting that how an arrest is handled at the start plays a key role, in whether the fast-track 

legal process that follows is legally sound. It was concluded that flagrancy in Honduras depends not only 

on the arrest itself but also on a coordinated institutional structure that ensures procedural continuity from 

apprehension to the hearing. 

 
1 El término “defensa” corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
2 El término “derecho penal” corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
3 El término “justicia” corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 



Revista NEYART 
ISSN: 2992 - 7161 

 

  

  

Edición 4 | Vol. 4 – Núm. 5 | julio – diciembre 2026 |                    Página 3 Artículo de Investigación Original 

 

Keywords-- Constitutional guarantee, criminal law4, defense5, due process, flagrancy, justice6. 

 

INTRODUCCIÓN 

Existen delitos que por su naturaleza o circunstancias no pueden ser llevados por medio de los procesos 

como el ordinario en materia procesal penal, así delitos como los definidos en flagrancia, resultan 

interesantes en el sentido de que los mismos suponen una rapidez e inmediatez, dado que se tramitan por 

medio de la vía del procedimiento expedito, tal como lo establece el Código Procesal Penal de Honduras, 

de esto se deriva la captura infraganti. Cabe destacar que, para comprender el delito flagrante debe 

considerarse que la detención ocurre mientras la persona ejecuta la conducta delictiva, es decir, cuando el 

hecho todavía está sucediendo y puede ser advertido de forma directa (Ochoa Risco et al., 2025). 

Los delitos de flagrancia suponen una vía accesible por medio de la aplicación del procedimiento expedito 

para juzgar todos aquellos delitos que cumplen con lo que la norma tipifica como tal. En consecuencia, 

hay flagrancia cuando la conducta se encuentra en ejecución o acaba de realizarse y la persona vinculada 

con ella es detenida de inmediato. Sin embargo, diversos estudios consideran que, el proceso inmediato 

(que es el que acompaña los delitos de flagrancia) en casos de flagrancia delictiva, al eliminar etapas 

intermedias como la preparación e investigación previa, la necesidad de rapidez puede afectar 

negativamente la defensa adecuada y el debido proceso (Chicoma et al., 2024). 

La flagrancia es una figura procesal que da pie a la intervención inmediata y pronta de las autoridades, en 

la comisión de un delito, y su característica esencial se basa en que, la persona es sorprendida in fraganti 

cometiendo el acto delictivo. Este enfoque de la flagrancia se contrasta con la posición de Villalba (2023), 

para quien la actuación procesal debe ser proporcional y mantener un balance entre la respuesta penal y 

el resguardo de los derechos fundamentales (Viera, 2025). 

Si bien es cierto que la captura infraganti permite una reacción inmediata frente a algunos delitos, 

facilitando con ello la aplicación del procedimiento expedito, puede generar tensiones entre los derechos 

y garantías constitucionales de naturaleza procesal, y la realidad práctica de lo que sucede tras la captura 

en delitos en flagrancia, en este sentido, la investigación sobre la captura infraganti por la comisión del 

delito expone la necesidad que hay de armonizar esa persecución penal con el respeto a los principios de 

 
4 The term “criminal law” corresponds to a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
5 The term “defense” corresponds to a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus 
6 The term “justice” corresponds to a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
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debido proceso, presunción de inocencia y todas las garantías constitucionales. La doctrina exige así a la 

flagrancia coetaneidad o inmediatez lo que implica que la persona debe ser sorprendida, cometiendo el 

delito y ostensibilidad, lo que quiere decir que el hecho delictivo debe ser patente o manifiesto, sin que 

sea necesario realizar ningún tipo de indagación (Calderón, 2019). 

La captura infraganti otorga así eficacia a la persecución penal, sin embargo, esta debe ser comprendida 

con límites, diferenciando en cuanto esta no resulta contradictoria al debido proceso y a las garantías 

constitucionales. Dentro de las garantías y principios rectores del proceso penal, lastimosamente no se 

encuentra la presunción del cometimiento de flagrancia, lo cual no la hace exclusiva a la figura para que 

se tome como referente a excepcionalidad dentro de un proceso, recordando que todas las personas son 

iguales ante la ley y poseen los derechos constitucionales a la seguridad jurídica, tutela judicial efectiva y 

demás concernientes al debido proceso (Coronel & Maldonado, 2023). 

A través de esta vía accesible que propone el juzgamiento de los delitos en flagrancia en Honduras con la 

persecución penal y acto seguido una pronta aprehensión supone asegurar la eficacia de la justicia penal 

mediante una respuesta inmediata sin embargo, en cuanto a su aplicación práctica la realidad resulta 

contradictoria en el sentido en el cual derechos y principios expuesto de modo constitucional se pueden 

ver vulnerados, pues la Constitución reza que el derecho a la defensa es inviolable, así como la presunta 

inocencia, lo que con la aplicación de la flagrancia puede resultar contrario y en un verdadero estado de 

vulneración de los derechos y principios procesales. En este contexto se puede advertir que, en un Estado 

democrático, las reglas procesales y las garantías constitucionales actúan de forma conjunta: unas ordenan 

el trámite judicial y las otras limitan la actuación estatal para proteger los derechos de las personas 

(Echeverría, 2024). 

En este sentido, el problema de investigación se basa en comprender la compatibilidad que existe en la 

flagrancia como figura, en cuanto a la persecución y la aprensión inmediata, y como esto converge con el 

debido proceso, presunción de inocencia y las garantías constitucionales, tomando en cuenta ciertas 

violaciones que contradictoriamente se pueden generar con la flagrancia. Al respecto de ellos, algunos 

estudios sugieren que, fuera de los supuestos de flagrancia, la detención exige condiciones distintas. 

Cuando la aprehensión ocurre por un delito flagrante, la autoridad dispone de un plazo máximo de 

veinticuatro horas para formular el cargo correspondiente (Ochoa Risco et al., 2025). 

En ese contexto, la investigación se justifica porque es necesario estudiar si la captura in fraganti es 

compatible con las garantías constitucionales del sistema penal hondureño. Su importancia práctica es que 
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permite conocer, desde la visión de los operadores jurídicos y profesionales del derecho, cómo se relaciona 

la aprehensión inmediata con el respeto al debido proceso, la presunción de inocencia y el derecho a la 

defensa. Este análisis es necesario porque la rapidez del procedimiento rápido no puede hacer que se 

ignoren las garantías procesales que protegen a la persona detenida. En el mundo académico, el análisis 

ofrece números sobre los puntos analizados y permite comparar las teorías legales e ideas sobre la 

flagrancia con las opiniones de expertos con experiencia en el sistema penal hondureño. Así, se logra una 

comprensión más clara de las tensiones entre la rapidez de la actuación penal y la protección de los 

derechos constitucionales (González, 2024). 

El principio de presunción de inocencia y el debido proceso constituyen garantías fundamentales del 

derecho penal, esenciales para la protección de los derechos humanos frente al ejercicio del poder punitivo 

del Estado. Los autores Casalombo Mantilla et al., (2024) en este punto, sostienen que es importante 

destacar el papel que juega un principio como el debido proceso, puesto que, se puede señalar que el 

debido proceso es un límite para la discrecionalidad de los jueces, quienes deben regirse por el mismo, 

definido como las garantías mínimas determinadas en la Constitución y cuyo objetivo es asegurar a los 

sujetos procesales resoluciones justas, sujetas a derecho (Encarnación Díaz et al., 2020). 

La metodología empleada en la investigación parte esencialmente de un enfoque cuantitativo en virtud de 

que con ello se pretende generar con ello un análisis estadístico para la comprobación y desarrollo de los 

objetivos planteados. Así mismo, se adopta un alcance descriptivo y correlacional, ya que la investigación 

parte del hecho de investigar los elementos de mayor relevancia del tema, así como de encontrar las 

relaciones que se generan. Por otra parte, se utilizó un diseño no experimental y transversal, porque las 

variables se observaron sin modificarlas y la información se obtuvo en un único momento (Hernández 

Sampieri & Mendoza, 2018). 

De acuerdo con lo expuesto la investigación planteada parte de los siguientes objetivos: definir la eficacia 

de la captura infraganti como mecanismo de la persecución penal, identificar las tensiones que se generan 

a partir de la captura infraganti con respecto a principios y derechos como el debido proceso y la presunta 

inocencia, determinar los límites que se expresan en el Código Procesal Penal vigente con respecto a la 

figura de la flagrancia para armonizar la captura infraganti con las garantías y principios procesales. Para 

el desarrollo de estos objetivos se plantea la siguiente pregunta de investigación ¿En qué medida la figura 

de la captura infraganti (flagrancia) es compatible con las garantías constitucionales en el marco del 

procedimiento penal hondureño? 
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La captura infraganti que en una primera aproximación lo desarrolla la norma adjetiva en la que se produce 

la flagrancia cuando, la persona sea sorprendida cometiendo el delito o en el momento de ir a cometerlo 

y cuando sea sorprendida inmediatamente después de cometer el delito; y que de acuerdo a dicha 

normativa desarrolla un procedimiento especial. Sin embargo, algunos estudios suguieren que este 

contempla vulneraciones como la del derecho a la libertad ya que no revisten legalidad, toda vez que la 

privación de libertad puede carecer de sustento cuando depende solamente de lo manifestado por la 

víctima o por un testigo y no existen otros elementos que respalden ese señalamiento (Huamalias et al., 

2024). 

La captura infraganti, puede ser analizada en dos sentidos tanto como en el favorable, considerando que, 

es un mecanismo ágil, que observa con atención los derechos de la víctima, como también considerando 

el lado de esta figura que podría vulnerar derechos y principios procesales En este punto algunos estudios 

tienen puntos relevantes sobre los delitos en flagrancia que exponen ambos sentidos. Así se denomina 

delito flagrante a aquel que guarda relación con la inmediatez donde exista una persona aprehendida y se 

encuentren objetos que incluyan armas, huellas o documentos relativos a la infracción (Galarza et al., 

2023). 

Algunas investigaciones indican que, aunque la detención en flagrancia está reconocida legalmente, su 

funcionamiento presenta dificultades. La distancia entre las aprehensiones efectuadas y las condenas 

finalmente dictadas obliga a revisar con mayor detalle la eficacia del sistema penal (Mio, 2024). 

Lo anterior, observa una postura sobre los delitos de flagrancia, que evidencia las tensiones que en la 

práctica esta figura puede generar en cuanto al respeto y aplicación de las garantías constitucionales, lo 

que genera un punto debatible con este tipo de delitos, ya que, si bien presentan ventajas que se orientan 

a la eficiencia, la economía procesal, y los derechos vulnerados de la víctima, puede vulnerar en su 

aplicación los derechos del imputado, como el derecho a la defensa, y a que se celebre un proceso justo, 

en apego al principio de debido proceso. Así algunas investigaciones sugieren que, procedimientos como 

el expedito nacen por la necesidad de la celeridad en los procesos judiciales enfocados en materia penal, 

por la rotunda congestión del sistema judicial en cuanto, al retardo por años para llegar a una sentencia 

definitiva, que condene o ratifique el estado de inocencia del presunto infractor (Cando & Morales, 2023). 

En este sentido, la llegada de una figura como la flagrancia y los procesos expeditos, supuso una dualidad 

de posturas, por un lado, algunos autores consideran que agiliza los procesos y evita juicios largos, para 

delitos evidentes, y por otro lado, otros consideraron que chocaba con principios y derechos 
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constitucionales, así algunas investigaciones sostienen que la incorporación del juicio abreviado a los 

ordenamientos procesales penales marcó dos momentos dentro del ámbito de la crítica académica. En el 

primero, su llegada significó el despliegue de una serie de indagaciones desde la teoría legal, ya sea a 

favor de su utilización o en contra y marcando sus peligros en relación con el programa constitucional. Lo 

que queda claro del segundo momento de la investigación es que, a pesar de las profundas críticas que 

también señalan peligros de tipo político criminales, el sistema se impuso ampliamente y se ha convertido 

en el principal modo de llegar a condenas (Anitua & Sicardi, 2024). 

De lo anterior, se desprenden dos teorías de los juicios abreviados que tramitan los delitos de flagrancia, 

posturas diversas y ambiguas, pues en realidad, los delitos de flagrancia parten de premisas que deben de 

cumplirse para su aplicación, pero la lógica de estas descansa en la certeza de que los requisitos que se 

declaran en la norma se cumplen para determinar la flagrancia como tal y brindar la seguridad jurídica 

que se requiere, razón por la que se considera que no se ha cometido ante ello ninguna vulneración. Las 

normas procesales y las garantías constitucionales cumplen tareas complementarias dentro de un Estado 

democrático: organizan la actuación judicial y, al mismo tiempo, protegen a las personas frente al ejercicio 

del poder estatal (Echeverría, 2024). 

Autores sugieren en sus indagaciones que, para que se considere que un delito es cometido en flagrancia, 

es indispensable que cumpla con dos parámetros: 1. La persona es sorprendida y aprehendida al momento 

de cometer el delito. 2. La persona es sorprendida o individualizada al momento de cometer el delito y 

aprehendida inmediatamente después por persecución o voces de auxilio de quien presencie el hecho 

(Montoya et al., 2022). 

En tal contexto, se ha podido observar que la flagrancia es uno de los principales casos donde estos 

estándares se dan por satisfechos, ya que resulta ser una circunstancia suficiente como para presumir que 

el sospechoso posee consigo elementos vinculados con un delito, lo cual sólo supone una de las partes de 

la teoría sobre los delitos en flagrancia (Esteves, 2025). La aprehensión, es pues el resultado de la 

flagrancia, una vez concurren los requisitos o parámetros, así como la certeza del delito. El uso de los 

requisitos de la flagrancia depende de los tipos de delito establecidos, ya que la norma determina que 

existen unos determinados tipos penales que no se podrán llevar a cabo mediante la flagrancia en cuanto 

al proceso expedito que le acompaña (Torres, 2025). 

Los requisitos de los delitos en flagrancia son la base que en teoría deberían garantizar la certeza del 

proceso de manera razonable, sin embargo, el proceso no inicia como tal con la tipificación de flagrancia, 
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pues este es un acto posterior, la verdadera razón se basa en que, el infractor es encontrado cometiendo el 

delito, o inmediatamente después de cometerse, sin embargo, estos delitos dependerán mucho de su 

naturaleza y tipo, para determinar con certeza si se llevaran a cabo por medio de la vía del proceso 

expedito. La flagrancia se ubica dentro del Derecho penal del acto y par-te del principio del hecho al no 

tomar en cuenta la forma de ser, peligrosidad o antecedentes de la persona para la detención, sino solo la 

conducta delictiva (Gutiérrez, 2024). 

Es decir que la celeridad como tal no siempre es una premisa de la rapidez del procedimiento, sino, antes 

bien de la detención del imputado o el infractor. Los delitos en flagrancia no siempre apuntan a una 

celeridad procesal, pues todo dependerá de la naturaleza del delito, puesto que no pueden obviar la postura 

que adoptan las partes a partir del principio de contradicción, la evacuación de los medios de prueba 

expuesto en el artículo 440-A del código. La finalidad asumida en los procesos por los que se llevan a 

cabo los delitos de flagrancia, busca eliminar la delincuencia, así como, lograr la celeridad de los procesos 

penales; dándole potestad al fiscal de interponer acusación cuando éste cuenta con todos los medios 

probatorios suficientes para imputarle responsabilidad al detenido, evitando la vulneración de derechos 

fundamentales como el derecho a la defensa (Yamunaqué & Moreno, 2021). 

En tal sentido, uno de los derechos que se consideran más vulnerados en el contexto de los delitos de 

flagrancia, es el de defensa, pues al no contar con el tiempo suficiente para la recolección de medios de 

prueba y la generación del debate, no se determina con certeza la posibilidad de defensa del infractor o 

imputado de manera adecuada. En este sentido, el principio de defensa constituye una pieza central del 

debido proceso, ya que obliga al Estado a tratar a la persona, en todo momento, como verdadero sujeto 

del procedimiento, en el sentido más amplio de esta concepción, y no meramente como objeto del mismo. 

Es así que, el derecho a la defensa debe garantizarse desde el momento en que se imputa a una persona 

como posible participante… de un ilícito penal (Quispe, 2024). 

De lo anterior se desprende la necesidad de que la flagrancia como figura que impulsa la captura infraganti 

por efecto de un delito, requiere de la exposición de ciertos límites, en este sentido, la flagrancia constituye 

una excepción para privar provisionalmente de la libertad personal a un individuo y ponerlo a disposición 

de la autoridad, cualquier exceso implica una afectación a sus derechos humanos, con lo cual se entiende 

que existe la necesidad de imponer límites a la figura como tal (Gutiérrez, 2024). 

Existen así mismo teorías que respaldan la postura de la flagrancia, en cuanto a la aprehensión inmediata, 

y la persecución, entre estas se puede considerar la teoría del delito. Esta teoría constituye un sistema por 
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medio del cual de forma lógica secuencial permite establecer los elementos y características esenciales 

comunes a todos los delitos, es decir, que en ella no sólo se analiza un tipo penal, sino los elementos que 

son comunes a todos los delitos. Entre estos elementos se observa la conducta, que es voluntaria, negativa 

o positiva, la acción, que es lo que supone un hecho delictivo, la tipicidad que se desprende de la acción 

cometida, la antijuricidad que es aplicable por el hecho de la acción, y finalmente, la culpabilidad de la 

que se desprende la pena (Pérez, 2020). 

Esta teoría en relación con la flagrancia, aporta el marco para determinar si la conducta que se ha 

observado en flagrancia es un delito, por su parte, la flagrancia es la situación fáctica, por la que se aplica 

el marco al que se hace referencia en la teoría del delito, que permite reconocer los elementos comunes 

necesarios para atribuir carácter punible a una conducta. Desde esta perspectiva, el delito requiere 

tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad, elementos que deben examinarse siguiendo un orden lógico 

(Velásquez, 2022). 

Otra de las teorías de sustento que fundamenta el delito en flagrancia, y la detención infraganti, es la teoría 

de la tipicidad, dado que, se entiende que sin tipicidad no existe flagrancia, el principio de tipicidad: Desde 

los enfoques finalista y funcionalista, la tipicidad constituye el primer nivel de análisis del delito, porque 

permite comparar la conducta con la descripción prevista en la ley y verificar si un bien jurídico fue puesto 

en riesgo. Cuando faltan los componentes exigidos por el tipo penal, la conducta debe considerarse atípica 

(Tixi et al., 2021). 

Finalmente, otra de las teorías relativas a la flagrancia y captura infraganti, es la teoría de la imputación 

objetiva, está en los procedimientos expuestos en los delitos de flagrancia exponiendo que el juez debe 

valorar si la conducta atribuida al imputado merece la urgencia de la que se trata. Algunos autores han 

pretendido calificar a la imputación objetiva como un eximente de responsabilidad penal, pero esta 

calificación tiene un alcance limitado. En primer lugar, porque la mayor parte de autores coinciden en su 

aplicación ad hoc solo para los delitos de resultado; y en segundo lugar porque, dada la naturaleza positiva 

por antonomasia del derecho penal y del contenido del principio de legalidad penal, las eximentes de 

responsabilidad penal deben estar contemplados taxativamente en la ley (Avalos Acevedo, 2022). 

DESARROLLO 

La investigación se desarrolló con un enfoque cuantitativo, mediante el cual se midieron y analizaron las 

respuestas de operadores jurídicos y profesionales del derecho sobre la captura infraganti por la comisión 

del delito. Este método ofreció la posibilidad de medir el fenómeno, además de establecer relaciones entre 
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palabras claves y garantizar la replicabilidad de los resultados (Hernández-Sampieri & Mendoza Torres, 

2023). El nivel de investigación fue descriptivo y correlacional, ya que el mismo se orientó a caracterizar 

los conocimientos y prácticas de los participantes y, a la vez, identificar la relación que existe entre las 

variables objeto de estudio expuestas en la investigación. En cuanto al diseño, se adoptó una modalidad 

no experimental y transeccional, debido a que los datos se recolectaron en un solo punto en el tiempo, sin 

manipulación deliberada de variables, limitándose a observar el fenómeno en su contexto natural 

(Kerlinger & Lee, 2020). 

La población estuvo conformada por operadores jurídicos del sistema penal hondureño y profesionales 

del derecho que litigan en ese mismo sistema, de los cuales se seleccionó una muestra de ochenta y cinco 

profesionales, mediante un muestreo intencional. Se consideró así a jueces, fiscales, defensores públicos 

y defensores privados con experiencia directa en procesos judiciales donde se ha practicado la captura 

infraganti por la comisión del delito.  

La población estuvo conformada por operadores jurídicos del sistema penal hondureño. La muestra se 

integró por 85 entre operadores de justicia como jueces y fiscales, defensa pública, y profesionales del 

derecho, seleccionados por medio de una selección intencional no probabilística, tomando en cuenta su 

experiencia en procesos relacionados con capturas infraganti. Se establecieron como criterios de inclusión: 

(a) ejercicio activo en el ámbito jurídico penal, (b) experiencia mínima en procesos judiciales relacionados 

con la temática y (c) participación directa en casos vinculados a la captura infraganti por la comisión del 

delito. Se excluyeron aquellos profesionales sin experiencia específica en la materia. La distribución de 

la muestra se presenta en la Tabla 1. 

 
Tabla 1. Perfil de la unidad de análisis según cargo. 

Unidad de análisis 

Profesionales del derecho No 

Fiscal 15 

Juez 14 

Defensor privado 38 

Defensor público 18 

Total 85 

 

Fuente. Elaboración propia 
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El instrumento de recolección de datos consistió en un cuestionario estructurado, diseñado con ítems en 

escala tipo Likert con tres ítems de respuesta expuestos en percepciones que van desde en desacuerdo, 

hasta de acuerdo. El cuestionario abarcó seis dimensiones principales expresadas en las palabras clave de 

la investigación: flagrancia, persecución inmediata, aprensión inmediata, debido proceso, presunción de 

inocencia y garantías constitucionales. Con el fin de garantizar la validez del contenido, el instrumento 

fue sometido a revisión de especialistas en derecho penal y procesal, quienes evaluaron la pertinencia y 

claridad de los ítems. Posteriormente, el cuestionario se probó previamente con cinco profesionales que 

tenían características semejantes a las de los participantes; después se estimó su consistencia mediante el 

alfa de Cronbach que explica cómo se puede interpretar según los resultados obtenidos y su análisis 

aportando con ello la consistencia interna que existe entre las preguntas expuestas en la investigación, 

obteniendo un resultado de ,909 lo que implica una confiabilidad excelente (George & Mallery, 2023).  

 

 
Tabla 2. Estadística de Fiabilidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

La recolección de datos se llevó a cabo entre los meses de marzo a abril del año 2026. El cuestionario fue 

elaborado en la plataforma Google Forms y distribuido de forma digital a través de correos electrónicos y 

aplicaciones de mensajería como WhatsApp, asegurando la confidencialidad y el anonimato de los 

participantes. Una vez obtenida la información, los datos fueron exportados a Microsoft Excel para su 

depuración inicial y luego procesados en el software estadístico SPSS versión 27. El análisis incluyó la 

codificación de las variables, la obtención de estadísticas descriptivas como frecuencias y porcentajes, y 

la aplicación de correlaciones de Spearman para determinar la relación entre las variables investigadas. 

(Field, 2013). 

La recopilación de la información se efectuó en un único momento siendo de corte transversal. Los 

resultados fueron organizados en tablas y gráficos de frecuencia que facilitaron la interpretación de los 

Resumen de procesamiento de casos 

 N % 

Casos 

Válido 10 100,0 

Excluidoa 0 ,0 

Total 10 100,0 

a. La eliminación por lista se basa en todas las 

variables del procedimiento. 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach N de elementos 

,909 36 
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objetivos planteados, así como el establecimiento de las correlaciones pertinentes (Hernández-Sampieri 

& Mendoza Torres, 2023). 

ANÁLISIS DE RESULTADOS  

A continuación, se representa los resultados en la Figura 1 el 27% (23) son abogados del sexo femenino 

en la posición de defensoras privadas en relación a la aprehensión infraganti debido a que el desarrollo 

para la mujer parece amplio en el ejercicio de la profesión de derecho, así mismo, un 12.94% (11) del 

sexo femenino se desempeñan en la defensa pública, y un 8.24% se desempeñan como jueces y fiscales, 

observando así que la carrera judicial brinda amplia apertura para las mujeres en la actualidad. En cuanto 

al sexo masculino, se observa que con un 17.65% (15) destacan los defensores privados, observando la 

amplia apertura que existe en la representación de estos en los procesos expeditos por delitos en flagrancia, 

de estos también el 9.41% (8) se desempeñan como fiscales, otro 8.24% (7) se desempeñan como jueces 

y defensor público. 

Como se observa según los resultados la tendencia es mayoritaria para el sexo femenino en cuanto a 

defensores privados, y en cuanto a defensor público, en tanto que a los cargos de jueces y fiscales las 

oportunidades son simétricas para los jueces y difieren de forma mínima en cuanto a los fiscales, esta 

concentración de resultados sugiere así que en la actualidad existe suma apertura para el desarrollo de la 

mujer tanto en el ámbito privado del derecho como en el desarrollo de la carrera judicial, y con ello se da 

apertura a principios como el de igualdad, la no discriminación y la inclusión en el ámbito judicial de 

Honduras, reconociendo la importancia del papel de la mujer para impulsar la acción penal. 

Figura 1. Gráfica cruzado sexo y cargo que desempeña. 

 
Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 
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La Figura 2, presenta los resultados con respecto al tiempo de laborar de los participantes y el área 

geográfica en la cual residen se observa que destaca el área urbana con 40% (34) que tienen de 11 años a 

más de laborar en la institución en la cual laboran o de desempeñarse como abogados privados, un 38.82% 

(33) cuenta con 1 a 5 años de desempeñarse como abogados privados o en a carrera judicial como defensa 

pública, como jueces o como fiscales, y finalmente un 14.12% (12) cuentan con un periodo de 6 a 10 años 

de desempeñarse en su actual labor. En cuanto a los que pertenecen al área rural un 2.35% (2) cuentan 

con un periodo de desarrollo laboral de 1 a 5 años, otro 2.35% (2) cuentan con un periodo de 6 a 10 años 

en el desarrollo de sus laboras y finalmente otro 2.35% (2) cuentan con un periodo de desempeño laboral 

de 11 años en adelante. 

Los resultados observan que destacan aquellos que laboran en el área urbana, observando mayores niveles 

de concentración lo cual tiene sentido ya que las sedes judiciales se ubican en las ciudades. Por ende, la 

mayor parte de la acción se concentra en la zona urbana, donde la densidad demográfica y la ubicación de 

las instituciones públicas facilitan el ejercicio de la abogacía y la administración de la justicia, en cambio 

en el área rural jurídica y el acceso a las institucionales judiciales presentando con ello en los resultados 

la realidad del desarrollo profesional. 

Figura 2. Gráfico cruzado tiempo laborando y ubicación geográfica. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 
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El coeficiente de correlación de Spearman (,366**) indica una relación positiva débil entre Captura 

Infraganti y Flagrancia y Comisión del Delito. El resultado fue estadísticamente significativo (p < .001), 

por lo que se rechazó la ausencia de asociación entre las variables; estos hallazgos sugieren que, aunque 

la captura se genere, de manera infraganti, el procedimiento como tal en muchas ocasiones no reciben ese 

tratamiento, ello se da en muchas ocasiones a la luz de los plazos o términos con que cuentan dado que 

una vez que sucede la captura infraganti se debe gestionar la celeridad en los mismos. 

Esta correlación positiva débil de ,366** deja de manifiesto una independencia crítica entre la actuación 

policial y la formalización en sí del proceso, aunque la captura infraganti es el punto de partida, para un 

procedimiento de flagrancia efectivo, sin embargo, esto se ve obstaculizado por la poca flexibilidad de los 

plazos procesales y la carga administrativa a la que se enfrentan los órganos jurisdiccionales, esto sugiere 

que el éxito de la flagrancia no depende únicamente de la inmediatez de la detención, sino de la capacidad 

para gestionar que radica en la celeridad requerida en las primeras horas cuando se da la captura, sin una 

estructura que soporte la presentación de pruebas y dictámenes en los términos decisivos que exige la ley, 

la captura infraganti pierde su fuerza como vía rápida, obligando al sistema a derivar causas hacia el 

proceso ordinario e inmortalizando la saturación judicial. 

Los hallazgos refuerzan la necesidad de entender la flagrancia como una herramienta que contribuye con 

la agilidad del sistema penal, la debilidad en la correlación indica que la operatividad del sistema de 

justicia está condicionada por limitaciones que impide que la captura infraganti, lo que se traduce en una 

reducción real de los tiempos procesales, por tanto, para elevar la eficiencia de la captura infraganti como 

tal o de la flagrancia, resulta relevante fortalecer la capacidad de respuesta institucional, lo que se puede 

lograr a través de una coordinación que garantice la fluidez del procedimiento desde la captura hasta la 

audiencia, asegurando así que la flagrancia cumpla su función de economía procesal, evitando el declive 

del caso por vencimiento de términos y garantizando una justicia más expedita. 

Tabla 3. Relación entre la captura infraganti y la flagrancia y comisión del delito. 

 
Correlaciones 

 
Captura 

Infraganti 

Flagrancia y 

Comisión del 

Delito 

Rho de Spearman 

Captura Infraganti 

Coeficiente de correlación 1,000 ,366** 

Sig. (bilateral) . <. 001 

N 85 85 

Flagrancia y Comisión del 

Delito 

Coeficiente de correlación ,366** 1,000 

Sig. (bilateral) <. 001 . 

N 85 85 
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**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

El coeficiente de correlación de Spearman (,643**) indica una relación positiva media entre las variables 

de Persecución y Aprehensión y el Debido Proceso y Procedimiento Expedito, el nivel de significancia 

de p < .001 refuerza la validez estadística, reflejando un nivel de confianza superior al 99%. Estos 

resultados sugieren que existe una relación específica entre la eficacia operativa de la aprehensión y el 

respeto a las garantías procesales, por medio del debido proceso, es decir, en la medida en que la 

persecución penal se ejecuta, aumentan las probabilidades de que el procedimiento expedito se desarrolle 

bajo las reglas del debido proceso. 

Esta correlación de ,643** pone en evidencia que realizar de manera correcta la aprehensión es uno de los 

pilares fundamentales en el principio de legalidad del procedimiento expedito, y que, a diferencia de 

correlaciones más débiles, este valor indica que una captura que ha sido bien ejecutada, cumpliendo con 

todos los requisitos de ley, facilita el paso hacia un procedimiento expedito, reduciendo las posibilidades 

de que el caso sea desestimado por violaciones al debido proceso, esto demuestra que el éxito de la justicia 

no se basa solo en la velocidad de la captura, sino en realizarla con la legalidad de la misma siguiendo la 

normativa del debido proceso para salvaguardar la calidad de esta, asegurando que la fuerza del Estado se 

traduzca en una respuesta judicial efectiva, rápida y respetuosa de los derechos fundamentales del 

imputado. 

Con estos resultados podemos observar que es necesario el fortalecimiento de las capacidades de 

aprehensión, en virtud que una captura realizada de una manera correcta afecta directamente la 

descongestión del sistema penal, indicando la correlación que, cuando los órganos actúan con precisión, 

el procedimiento expedito cumple su función de ser eficiente, evitando que las causas se transfieran hacia 

la vía ordinaria por errores en la etapa inicial, por tanto, para mantener la integridad de la economía 

procesal, es vital que la formación de todos los actores del proceso como la policía policial, el Ministerio 

Público, defensores y sobre todo los operadores de justicia para que se enfoquen en el debido proceso 

desde el primer momento, garantizando que la celeridad no comprometa la legalidad y que el sistema 

judicial opere con la fluidez necesaria para ofrecer una justicia verdadera y oportuna. 

Tabla 4. Relación entre la persecución y aprehensión inmediata y el debido proceso y procedimiento expedito. 

 
Correlaciones 
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Persecución y 

Aprehensión 

Debido Proceso 

y Procedimiento 

Expedito 

Rho de Spearman 

Persecución y Aprehensión 

Coeficiente de correlación 1,000 ,643** 

Sig. (bilateral) . <. 001 

N 85 85 

Debido Proceso y 

Procedimiento Expedito 

Coeficiente de correlación ,643** 1,000 

Sig. (bilateral) <. 001 . 

N 85 85 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

El coeficiente de correlación de Spearman (,360**) indica una relación positiva débil entre la Presunción 

de Inocencia y las Garantías Constitucionales, el nivel de significancia estadística de p < .001 confirma 

que existe evidencia suficiente para aseverar que ambas variables están relacionadas de manera 

significativa, estos hallazgos sugieren que, aunque la presunción de inocencia es un derecho fundamental 

en el proceso penal, su respeto y aplicación efectiva no siempre se traducen de forma proporcional en el 

ejercicio de las garantías constitucionales, existiendo factores externos o procesales que limitan esta 

relación. 

La correlación de ,360** fue positiva, pero débil. Esto permite advertir que reconocer la presunción de 

inocencia en la norma no asegura, por sí mismo, que todas las garantías se apliquen de la misma forma 

durante el proceso. Algunas prácticas o interpretaciones pueden dar mayor peso a la detención que a la 

libertad del procesado. 

La débil relación encontrada muestra que la presunción de inocencia debe cuidarse durante todas las 

etapas. El procedimiento expedito no puede convertir la detención en una sanción anticipada; su aplicación 

debe conservar la protección de la persona y el respeto a su dignidad. 

Tabla 5. Relación entre la presunción de inocencia y las garantías constitucionales. 

Correlaciones 

 

Presunción de 

Inocencia 

Garantías 

Constitucionales 

Rho de Spearman Presunción de Inocencia Coeficiente de correlación 1,000 ,360** 

Sig. (bilateral) . <. 001 

N 85 85 

Garantías Constitucionales Coeficiente de correlación ,360** 1,000 

Sig. (bilateral) <. 001 . 

N 85 85 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 
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El coeficiente de correlación de Spearman (,470**) indica una relación positiva débil entre la Captura 

Infraganti y el respeto a las Garantías Constitucionales, el nivel de significancia estadística de p < .001 

confirma con un 99.9% de confianza que estas variables están relacionadas de manera significativa, estos 

hallazgos sugieren que la inmediatez de la captura infraganti tiene un impacto directo en la activación de 

las garantías constitucionales, indicando que, en casi la mitad de los casos observados, un arresto en 

flagrancia se gestiona bajo el marco de los derechos fundamentales del detenido. 

Esta correlación de ,470** evidencia que la captura infraganti se refiere a un momento procesal crítico 

que condiciona la legitimidad de toda la causa penal, al ser una relación moderada, los resultados reflejan 

que, si bien existe un esfuerzo institucional por realizar las detenciones en observancia de las garantías 

constitucionales como el derecho a la defensa y la integridad física, aún existen desafíos que impiden que 

esta relación sea total o perfecta, esto sugiere que la naturaleza de la flagrancia no debe ser un motivo para 

compatibilizar los estándares constitucionales, sino que, por el contrario, requiere de una supervisión 

judicial más inexorable para asegurar que la rapidez del procedimiento no derive en una vulneración de 

derechos. 

Los hallazgos refuerzan la premisa de que la eficacia de la justicia penal depende de un equilibrio entre la 

operatividad y la protección de las garantías, la moderación en la correlación deja ver que, para fortalecer 

el sistema, es necesario estandarizar los protocolos de actuación durante la captura infraganti, asegurando 

que cada aprehensión se documente y ejecute con respeto a la norma, por tanto, elevar la eficiencia de la 

Policía Nacional y el Ministerio Público debe a la vez garantizar la celeridad de la captura y que esta sea 

proporcional a las garantías ofrecidas, evitando que la economía procesal se logre a costa del debido 

proceso y garantizando así la validez de las actuaciones ante los tribunales. 

Tabla 6. Relación entre la captura infraganti y las garantías constitucionales. 

Correlaciones 

 
Captura 

Infraganti 

Garantías 

Constitucional

es 

Rho de Spearman 

Captura Infraganti 

Coeficiente de correlación 1,000 ,470** 

Sig. (bilateral) . <. 001 

N 85 85 

Garantías 

Constitucionales 

Coeficiente de correlación ,470** 1,000 

Sig. (bilateral) <. 001 . 

N 85 85 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 
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Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

 

DISCUSIÓN 

Los resultados revelados mediante el análisis estadístico indican una relación positiva moderada entre la 

captura infraganti y el respeto a las garantías constitucionales, esto contrasta con lo planteado por Ochoa 

Risco et al., (2025), quienes manifiestan que la flagrancia implica la detención en el mismo momento de 

la comisión del delito, mientras estos autores enfatizan la inmediatez del acto, la investigación demuestra 

que, en la práctica, esa rapidez debe gestionarse bajo un marco de derechos fundamentales para ser 

legítima. 

La investigación permite matizar la postura de Calderón (2019), sostiene que la flagrancia exige 

coetaneidad y ostensibilidad del hecho delictivo, aunque el hallazgo confirma la existencia de una relación 

entre la captura infraganti y la flagrancia, esta no es absoluta, los resultados sugieren que, a pesar de que 

el hecho sea manifiesto, existen obstáculos y plazos procesales que impiden que la captura se traduzca 

siempre en un procedimiento de flagrancia efectivo y fluido, evidenciando una independencia entre el acto 

policial y la formalización judicial. 

Por otro lado, la relación identificada entre la aprehensión inmediata y el debido proceso respalda el 

argumento de Yamunaqué & Moreno (2021), quienes afirman que la finalidad de estos procesos es lograr 

la celeridad sin vulnerar el derecho a la defensa, así el estudio valida que una captura bien ejecutada 

técnicamente facilita que el procedimiento expedito se desarrolle dentro de los límites del debido proceso, 

lo que a su vez permite reducir la incidencia de vicios procesales que podrían invalidar la actuación 

judicial. 

No obstante, se observa una diferencia con lo expuesto por Chicoma et al., (2024), quienes advierten que 

la necesidad de rapidez en casos de flagrancia puede afectar negativamente la defensa adecuada al eliminar 

etapas esenciales de investigación previa, el estudio refuerza esta postura al observar que la relación entre 

la presunción de inocencia y las garantías constitucionales es limitada, lo que sugiere que la celeridad del 

sistema prioriza la eficacia de la detención sobre la protección de la libertad del procesado. 

En cuanto a la estructura del proceso, González (2024) sostiene que la rapidez del proceso inmediato 

tiende a vulnerar la omisión de garantías procesales. Esta postura concuerda con el análisis de los 

resultados previos, donde se señala que la captura in fraganti, aunque se realice de manera oportuna y 

correcta, pierde fuerza como vía rápida ante la saturación de trámites y la carga administrativa que impera 
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en los juzgados, lo que obliga a derivar causas al proceso ordinario, demostrando con ello que la celeridad 

operativa que puede realizar la fuerza policial, no siempre garantiza la eficacia jurídica pretendida por el 

sistema expedito hondureño. 

Respecto a la fundamentación jurídica, Huamalias et al., (2024) sugieren que las detenciones por 

flagrancia pueden carecer de legalidad si se basan solo en testimonios sin elementos de convicción, 

resultados de la investigación destaca la necesidad de supervisión de todos los operadores de justicia, 

evidenciando que la eficacia de la justicia penal depende de un equilibrio entre la operatividad de las 

instituciones y la protección de garantías ciudadanas para evitar que la rapidez derive en vulneraciones a 

las garantías procesales de todas las partes involucradas. 

De igual forma, el contraste con la postura de Quispe (2024) es fundamental, ya que este autor considera 

el derecho a la defensa como una pieza central del debido proceso desde el momento de la imputación. en 

este sentido la investigación revela que para elevar la eficiencia institucional es fundamental que la 

celeridad en la captura no violente las garantías ofrecidas ni que vulnere los derechos del ciudadano 

acusado, lo que concuerda con la exigencia de Gutiérrez (2024) sobre imponer límites estrictos a la 

flagrancia para evitar excesos en la privación de libertad. 

Sobre la naturaleza del juzgamiento, Anitua & Sicardi (2024) mencionan que el sistema de juicios 

abreviados se ha impuesto a pesar de las críticas sobre sus peligros político-criminales, los hallazgos del 

estudio reflejan esta situación, indicando que, aunque existe un esfuerzo por emparejar las detenciones 

con las garantías, aún existen desafíos que impiden que esta relación sea perfecta, validando la existencia 

de las diferencias planteadas por dichos autores. 

En relación con la Teoría del Delito, Pérez (2020) y Velásquez (2022) expresan que esta provee el marco 

lógico para determinar si la conducta observada en flagrancia es punible, en tanto ello, el estudio 

complementa esta visión al demostrar que la calidad de la captura es lo que sostiene la legalidad del 

procedimiento posterior, integrando así la fase fáctica de la aprehensión con la estructura irrefutable de la 

tipicidad y culpabilidad. 

En la actualidad, los operadores jurídicos perciben una alta participación de defensores privados. Este 

hallazgo se relaciona con la teoría de Anitua & Sicardi (2024) sobre la expansión de los mecanismos de 

condena rápida, la presencia mayoritaria de la defensa privada sugiere que la operatividad de la flagrancia 

en Honduras ha generado un mercado profesional dinámico, no obstante, es alarmante observar que esta 

representación no siempre logra activar la totalidad de las garantías constitucionales ante la presión que 
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ejerce la celeridad procesal característica de estos juicios; dada la falta tiempo de preparar una estrategia 

de defensa sólida, y la recolección de pruebas se vuelve precaria lo que hace que los imputados opten por 

una vía alterna obteniendo una sentencia rápida. 

Asimismo, al analizar la teoría de la tipicidad expuesta por Tixi et al., (2021), se establece que sin una 

descripción de conducta socialmente relevante no existe la flagrancia, por su parte, la investigación 

confirma que cuando el juicio de tipicidad se realiza correctamente desde el momento de la captura, 

disminuye la probabilidad de que el procedimiento expedito sea cuestionado por falta de lesividad, lo que 

refuerza la premisa de que la legalidad de la flagrancia depende de una calificación jurídica inclemente y 

no simplemente del acto material de la detención. 

En cuanto a los requisitos de la flagrancia, Montoya et al., (2022) sostienen que para que un delito sea 

considerado como tal, es indispensable que la persona sea sorprendida y aprehendida en el momento o 

inmediatamente después de una persecución, esto se valida a través de los resultados de la investigación 

validando parcialmente esta premisa, sugiriendo que, aunque se cumpla la aprehensión material descrita 

por los autores, la falta de logística adecuada impide que estas medidas efectivas se traduzcan siempre en 

un proceso judicial fluido, lo que indica que la certeza propuesta por dichos autores depende no solo del 

acto, sino de la capacidad del sistema para documentar formalmente tales requisitos. 

Por otra parte, la investigación concuerda con la postura de Esteves (2025), quien argumenta que la 

flagrancia es una circunstancia suficiente para presumir que el sospechoso posee elementos vinculados al 

delito, satisfaciendo así los estándares de prueba iniciales. No obstante, el estudio abre un debate entre lo 

que estable la ley y la doctrina a la realidad de los operadores de justicia, al evidenciar que poseer 

elementos del delito no exime al Estado de su obligación de respetar la integridad del debido proceso, de 

lo contrario, se estaría estableciendo una condena previa al imputado, violentando así su derecho a 

defensa. Es por ello la práctica demuestra la necesidad de estandarizar protocolos de actuación para evitar 

nulidades en el proceso, pero sobre todo vulneraciones al derechos fundamentales del ciudadano. 

Finalmente, la investigación concuerda con el planteamiento de Echeverría (2024), quien define al 

derecho procesal y las garantías constitucionales como pilares de un Estado democrático. Los resultados 

finales de esta investigación destacan que el éxito de la flagrancia no depende únicamente de la inmediatez 

y la celeridad que se le dé a una detención. En realidad el verdadero éxito de un proceso expedito radica 

en que todos los operadores de justicia trabajen de manera coordinada; solo así se asegura que la capacidad 
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institucional para gestionar pruebas no vulnere derechos y al mismo tiempo, el proceso cumpla con la ley 

para ofrecer una justicia oportuna. 

CONCLUSIONES 

Se concluye de acuerdo con los resultados, que si bien la captura infraganti constituye el punto de partida 

esencial para la operatividad del proceso penal, su eficacia se encuentra condicionada por factores 

externos. La relación positiva débil hallada entre la captura y la formalización efectiva del proceso 

evidencia que la detención inmediata es apenas el inicio de la causa. En esta etapa la policía desempeña 

un rol indispensable al capturar con rapidez al sospechoso, sin embargo mejodebido a la carga de trabajo 

del resto de los operadores no se puede garantizar una resolución expedita, debido a limitaciones en los 

plazos procesales en la recaudación de evidencia tanto de cargo como de descargo, sumado a la crónica 

sobrecarga administrativa de los órganos jurisdiccionales. 

La investigación evidencia que la calidad de la aprehensión es determinante para el respeto al debido 

proceso, encontrando una relación positiva media que sugiere que una ejecución legal de la captura facilita 

el desarrollo del procedimiento expedito sin vicios procesales, sin embargo, se identifica que la celeridad 

requerida en las primeras horas tras la detención representa una problemática donde la falta de 

coordinación institucional puede derivar causas hacia el proceso ordinario, perpetuando la saturación 

judicial. 

De igual forma en la investigación se determina que la presunción de inocencia, aunque es un derecho 

irrenunciable, enfrenta desafíos en su aplicación práctica dentro de la flagrancia la correlación positiva 

débil con las garantías constitucionales indica que factores procesales o interpretaciones legales limitadas 

pueden comprometer el estado de inocencia, priorizando en ocasiones la detención sobre la libertad, por 

tanto, es determinante comprender que para armonizar la figura, es imperioso que la presunción de 

inocencia actúe como una premisa que evite convertir el juicio expedito en una pena anticipada. 

Los resultados muestran una notable apertura y participación de la mujer en el ámbito jurídico penal 

hondureño en la muestra analizada, esta simetría en cargos en la carrera judicial refleja un avance en 

principios de igualdad e inclusión dentro del sistema judicial, concentrándose la mayor actividad 

profesional en áreas urbanas debido a la ubicación estratégica de las sedes judiciales. 

TRABAJO A FUTURO 

Partiendo de los resultados de la investigación, se observan las siguientes líneas futuras de investigación: 
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Análisis de la capacidad técnica de instituciones como la Policía Nacional y la logística expuesta con otras 

instituciones, que parta de un análisis basado en un enfoque mixto, exponiendo cifras, razones, y 

características de la problemática de investigación. 

Así mismo un estudio orientado a la efectividad de la flagrancia en torno a los plazos procesales, 

enfocándose en los días hábiles para tales efectos, exponiendo una problemática que parta de un enfoque 

cualitativo, en continuidad de un método fenomenológico o hermeneútico que oriente a profundizar en las 

experiencias de los operadores de la justicia y que evidencia cual es la verdadera necesidad del sistema 

penal en torno a los delitos de flagrancia. 

DISPONIBILIDAD DE LOS DATOS 

Los conjuntos de datos que sustentan los resultados de este estudio se encuentran disponibles en su 

totalidad dentro del presente artículo. 

FUENTE DE FINANCIAMIENTO 

El presente estudio no contó con financiamiento por parte de ninguna organización externa; fue realizado 

con recursos propios de los autores. 
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Resumen-- Se examinó la relación entre la configuración normativa del recurso de apelación y el acceso 

a la tutela judicial efectiva en el proceso civil hondureño. El estudio fue cuantitativo, descriptivo-

correlacional, no experimental y transversal. Mediante contacto directo se seleccionó intencionalmente a 

100 profesionales con experiencia en asuntos civiles: 65 abogados independientes, 16 escribientes, 4 

secretarios y 15 jueces. Se aplicó un cuestionario de 28 ítems elaborado por los autores, revisado por tres 

expertos y valorado mediante una escala de tres puntos. En una prueba piloto con 10 profesionales obtuvo 

α = .773. Los datos se recolectaron entre febrero y mayo de 2026 y se analizaron en SPSS 27 mediante 

rho de Spearman. Se observaron asociaciones positivas entre configuración normativa y acceso y tutela 

judicial (ρ = .475), modelos y derecho comparado y eficiencia y deficiencias (ρ = .608), prueba y 

motivación y oralidad y legalidad (ρ = .674), y eficiencia y deficiencias y prueba y motivación (ρ = .580); 

todas con p < .001. Los resultados corresponden a percepciones de la muestra y no establecen efectos 

causales. 

Palabras clave-- control de legalidad, derecho comparado1, proceso civil, recurso de apelación, tutela 

judicial efectiva. 

 

 

Abstract-- The relationship between the regulatory framework of appeals and access to effective judicial 

protection in Honduran civil procedure was examined through a quantitative, descriptive-correlational, 

nonexperimental, cross-sectional study. An intentional sample of 100 professionals with civil-matter 

experience was contacted directly: 65 independent lawyers, 16 court clerks, 4 court secretaries, and 15 

judges. They completed a 28-item, three-point questionnaire developed by the authors and reviewed by 

three experts. A pilot test with 10 professionals produced α = .773. Data were collected from February to 

May 2026 and analyzed in SPSS 27 using Spearman’s rho. Positive associations were observed between 

regulatory framework and access and judicial protection (ρ = .475), appeal models and comparative law 

and efficiency and shortcomings (ρ = .608), evidence and reasoning and orality and legality (ρ = .674), 

and efficiency and shortcomings and evidence and reasoning (ρ = .580); all p < .001. The findings concern 

the sample’s perceptions and do not establish causal effects.  

Keywords-- appeal, civil procedure, comparative law2, effective judicial protection, judicial review.

 
1 El término «derecho comparado» corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
2 The term “comparative law” corresponds to a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
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INTRODUCCIÓN 

Cuando la motivación de un fallo deja de guardar coherencia con la sentencia que finalmente se dicta, a 

raíz de un cambio de criterio del operador judicial, el ordenamiento jurídico dispone de mecanismos 

procesales pensados justamente para controvertir esa actuación ( Brito Nieto, 2021). En este sentido, los 

recursos son instrumentos esenciales con que cuentan los litigantes para hacer efectivo su derecho 

constitucional a la tutela judicial efectiva; esta debe ser garantizada por jueces y tribunales dentro de un 

proceso con pleno respeto a las garantías procesales y a la prohibición de indefensión, siempre que la 

resolución sea apelable y reúna los presupuestos procesales que correspondan, pues dicha tutela 

constituye, en definitiva, el punto de partida del sistema procesal (García de la Torre & Ramos Romeu, 

2023). 

El origen de los medios o recursos procesales se remonta al procedimiento inquisitivo; mucho antes de 

ser concebidos como un derecho constitucional y un derecho humano, se entendían más bien como 

mecanismos de control burocrático, orientados a que el superior jerárquico supervisara las actuaciones de 

los funcionarios inferiores en quienes había delegado su poder (Zavala Hoyos y otros, 2022). Actualmente, 

la homogeneidad cobra especial relevancia y se configura cuando, conforme a la normativa sustantiva 

aplicable, resulta posible apreciar la conducta antijurídica, el daño colectivo cuya reparación se pretende 

y el nexo causal entre ambos, sin atender a las circunstancias fácticas o jurídicas particulares de cada 

consumidor o usuario (Pillado González & Fernández Fustes, 2025). 

Para algunos, la apelación se convierte en un nuevo juicio denominada como ius novorum , figura bajo la 

cual no opera la preclusión respecto de la alegación de nuevas acciones, de nuevos hechos o de la 

aportación de nuevas pruebas, aunque hubieran podido plantearse desde la primera etapa (Aguirrezabal-

Grünstein, 2022). Otros juristas, en cambio, entienden que lo alegado en segunda instancia responde más 

bien a hechos sobrevinientes o conocidos con posterioridad a la fijación de la litis, que sí inciden en la 

relación jurídica sustancial debatida pero sin alterar la pretensión originaria (López Vallejo et al., 2026). 

En la práctica, los obstáculos aparecen desde el momento de preparar el recurso: hay que identificar el 

agravio, respetar el plazo y cumplir los requisitos exigidos, y la literatura menciona además dificultades 

de orientación y preparación entre quienes intervienen (Arízaga Mogrovejo & Chungandro Erazo, 2025); 

para Rodríguez Campos (2025), sin embargo, la admisibilidad no debería revisarse como una simple lista 
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de formalidades, sino que el recurrente debería limitarse a exponer el defecto, dejando al tribunal la 

decisión sobre su relevancia jurídica. 

Para Viteri Villamarín et al. (2024), reconocer legalmente el recurso solo tiene sentido si se traduce en 

una posibilidad real de revisión ante un órgano superior, y dentro de ese trámite la adhesión cumple 

justamente esa función, pues permite a la otra parte formular sus propios agravios una vez abierta la 

segunda instancia, aunque su suerte quede atada, en definitiva, a la del recurso principal (Grau Castillo, 

2022). 

Las respuestas judiciales contradictorias afectan la previsibilidad del proceso, y por eso Rojas Sandoval 

(2023) propone que estas diferencias sean advertidas en apelación, de manera que se faciliten criterios 

consistentes; Sapúlveda Botero (2022), por su parte, diferencia la impugnación basada en un perjuicio 

concreto de aquella que persigue simplemente retrasar el cumplimiento del fallo, pues en este segundo 

supuesto el recurso deja de responder a su finalidad revisora. 

La investigación es importante porque el recurso de apelación permite revisar las decisiones de los 

tribunales y asegura que las personas tengan acceso a una protección legal real en el proceso civil de 

Honduras. Desde un punto de vista práctico, el estudio busca conocer la opinión de los abogados sobre 

cómo está regulado el recurso de apelación, cómo se accede a él, cómo se evalúa la prueba, cómo se 

justifican las decisiones y cómo se controla la legalidad en el segundo grado de jurisdicción. Estos 

aspectos son importantes porque el derecho a apelar debe permitir una revisión real ante un juez superior 

(Viteri Villamarín et al., 2024). Desde el punto de vista académico, la investigación ofrece datos 

numéricos sobre las conexiones entre las áreas analizadas y compara los argumentos teóricos con las 

opiniones de los profesionales del derecho en el sistema civil hondureño. Los resultados solo reflejan lo 

encontrado en la muestra estudiada y no buscan probar causas ni analizar casos concretos. 

Partiendo de lo expuesto, se estableció como objetivo general analizar la relación entre la configuración 

normativa del recurso de apelación y el acceso al recurso y la tutela judicial efectiva en el proceso civil 

hondureño. Como objetivos específicos se plantearon determinar la relación entre los modelos de 

apelación y el derecho comparado y la eficiencia y las deficiencias del sistema impugnatorio; examinar la 

relación entre la prueba y la motivación en segunda instancia y la oralidad, la modernización y la legalidad 

procesal; y establecer la relación entre la eficiencia y las deficiencias del sistema impugnatorio y la prueba 

y la motivación en segunda instancia. En concordancia con estos objetivos, se formuló la siguiente 
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pregunta de investigación: ¿Qué relación existe entre la configuración normativa del recurso de apelación 

y el acceso al recurso y la tutela judicial efectiva en el proceso civil hondureño? 

Para Gutteridge (2023) y Sarfatti (2024), la comparación jurídica es una vía para contrastar soluciones y 

no la simple reproducción automática de reglas extranjeras; en esa línea, mientras algunos modelos 

conceden a la segunda instancia un examen amplio, otros circunscriben la actuación del tribunal superior, 

y entre las figuras examinadas destaca precisamente la adhesión, que permite al vencedor parcial discutir 

los extremos que le resultan desfavorables una vez que la contraparte ya recurrió (Garzón Villacrés, 2023). 

España, Argentina y Chile ofrecen ejemplos distintos de sustentación: en España predomina el escrito 

presentado al interponer el recurso, Argentina permite complementarlo oralmente a criterio del tribunal y 

Chile combina el expediente escrito con alegatos ante la alzada, de modo que, si bien la comparación no 

indica cuál modelo debería adoptar Honduras, sí muestra que la segunda instancia admite configuraciones 

bastante diferentes entre sí (Aroca Toquica, 2025). 

Aquí, el análisis normativo se aplicó a las reglas de admisión, tramitación y decisión del recurso, pues 

importaba revisar si esas reglas guardan coherencia entre sí y cómo delimitan la impugnación; en este 

punto, Crespo Vera (2025) y Andersen (2025) relacionan justamente las deficiencias de articulación con 

las demoras y la inseguridad jurídica que de ellas se derivan. 

La norma, sin embargo, no explica por sí sola el funcionamiento del recurso, pues también intervienen la 

forma en que los operadores la comprenden y el control que se ejerce sobre la pertinencia de la 

impugnación; los trabajos de Samaniego-Quiguiri (2023) y de Pozo Cabrera y Romero Flores (2025) se 

utilizaron como antecedentes, aunque sus conclusiones no se trasladaron directamente como resultados 

de la muestra hondureña. 

La audiencia oral aporta cuando aclara el debate, pero pierde utilidad si simplemente repite lo ya escrito, 

repetición que Peñaherrera Toapaxi y Barona Vilar (2024) discuten al abordar la fundamentación de la 

apelación; Guerra-Cerrón (2022), por su parte, incorpora otro elemento relevante, el del lenguaje 

comprensible, de modo que el interés termina estando en la función que cumple cada actuación y no 

únicamente en si esta es oral o escrita. 

La revisión del fallo puede ayudar a mantener criterios jurídicos coherentes (López Medina, 2022; 

Sospedra Navas, 2023), aunque en este estudio no se revisaron decisiones de tribunales hondureños que 

permitieran comprobar dicha unificación doctrinal. 
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Valdivieso Sánchez (2024) presenta las garantías procesales como límites frente al poder estatal y como 

medios de defensa para las partes. Entre sus manifestaciones están el derecho a impugnar, la motivación 

del fallo y el sometimiento del tribunal a la ley. Matos Oliva (2024) advierte que la garantía pierde eficacia 

práctica si una prueba relevante queda sin valoración o si el fallo guarda silencio sobre ella. 

Motivar exige dejar constancia de los hechos aceptados, las normas utilizadas y el razonamiento que une 

ambos elementos con la decisión. Esa obligación de explicar la decisión es abordada por Ramón 

Yanchatipan y Barrionuevo Núñez (2023) como parte del debido proceso. Al conocer el recurso, el 

tribunal tiene que contestar los agravios y explicar el tratamiento dado a la prueba cuestionada. Según 

Perdomo Delgado y Loor Párraga (2025), la falta de precisión durante esta fase deja mayor espacio a 

decisiones discrecionales. 

Viera-Robayo y Pachano-Zurita (2023) explican la economía procesal a partir de la reducción de 

actuaciones y gastos que no aportan a la solución del asunto. En el planteamiento de Chialvo (2024), la 

inmediación y la conciliación pueden acortar el proceso, pero no justifican una respuesta judicial 

incompleta. 

Bouazza Ariño (2024) recuerda que la rapidez del trámite no puede reducir el acceso a la jurisdicción ni 

el examen que corresponde en segunda instancia. Bajo un modelo limitado, la alzada revisa el expediente 

formado en primera instancia, sin iniciar nuevamente todo el juicio. Aguirrezabal-Grünstein (2022) 

observa que, ante restricciones rígidas en la alzada, las partes procuran plantear desde el comienzo todas 

las defensas previsibles; así, la carga que parece eliminarse reaparece en la primera instancia. 

La dirección judicial comprende la vigilancia de la legalidad del trámite; las cargas de alegar y probar 

continúan correspondiendo a las partes. Los supuestos en los que el juez actúa de oficio son examinados 

por Sandoval Guzmán (2024). Para Coba Ruiz y Mayorga Mayorga (2026), una resolución adquiere 

eficacia cuando descansa en el fundamento legal que corresponde. El control resulta pertinente cuando 

preserva la validez del procedimiento. 

El control judicial no se limita a la Constitución, sino que se extiende también a los estándares de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (Vargas Morales, 2022), de modo que la motivación 

cumple la función de dejar visible cómo se conectan esas normas, los hechos y la decisión adoptada; en 

este sentido, Suárez Peña et al. (2026) advierten el riesgo de arbitrariedad que surge cuando un fallo 

comunica un resultado sin explicar el razonamiento que lo sustenta. 
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METODOLOGÍA 

Los datos se recogieron mediante un cuestionario y se trataron de forma numérica: primero se describió 

la muestra junto con sus respuestas y, después, se calcularon las asociaciones entre los puntajes obtenidos. 

Al no haberse manipulado variable alguna, y con cada participante respondiendo una sola vez, el estudio 

se ubica dentro del enfoque cuantitativo, con alcance descriptivo-correlacional, diseño no experimental y 

corte transversal (Hernández-Sampieri & Mendoza Torres, 2018). 

La población de interés estuvo constituida por operadores jurídicos del sistema civil hondureño. Mediante 

muestreo intencional y contacto directo de los investigadores se seleccionaron 100 profesionales que 

ocupaban alguno de los cargos estudiados y contaban con experiencia en asuntos civiles: 65 abogados 

independientes, 16 escribientes, 4 secretarios y 15 jueces. No se registró el departamento de procedencia; 

por ello, la muestra no se presenta como representativa de los 18 departamentos del país. 

Tabla 1. Perfil de la unidad de análisis según cargo. 

Unidad de análisis 

Profesionales del derecho No 

Abogado independiente 65 

Escribiente 16 

Secretario 4 

Juez 15 

Total 100 

Fuente. Elaboración propia. 

 

Como instrumento se utilizó un cuestionario de 28 ítems con tres opciones de respuesta: 1 = en desacuerdo, 

2 = neutral y 3 = de acuerdo. El instrumento evaluó seis dimensiones: configuración normativa; acceso al 

recurso y tutela judicial efectiva; modelos de apelación y derecho comparado; eficiencia y deficiencias 

del sistema impugnatorio; prueba y motivación en segunda instancia; y oralidad, modernización y 

legalidad procesal. La pertinencia y claridad de los ítems fueron revisadas por tres expertos con 

experiencia metodológica y jurídica. La prueba piloto, aplicada a 10 profesionales con características 

similares a las de la muestra, obtuvo un alfa de Cronbach de .773. 

Tabla 2. Estadística de Fiabilidad. 

Resumen de procesamiento de casos 

 N % 

Casos 

Válido 10 100,0 

Excluidoa 0 ,0 

Total 10 100,0 
a. La eliminación por lista se basa en todas las variables del 

procedimiento. 
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Fuente. Elaboración propia mediante software SPSS versión 27. 

La recopilación de los datos tuvo lugar entre febrero y mayo de 2026. Se utilizó un cuestionario diseñado 

en Google Forms, el cual se envió por vía digital a las personas que se contactaron. La participación fue 

voluntaria, y se obtuvo el consentimiento verbal antes de aplicar el instrumento. El cuestionario no pidió 

nombres, correos electrónicos ni ningún otro dato que permitiera identificar a los participantes, por lo 

tanto, las respuestas se recopilaron de forma anónima. Los resultados se procesaron de forma agregada 

usando SPSS versión 27. Antes de comenzar la recolección de datos, el estudio fue sometido a revisión 

ética institucional. 

Se obtuvieron frecuencias y porcentajes para describir la muestra. Las relaciones entre las dimensiones 

establecidas en el instrumento se analizaron mediante el coeficiente rho de Spearman, de acuerdo con el 

objetivo general y los objetivos específicos formulados. La base de datos anónima, el cuestionario 

aplicado y la tabla de operacionalización de las variables se encuentran bajo resguardo de los autores y 

están disponibles previa solicitud, de conformidad con las condiciones de confidencialidad del estudio. 

ANÁLISIS DE RESULTADOS 

El gráfico de barras cruza el sexo (masculino y femenino) con el cargo desempeñado (abogado 

independiente, escribiente, secretario y juez). Dentro del grupo masculino predominó el abogado 

independiente, seguido de juez y de escribiente; en cambio, no se registró ningún caso en el cargo de 

secretario. 

En el grupo femenino predominó igualmente el cargo de abogada independiente, con casos también en 

secretaria, juez y escribiente; es decir, este grupo tuvo presencia en los cuatro cargos considerados, a 

diferencia del masculino, donde el de secretario quedó sin representación. En ambos grupos, en todo caso, 

el abogado independiente concentró la mayor frecuencia. 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach N de elementos 

,773 28 
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Figura 1. Gráfico cruzado sexo y cargo. 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Este segundo gráfico cruza el tiempo de laborar (1 a 5 años, 6 a 10 años y 11 años en adelante) con el área 

geográfica (urbana y rural). En la zona urbana, el 45% se concentró en el grupo de 11 años en adelante, 

frente a un 23% en el de 1 a 5 años y un 19% en el de 6 a 10 años; en la zona rural, en cambio, esas 

proporciones fueron de apenas 7%, 4% y 2%, respectivamente. Así, tanto en el ámbito urbano como en el 

rural, el grupo de mayor antigüedad laboral fue el más numeroso, aunque con una diferencia notable de 

magnitud entre ambas áreas (45% frente a 7%). 

 
Figura 2. Gráfico cruzado tiempo laborando y ubicación geográfica. 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 
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Tabla 3. Correlación de configuración normativa del recurso de apelación y el acceso al recurso y la tutela 

judicial efectiva. 

Correlaciones 

 

Configuración 

Normativa 

Acceso y tutela 

Judicial 

Rho de Spearman Configuración Normativa Coeficiente de correlación 1,000 ,475** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 100 100 

Acceso y tutela Judicial Coeficiente de correlación ,475** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 100 100 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software de SPSS versión 27. 

La configuración normativa y el acceso al recurso y la tutela judicial efectiva presentaron una asociación 

positiva de magnitud moderada (ρ = .475, p < .001, N = 100). En la muestra analizada, puntuaciones más 

altas en un constructo tendieron a acompañarse de puntuaciones más altas en el otro. Este resultado 

expresa una asociación entre percepciones y no demuestra que la configuración normativa cause mayor 

acceso ni que reduzca barreras procesales. 

Tabla 4. Correlación entre los modelos de apelación y el derecho comparado y la eficiencia y deficiencias del 

sistema impugnatorio. 

Correlaciones 

 

Modelos y 

Derechos 

Comparado 

Eficiencia y 

Deficiencia 

Rho de Spearman Modelos y Derechos 

Comparado 

Coeficiente de correlación 1,000 ,608** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 100 100 

Eficiencia y Deficiencia Coeficiente de correlación ,608** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 100 100 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software de SPSS versión 27. 

Los modelos de apelación y el derecho comparado se asociaron con la eficiencia y las deficiencias del 

sistema impugnatorio (ρ = .608). Este hallazgo puede leerse junto con los trabajos de López Medina (2022) 

y Sospedra Navas (2023) sobre la función revisora y la coherencia en la aplicación normativa. No obstante, 

la investigación no comparó países ni midió tiempos, costos, productividad o calidad institucional; 

únicamente registró valoraciones de la muestra. 
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Tabla 5. Correlación entre la prueba y la motivación en segunda instancia y la oralidad, modernización y 

legalidad procesal. 

Correlaciones 

 

Prueba y 

Motivación 

Oralidad y 

Legalidad 

Rho de Spearman Prueba y Motivación Coeficiente de correlación 1,000 ,674** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 100 100 

Oralidad y Legalidad Coeficiente de correlación ,674** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 100 100 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software de SPSS versión 27. 

La prueba y la motivación en segunda instancia se asociaron con la oralidad y la legalidad procesal (ρ = 

.674). La literatura consultada reconoce la motivación como garantía frente a decisiones arbitrarias 

(Ramón Yanchatipan & Barrionuevo Núñez, 2023). En este estudio, sin embargo, no se evaluaron 

sentencias ni audiencias. El resultado no permite afirmar que la motivación sea causa de modernización 

judicial o de una mayor calidad de las resoluciones. 

Tabla 6. Correlación entre la eficiencia y deficiencias del sistema impugnatorio y la prueba y motivación. 

Correlaciones 

 

Eficiencia y 

Deficiencia 

Prueba y 

Motivación 

Rho de Spearman Eficiencia y Deficiencia Coeficiente de correlación 1,000 ,580** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 100 100 

Prueba y Motivación Coeficiente de correlación ,580** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 100 100 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software de SPSS versión 27. 

La eficiencia y las deficiencias del sistema impugnatorio se asociaron positivamente con la prueba y la 

motivación en segunda instancia (ρ = .580, p < .001, N = 100). La relación fue moderada. El resultado se 

limita a las percepciones recogidas mediante el cuestionario y no comprueba la corrección efectiva de 

arbitrariedades, la calidad de las sentencias ni el desempeño institucional. 

DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

En cuanto a la normativa sobre el recurso de apelación y el acceso a ese recurso, así como la tutela judicial 

efectiva, mostraron una relación moderada y positiva. Esto quiere decir que los participantes tuvieron 
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tendencia a obtener puntajes más altos en ambos aspectos. García de la Torre & Ramos Romeu (2023), 

ubican los recursos dentro de la protección jurisdiccional, lo que ayuda a entender los resultados 

obtenidos. No obstante, como no se analizaron casos específicos ni se midieron obstáculos concretos para 

acceder al recurso, la relación se basa solo en las opiniones de los profesionales encuestados. 

Los modelos de apelación y el derecho comparado mostraron una relación positiva y moderada con la 

eficiencia y las deficiencias del sistema impugnatorio. Esto indica que los participantes conectan la forma 

en que está organizada la apelación con su juicio sobre cómo funciona el sistema en la práctica. Los 

planteamientos de López Medina (2022) y Sospedra Navas (2023) ayudan a entender este resultado dentro 

del debate sobre la función revisora y la coherencia normativa. Sin embargo, el estudio no incluyó 

indicadores institucionales como costos, duración, productividad o calidad del servicio judicial. 

La prueba y la motivación en segunda instancia mostraron una relación moderada y positiva con la 

oralidad, la modernización y la legalidad procesal. Esta fue la mayor asociación encontrada entre las 

variables estudiadas. Ramón Yanchatipan y Barrionuevo Núñez (2023) ven la motivación como una 

protección contra decisiones arbitrarias, lo que ayuda a entender la relación hallada. Pero como no se 

revisaron sentencias ni audiencias, el resultado no permite juzgar la verdadera calidad de la motivación ni 

de las resoluciones judiciales. 

La eficiencia y las fallas del sistema de apelaciones se relacionaron de manera positiva y moderada con la 

prueba y la motivación en segunda instancia. Aguirrezabal Grünstein (2022) estudió las dificultades de 

prueba en la segunda instancia, lo que ayuda a entender la relación encontrada. Sin embargo, el estudio 

recogió solo las opiniones de los profesionales y no revisó expedientes, tiempos de proceso ni decisiones 

judiciales, por lo que no se puede comprobar si las arbitrariedades son realmente correctas. 

CONCLUSIONES 

Se concluye que la configuración normativa del recurso de apelación se relacionó de forma positiva y 

moderada con el acceso al recurso y la tutela judicial efectiva. En la muestra estudiada, una valoración 

más favorable de la configuración normativa se acompañó de una mejor percepción del acceso y la tutela 

judicial; sin embargo, esta asociación no demuestra que la regulación elimine por sí sola las barreras para 

recurrir. 

Los modelos de apelación y el derecho comparado se relacionaron de forma positiva y moderada con la 

eficiencia y las deficiencias del sistema impugnatorio. Este resultado muestra la percepción de los 
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participantes sobre cómo está organizado el sistema de apelación y cómo funciona en la práctica. Sin 

embargo, no mide directamente aspectos como costos, tiempos, productividad o calidad institucional. 

La prueba y la motivación en segunda instancia se relacionaron positiva y moderadamente con la oralidad, 

la modernización y la legalidad procesal. La prueba y la motivación en segunda instancia fue la correlación 

de mayor magnitud encontrada en el estudio, pero la prueba y la motivación en segunda instancia no 

permiten concluir que la motivación produzca por sí sola una mejora en las audiencias o en la calidad de 

las resoluciones judiciales. 

La eficiencia y las deficiencias del sistema impugnatorio están relacionadas de forma positiva y moderada 

con la prueba y la motivación en segunda instancia. La asociación muestra la relación entre las 

percepciones de la eficiencia y las deficiencias del sistema impugnatorio, pero el diseño del estudio no 

permite comprobar cambios reales en la motivación judicial ni la corrección de arbitrariedades. 

TRABAJO A FUTURO 

Un estudio posterior podría revisar expedientes de procesos ejecutivos para examinar el control de 

legalidad de los títulos antes de dictarse sentencia; esa evidencia permitiría describir cómo actúa el juez y 

si su revisión respeta las cargas que corresponden a las partes. 

Se propone, además, estudiar la valoración probatoria en procesos penales relacionados con violencia 

psicológica; se trata de una línea distinta de la presente investigación, motivada por el interés de los autores 

en la motivación judicial y la seguridad jurídica. 

Una tercera línea correspondería a las barreras de la acción de protección en relaciones laborales públicas, 

donde el estudio futuro tendría que identificar tales limitaciones, con qué frecuencia se presentan y qué 

razones suelen invocarse para justificarlas. 

DECLARACIÓN DE APROBACIÓN ÉTICA 

El estudio fue revisado por el Comité de Ética Jurídica de la Universidad Tecnológica de Honduras antes 

de iniciar la recolección de los datos. De acuerdo con el procedimiento institucional aplicado, esta revisión 

no genera un número de acta ni un código individual para cada investigación. Antes de responder el 

cuestionario, los participantes recibieron información verbal sobre el propósito del estudio, el carácter 

voluntario de su participación y el tratamiento confidencial de los datos. El consentimiento se obtuvo 

verbalmente antes de aplicar el instrumento.  
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Resumen-- El siguiente articulo científico tuvo como objetivo analizar el impacto de la aplicación del 

principio de oportunidad en el sistema de justicia penal hondureño. Se empleó un enfoque cuantitativo, 

para el procesamiento estadístico, así mismo se empleó un alcance descriptivo y el correlacional, con el 

objeto de destacar las características más relevantes del fenómeno de investigación, por otra parte, se 

generó una indagación bajo un diseño no experimental, transversal, dado que no hubo manipulación en 

las variables. La investigación evidenció que existe una correlación positiva media entre las variables 

principio de oportunidad y el tratamiento efectivo de los delitos de acción privada, con un Rho de 

Spearman de ,516**, existiendo también una relación significativa entre la política criminal del Estado y 

el uso del desistimiento como herramienta de simplificación procesal. En conclusión, se determinó que 

el principio de oportunidad es el eje fundamental de la justicia penal en Honduras, el cual evita que existan 

congestionamiento en el sistema procesal penal, aunado a los principios de celeridad y economía procesal. 

Palabras clave-- Administración de justicia1, desistimiento, derechos de la víctima, extinción de la acción 

penal, política criminal. 

 

 

Abstract-- This scientific article aimed to analyze the impact of applying the principle of prosecutorial 

discretion principio de oportunidad within the Honduran criminal justice system. A quantitative approach 

was used for statistical processing, alongside descriptive and correlational scopes designed to highlight 

the most relevant characteristics of the phenomenon under study; furthermore, the research employed a 

non-experimental, cross-sectional design, as there was no manipulation of variables. The study revealed 

a moderate positive correlation between the principle of prosecutorial discretion and the effective handling 

of private-action offenses with a Spearman’s Rho of 0.516** as well as a significant relationship between 

State criminal policy and the use of case withdrawal desistimiento as a tool for procedural simplification. 

In conclusion, the principle of prosecutorial discretion was determined to be a cornerstone of criminal 

justice in Honduras, serving in conjunction with the principles of celerity and procedural economy to 

prevent congestion within the criminal procedural system. 

 
1 El término “administración de justicia” corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 



Revista NEYART 
ISSN: 2992 - 7161 

 

  

  

Edición 4 | Vol. 4 – Núm. 5 | julio – diciembre 2026 |                    Página 53 Artículo de Investigación Original 

 

 

Keywords-- Administration of justice2, criminal policy, termination of criminal proceedings, victims’ 

rights, withdrawal of prosecution.  

 

INTRODUCCIÓN 

En Honduras, el principio de oportunidad se aplica mediante la figura del criterio de oportunidad, cuya 

utilización está sujeta al cumplimiento de los requisitos establecidos en la legislación procesal penal. La 

normativa también determina los efectos derivados del incumplimiento de los acuerdos alcanzados. Su 

incorporación al proceso penal constituye una manifestación de la política criminal del Estado, al permitir 

que el Ministerio Público se abstenga de iniciar la persecución penal o desista de la ya iniciada en los 

casos autorizados por la ley (Miranda, 2025). 

El principio de oportunidad se aplica en Honduras por medio de la figura del criterio de oportunidad, está 

regulada por requisitos que deben concurrir para su aplicación, además de las implicancias del 

incumplimiento del acuerdo que se desprende de este criterio cuáles son sus efectos todo ello es regulado 

en la norma procesal penal de Honduras. La incorporación del principio de oportunidad en el proceso 

penal, es una característica innovadora en la aplicación de la política criminal, y puede definirse como una 

facultad que le permite a la fiscalía general de la Nación suspender, interrumpir o reanudar la persecución 

penal (Moreno, 2024). 

La evolución del principio de oportunidad ha estado marcada por debates doctrinales y jurídicos 

relacionados con las reformas dirigidas a mejorar la eficacia del sistema penal, sin desatender las garantías 

y los derechos fundamentales. Su incorporación al proceso penal responde a factores dogmáticos, 

procesales, constitucionales, político-criminales, orgánicos y económicos, influenciados por las corrientes 

minimalistas y expansionistas del derecho penal (Hernández, 2023). En este contexto, las restricciones 

doctrinales y legislativas impuestas tradicionalmente a este principio han disminuido, favoreciendo su 

incorporación en las legislaciones procesales penales (Rodríguez Arias, 2020). 

En Honduras, el principio de oportunidad se encuentra regulado en el Código Procesal Penal. Sin embargo, 

continúan las interrogantes sobre sus límites y alcances, específicamente en los delitos de acción pública 

dependientes de instancia particular previstos en el artículo 26 del Código, en los cuales la víctima puede 

 
2 The term “administration of justice” is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
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instar al Ministerio Público para que ejerza la persecución penal. En el ámbito latinoamericano también 

se reconoce la importancia de este principio, aunque su aplicación continúa generando debates teóricos y 

doctrinales debido a su posible contraposición con otros principios del proceso penal (López Torres, 

2024). 

El principio de oportunidad busca agilizar los procesos y descongestionar el sistema penal. No obstante, 

si se aplica excesiva o inadecuada puede comprometer la protección de los derechos fundamentales. Por 

lo tanto, es necesario establecer con claridad sus límites y alcances, procurando un equilibrio entre la 

eficiencia procesal, los derechos del imputado y los derechos de la víctima. Aunque corresponde al 

Ministerio Público ejercer la persecución penal, la legislación le permite abstenerse de iniciarla o desistir 

de la ya iniciada únicamente en los casos legalmente establecidos (Uribe, 2023). 

En el derecho procesal penal existen mecanismos alternativos que pueden contribuir a reducir la 

congestión judicial. Entre ellos se encuentra el criterio de oportunidad, reconocido en la legislación 

hondureña como una medida desjudicializadora. La derivación de delitos a los centros especializados de 

mediación penal sigue siendo mínima por parte de jueces y fiscales los cuales podrían resolverse mediante 

salidas alternas al juicio oral. En determinados escenarios, estas dinámicas son valorados únicamente 

como medios de descongestión aplicables a delitos de menor gravedad o a procesos que no reúnen 

suficientes elementos para obtener una condena (González, 2022). 

Las brechas detectadas en el derecho procesal penal radican en conciliar la eficacia punitiva con el estricto 

respeto a los derechos fundamentales. Este balance es clave para que el castigo del Estado no afecte los 

derechos humanos, por consiguiente, el sistema debe proteger los derechos de la víctima y del imputado 

por igual. En este mismo sentido, se requiere aplicar correctamente la Constitución y los tratados 

internacionales, procurando una intervención penal excepcional y mínima (Domínguez Gallego et. al, 

2022). 

Por consiguiente, es indispensable compatibilizar el funcionamiento punitivo con el respeto a la 

Constitución. Dentro de estas alternativas, el principio de oportunidad puede facilitar la solución del 

conflicto penal mediante un acuerdo entre el imputado y la víctima, con la participación del Ministerio 

Público. Su aplicación responde al principio de consenso y permite, en los casos autorizados por la ley, 

finalizar anticipadamente el proceso penal (Amésquita, 2023). 



Revista NEYART 
ISSN: 2992 - 7161 

 

  

  

Edición 4 | Vol. 4 – Núm. 5 | julio – diciembre 2026 |                    Página 55 Artículo de Investigación Original 

 

 

El principio de oportunidad permite centrarse en los delitos graves y no perder tiempo en los menores. Su 

aplicación responde a la imposibilidad material de perseguir con la misma intensidad todos los hechos 

presuntamente delictivos. De este modo, ayuda a ponderar la mínima trascendencia social del acto y el 

grado de lesión al bien protegido (Murcia, 2025). 

El presente estudio se justifica ya que no existen estudios en Honduras que analicen la relación entre el 

principio de oportunidad y el tratamiento efectivo de los delitos de acción privada en Siguatepeque, 

Honduras. En el aspecto jurídico y social, la aplicación de este principio exige conciliar la simplificación 

procesal y la descongestión del sistema penal con la protección de los derechos de la víctima y las garantías 

del imputado. En estudio permitirá profundizar las teorías sobre las perspectivas normativas y doctrinales, 

lo que permite ampliar su comprensión dentro del contexto penal estudiado. En ese mismo sentido, los 

resultados posibilitaran conocer la percepción de los operadores de justicia y abogados privados 

participantes respecto de la aplicación de estas figuras procesales. Los datos recolectados permitirán 

identificar oportunidades de mejora en su utilización, sin desconocer los límites establecidos por la 

legislación. El diseño metodológico de este estudio proporciona un antecedente para futuras 

investigaciones que analicen el principio de oportunidad y los delitos de acción privada en otros contextos 

del sistema de justicia penal hondureño. 

El estudio adoptó un enfoque cuantitativo, sustentado en el procesamiento estadístico de los datos 

recolectados. De igual manera, un alcances descriptivo y correlacional, ya que el alcance descriptivo 

permitió caracterizar las variables investigadas, mientras que el correlacional posibilitó determinar la 

relación existente entre ellas en términos estadísticos. Se utilizo un diseño no experimental de corte 

transversal, debido a que las variables fueron observadas sin manipulación y la información se recolectó 

en un único momento (Hernández Sampieri & Mendoza Torres, 2023). 

El estudio tuvo como objetivo general analizar la relación entre el principio de oportunidad y el 

tratamiento efectivo de los delitos de acción privada en Siguatepeque, Honduras. Con la finalidad de 

alcanzar este propósito, se buscó determinar la relación entre la política criminal del estado y el 

desistimiento, así como establecer la relación entre la extinción de la acción penal y los derechos de la 

víctima. En correspondencia con los objetivos planteados, surge la necesidad de dar respuesta a la 

siguiente interrogante: ¿qué relación existe entre el principio de oportunidad y el tratamiento efectivo de 

los delitos de acción privada en Siguatepeque, Honduras? 
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El principio de oportunidad es un esfuerzo legislativo que permite dotar de mayor eficiencia al sistema 

penal, salvaguardando simultáneamente las garantías fundamentales. Al habilitar la discrecionalidad 

reglada para suspender o renunciar a la persecución de determinados delitos, su viabilidad jurídica queda 

supeditada al cumplimiento riguroso de las condiciones materiales, formales y cronológicas vigentes 

(Villalva Espinosa & Medina Medina, 2024). 

El principio de oportunidad surgió ante la necesidad del Estado de flexibilizar la persecución penal y 

reducir la congestión del sistema de justicia. Su aplicación permite considerar la naturaleza y relevancia 

del hecho antes de decidir si resulta pertinente continuar con la acción penal. De esta manera, la legislación 

concede al Ministerio Público la facultad de abstenerse de iniciar la persecución o desistir de la ya iniciada 

en los supuestos autorizados. Esta decisión debe someterse al correspondiente control de legalidad 

(Castro, 2013). 

Algunas investigaciones sugieren que en el continente europeo el principio de oportunidad presenta 

diversas discrepancias en cuanto a una definición clara. Puesto que, el principio de oportunidad, a pesar 

de que ha sido implementado en sistemas de origen europeo continental durante más de tres décadas, 

todavía carece de un concepto claro y sigue dependiendo de su relación con el principio de legalidad. 

Tampoco existe una claridad sobre la posición que adopta el principio de oportunidad en relación con el 

principio de legalidad, es decir, si se opone o complementa a este último. (Teixeira, 2023) 

El principio de oportunidad fue establecido en la Ley Emminger de 1924 en Alemania como una respuesta 

al aumento de delitos menores en la sociedad de la época. Esta ley se encuentra en el artículo 153 y fue 

ampliamente discutida en la comunidad científica. La Ley Emminger otorgó al Ministerio Público de 

Alemania la capacidad de no ejercer acciones penales en contra de un procesado bajo ciertas condiciones. 

Estas incluyen reparar el daño causado, realizar prestaciones de utilidad pública y cumplir con 

obligaciones específicas. Sin embargo, durante la Segunda Guerra Mundial, varios países europeos 

experimentaron un aumento en la frecuencia de delitos leves debido al conflicto social que se presentaba 

en ese momento. Debido a esto, en países como Alemania, Portugal e Italia se hizo necesario reformar el 

sistema procesal relacionado con el principio de oportunidad. A mediados del siglo XX, América Latina 

adoptó sistemas de justicia alternativa inspirados en las reformas procesales realizadas en Europa. 

(Cacuango, 2023) 
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El principio de oportunidad constituye una respuesta a las tensiones existentes entre la eficiencia procesal 

y la justicia restaurativa, pues permite flexibilizar la persecución penal en determinados casos. Su 

fundamento se relaciona con corrientes filosóficas y jurídicas como el utilitarismo, la ética de la 

responsabilidad, el contrato social y la teoría del derecho penal. Desde la perspectiva utilitarista, se 

justifica por la posibilidad de optimizar los recursos estatales, evitar procedimientos innecesarios y 

concentrar la persecución penal en los casos de mayor relevancia social. (Oliveros, 2025) 

La aplicación de este principio se encuentra sustentada a nivel constitucional y doctrinal, en Honduras se 

le aborda a través de los principios constitucionales de defensa, debido proceso, y demás garantías 

constitucionales que tienen que ver con derechos fundamentales, y que debe observar también la igualdad 

entre las partes procesales, donde también se puede evocar el principio de igualdad de armas. 

Así, existe un deber en cabeza del ente acusador de corroborar, en la medida de lo posible, la veracidad 

de las circunstancias narradas por el aspirante a un principio de oportunidad, siempre y cuando estas 

guarden relevancia a la luz de los hechos investigados. (Pardo Monsalve, 2023) 

El principio de oportunidad, es una herramienta estratégica, en la búsqueda de la armonía del sistema 

penal, lo cual puede en algún punto resultar contradictorio y generar tensiones, sin embargo, en la 

búsqueda de la armonía se pretende que el sistema evite el desborde en razón de casos de poca relevancia 

social. De igual manera la aplicabilidad del principio de oportunidad, mismo que está inmerso y regulado 

como política criminal del Estado, supeditado al control de legalidad ejercido por el juez de control de 

garantías. (Ocampo, 2024) 

La persecución penal no puede ejercerse de manera absoluta, sino dentro de los límites establecidos por 

el ordenamiento jurídico. En este contexto, el principio de oportunidad constituye una facultad 

excepcional del Ministerio Público, conforme con lo dispuesto en el artículo 28 del Código Procesal Penal 

de Honduras. Por consiguiente, el órgano acusador solamente puede abstenerse de iniciar la investigación 

o desistir de la ya iniciada en los casos autorizados por la ley. Su aplicación también debe someterse al 

correspondiente control de legalidad judicial. (Ahumada, 2025) 

La relevancia de la discusión, pasa por determinar si podemos reemplazar o no el modelo clásico de 

enjuiciamiento de la persona jurídica por un modelo de resolución transaccional más conveniente para la 

sociedad. Lo anterior significa abrir la posibilidad de aplicar criterios de oportunidad en el proceso penal, 

que permitan solucionar legítimamente el conflicto jurídico-penal empresarial a través de un equivalente 
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funcional de la pena. (Portales González, 2025) Esto se refuerza al comprender que la acción de naturaleza 

penal, es una potestad que tienen las personas en el orden jurídico para acudir ante el juez con la finalidad 

de que se les responda acerca de determinada pretensión. (León Padrón et al., 2022)  

Una vez planteada la acción penal, se entenderá que se puede desistir de esta o se puede aplicar el principio 

de oportunidad en cuanto a la pertinencia de continuar con la persecución penal, y aunque ambos son 

mecanismos utilizados en diferentes contextos, del principio de oportunidad puede decirse que abarca el 

desistimiento, por tanto, la aplicación de este principio se refiere a la iniciación o al desistimiento de la 

investigación penal. (Corte Nacional de Justicia del Ecuador, 2018) 

La relación entre el principio de oportunidad y los delitos de acción privada plantea diferencias respecto 

de su aplicación en los delitos de acción pública. En estos últimos, la persecución corresponde 

principalmente al Ministerio Público; en cambio, en los delitos de acción privada, el inicio y la continuidad 

del proceso dependen de la actuación de la persona agraviada. La legislación penal incluye dentro de esta 

categoría determinados delitos contra el honor, la revelación de secretos, el chantaje y algunos supuestos 

de estafa mediante cheque. En este contexto, resulta necesario examinar la compatibilidad entre el criterio 

de oportunidad, la voluntad de la víctima y los límites de la persecución penal (Molina, 2023). 

El principio de oportunidad tiene relación con los delitos de acción privada, pues ambos buscan equilibrar 

el ejercicio de la acción penal. Los antecedentes de la acción penal por particular se remontan al derecho 

romano, donde la víctima tenía la facultad de iniciar un proceso penal contra el presunto responsable de 

un delito. (Martínez, 2024) si bien es cierto la justicia penal cuenta con el objeto de aplicar una efectiva y 

pronta justicia penal, tal como reza la norma, también es cierto que esa acción debe tener un límite y 

observar un equilibrio. Así algunos estudios sugieren que los delitos, pueden ser de tres tipos: públicos, 

semipúblicos y delitos privados, y todos ellos están regidos por alguna manifestación del principio de 

oportunidad. (San Cristóbal, 2022) 

a extinción de la acción penal constituye otro elemento relevante para comprender el principio de 

oportunidad, pues permite finalizar la persecución cuando concurren las condiciones previstas en la 

legislación. Este principio puede aplicarse a hechos de menor relevancia penal con el propósito de 

racionalizar la intervención estatal y contribuir a la celeridad y economía procesal (Moya, 2022). No 

obstante, la extinción de la acción penal debe aplicarse con criterios objetivos y con respeto de los 
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derechos de la víctima. En este ámbito, la jurisprudencia puede actuar como un mecanismo corrector 

frente a posibles interpretaciones que afecten su protección jurídica (Castro Menacho et al., 2025). 

El principio de oportunidad es una excepción, a la acción penal que es obligatoria, en tanto que con este 

se puede prescindir de continuar con la misma, y dar un tratamiento diferente que contiene según la 

normativa hondureña un acuerdo, que habla del incumplimiento del acuerdo de reparación. ASÍ, El fiscal 

podrá abstenerse de iniciar la investigación penal o desistir de la ya iniciada. Se entrega entonces la 

facultad al ministerio fiscal de poder extinguir el ejercicio de la acción penal a través de dos presupuestos: 

abstenerse de la investigación penal; y desistir de la ya iniciada. (Hoyos Zavala & Alfonso Caveda, 2023) 

Un aspecto central en la aplicación del principio de oportunidad es la protección de los derechos y 

garantías de la víctima. La persona agraviada no solo ha sufrido las consecuencias del delito, sino que 

también puede verse afectada por una decisión que finalice anticipadamente la persecución penal. Por 

ello, debe ser informada y escuchada durante la celebración de los acuerdos, aunque la legislación no 

necesariamente le reconozca la facultad de vetarlos (Fuentes Tenorio & Banguera Díaz, 2025). Al respecto 

de ello, algunas investigaciones sugieren que todo parte del acuerdo de reparación, señalando que, con 

relación a poder realizar preacuerdos, la victima tiene derecho a ser oída e informada de los acuerdos 

celebrados, así no cuente con un poder de veto sobre los mismos. (Zúñiga Martínez, 2023)  

El derecho de la víctima contra el del imputado en los procesos penales genera debates en un sentido 

jurídico y doctrinal, ofreciendo posturas diferenciadas en cuanto a cómo se deben aplicar estos, y la 

percepción acerca de qué derechos prevalecen más. Podría pensarse que al momento de delinquir el 

imputado pierde muchos de sus derechos al violentar los de otra persona, sin embargo, la norma es clara 

en cuanto a que estos conservan sus derechos, y la ley procesal penal ofrece además de medidas 

desjudicializadoras, también beneficios que derivan en la reducción de las penas. Sin embargo, en el caso 

de la aplicación del principio de oportunidad, en la medida que se persigue no solo el involucramiento 

directo de víctima y victimario en el conflicto que los aqueja, sino la reparación integral, lográndose 

igualmente una justicia pronta y oportuna, sin mayores dilaciones que afecten los derechos de las víctimas 

y las garantías del procesado (Ortega, 2023). 

DESARROLLO 

La presente investigación se abordó bajo un enfoque cuantitativo, dado que este resultó idóneo para medir 

y analizar objetivamente las percepciones de los operadores jurídicos y abogados privados considerados 
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como muestra en el estudio sobre el principio de oportunidad en los delitos de acción privada dentro del 

área penal. Esta vía metodológica permitió cuantificar el fenómeno, vincular las categorías de análisis 

entre sí y asegurar que los resultados pudieran replicarse (Hernández Sampieri & Mendoza Torres, 2023) 

El nivel adoptado fue descriptivo-correlacional, orientado a caracterizar los conocimientos y prácticas de 

los participantes y, a partir de ello, establecer la relación entre el principio de oportunidad y los delitos de 

acción privada. Respecto al diseño, se optó por uno no experimental de corte transeccional, ya que la 

información se recolectó en un solo momento, sin intervenir ni manipular las variables, limitándose a 

describir el fenómeno tal como se presenta en su entorno. (Kerlinger & Lee, 2020) 

La población quedó integrada por operadores de justicia del sistema penal hondureño, incluyendo también 

a los abogados privados que ejercen funciones de defensa dentro de ese mismo sistema. De este universo 

se tomó una muestra de 89 profesionales del derecho, elegidos mediante un muestreo no probabilístico 

intencional en función de su vínculo directo con procesos donde se ha aplicado el principio de oportunidad 

en delitos de acción privada. Como criterios de inclusión se consideraron: (a) el ejercicio activo dentro 

del ámbito jurídico-penal, (b) contar con experiencia previa en procesos judiciales vinculados al tema, y 

(c) haber participado directamente en casos donde se aplicó el principio de oportunidad en delitos de 

acción privada. Quedaron fuera del estudio aquellos profesionales que no contaban con experiencia 

específica en la materia. La Tabla 1 muestra cómo se distribuyó la muestra. 

Tabla 1. Perfil de la unidad de análisis según cargo. 

Unidad de análisis 

Profesionales del derecho No 

Fiscal 3 

Juez 3 

Abogado privado 68 

Defensor público 15 

Total 89 

 

Fuente. Elaboración propia. 

Para la recolección de la información se elaboró un cuestionario estructurado con ítems tipo Likert de tres 

opciones de respuesta (de acuerdo, ni de acuerdo ni en desacuerdo, en desacuerdo), organizado en torno 

a seis dimensiones: principio de oportunidad, política criminal, desistimiento, delito de acción privada, 

extinción de la acción penal y derechos de la víctima. La validez de contenido se verificó mediante juicio 
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de especialistas en derecho penal y procesal, quienes valoraron la pertinencia y claridad de cada ítem. 

Adicionalmente se aplicó una prueba piloto a diez profesionales con un perfil similar al de la muestra 

definitiva, a partir de la cual se estimó la confiabilidad del instrumento mediante el coeficiente Alfa de 

Cronbach, indicador que permite valorar la consistencia interna entre los reactivos a partir de la frecuencia 

de respuesta observada; en este caso se obtuvo un valor de .916. (George & Mallery, 2023)  

Tabla 1. Estadística de Fiabilidad. 

Resumen de procesamiento de casos 

 N % 

Casos 

Válido 10 100,0 

Excluidoa 0 ,0 

Total 10 100,0 

a. La eliminación por lista se basa en todas las 

variables del procedimiento. 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

El levantamiento de la información tuvo lugar entre marzo y abril de 2026, a través de un cuestionario 

diseñado en Google Forms y compartido digitalmente por correo electrónico y WhatsApp, garantizando 

en todo momento el anonimato y la confidencialidad de quienes participaron. Los datos recabados se 

exportaron primero a una hoja de Microsoft Excel para su depuración y, posteriormente, se procesaron en 

el software SPSS versión 27, donde se codificaron las variables, se generaron estadísticas descriptivas 

(frecuencias y porcentajes) y se calcularon correlaciones de Spearman para establecer la relación entre las 

variables de estudio (Field, 2013). 

Al tratarse de un diseño transversal, toda la información se recabó en un único momento. Para facilitar la 

lectura de los hallazgos en función de los objetivos planteados, los resultados se presentaron organizados 

en tablas y gráficos (Hernández-Sampieri & Mendoza Torres, 2023). 

ANÁLISIS DE RESULTADOS  

Los resultados observan que en cuanto al cargo en el cual la muestra se desempeña y el sexo de la misma, 

destacan en el sexo masculino, los abogados privados con un 47.19%, en el sexo femenino también 

destacan con un 29.21%, seguido en ambos sexos por los defensores públicos que en el sexo femenino 

destacan con un 11.24% y en el masculino con un 5.62%, con menor participación se encuentran cargos 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach N de elementos 

,916 28 
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como fiscal con un 2.25% en el sexo masculino y un 1.12% en el sexo femenino, finalmente los jueces 

con una participación de 1.12% en el sexo masculino, y de 2.25% en el sexo femenino. 

Se observa a partir de los resultados que en el ámbito privado los profesionales del derecho encuentran 

mayor oportunidad que en el desarrollo de la carrera judicial, sin embargo, se observa como esta última 

resulta inclusiva en cuanto a brindar mayor participación a la mujer hoy en día, lo que se alinea con 

principios como el de la igualdad de oportunidades para la mujer. En este sentido, se observa que la carrera 

judicial ofrece mayores espacios de desarrollo para la mujer en cuanto a los resultados ofrecidos en cargos 

como el de jueces, así mismo el desarrollo como abogadas privadas ofrece suma oportunidad a las mujeres. 

 
Figura 1. Gráfico cruzado sexo y cargo que desempeña. 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

En cuanto al área geográfica de donde proviene la muestra y el tiempo de laborar se observa que destaca 

el área urbana con un 43.82% con un tiempo de laborar de 1 a 5 años, y el área rural con un 7.87%, en 

aquellos que llevan laborando un periodo de 6 a 10 años destacan los del área urbana con un 17.98% y el 

área rural con un 2.25%, finalmente aquellos que llevan de 11 años en adelante destaca el área urbana con 

un 23.60% y el área rural 4.48%, observando como destaca el área urbana y aquellos que llevan un periodo 

de tiempo de laborar de 1 a 5 años. 
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Estos hallazgos dejan ver cómo se concentra el desarrollo profesional en las zonas urbanas, lo que tiene 

mucho sentido ya que en las zonas urbanas se concentra la mayoría de población, así mismo se deja ver 

que son profesionales jóvenes en vista de que la mayoría tienen un tiempo de laborar de 1 a 5 años, su 

experiencia laboral es reciente en el desarrollo de la carrera como abogados sobre todo y algunos en la 

carrera judicial que desarrollan. 

 
Figura 2. Gráfico cruzado tiempo laborando y área geográfica. 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Los resultados indican que entre la variable principio de oportunidad y delito privado existe un nivel de 

correlación Rho de Spearman de .516**, lo cual representa una correlación positiva media, este hallazgo 

sugiere que la aplicación del principio de oportunidad se encuentra relacionada al tratamiento de los 

delitos de acción privada, es decir, que a medida que se gestionan adecuadamente estos principios, se 

facilita la resolución y el manejo procesal de las conductas tipificadas como delitos privados, permitiendo 

que la autonomía de la voluntad y la simplificación procesal resulten progresivos para el manejo del 

desarrollo procesal y el descongestionamiento del sistema proponiendo opciones que no resultan onerosas 

y antes bien son oportunas. 

El coeficiente de correlación Rho= 0.516**, así como el nivel de significancia estadística de p < .001, 

confirman que existe evidencia significativa para aseverar que ambas variables están relacionadas, lo que 

refuerza que el principio de oportunidad no es un elemento pensado como una herramienta aislada en el 
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proceso penal, sino un elemento central en cuanto al tratamiento efectivo de los delitos privados, lo 

anterior evidencia que la eficacia en la aplicación del criterio de oportunidad actúa como un mecanismo 

que condiciona el éxito de la acción privada en algunos casos en los cuales es aplicable tal principio y 

concurren sus presupuestos, vinculando la operatividad del sistema de justicia penal con la capacidad de 

ofrecer salidas alternas que descongestionen el mismo. 

La correlación expuesta sugiere que, en la medida en que se aplica de manera certera el uso del principio 

de oportunidad en los delitos privados, se fortalece la capacidad de respuesta del sistema ante conflictos 

que no necesariamente requieren de una sentencia operada de la forma común o usual en los delitos de 

acción privada, para alcanzar con ello la paz entre las partes que puede decirse es uno de los objetivos del 

criterio de oportunidad, esto indica que el respeto a las formas y condiciones de aplicación de este 

principio es fundamental, pues su correcta implementación evita la decadencia procesal innecesaria y 

garantiza que la gestión de los delitos privados se organice en torno a una visión moderna de la justicia 

penal, donde la reparación del daño y la economía procesal son fundamentales para el desarrollo del 

proceso.  

Tabla 3. Relación entre el principio de oportunidad y Delito privado. 

Correlaciones 

 
Principio de 

Oportunidad 

Delito 

Privado 

Rho de 

Spearman 

Principio de 

Oportunidad 

Coeficiente de 

correlación 
1,000 ,516** 

Sig. (bilateral) . <. 001 

N 89 89 

Delito 

Privado 

Coeficiente de 

correlación 
,516** 1,000 

Sig. (bilateral) <. 001 . 

N 89 89 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Los resultados indican que entre la variable política criminal y desistimiento existe un nivel de correlación 

Rho de Spearman de .548**, lo cual representa una correlación positiva media, este hallazgo sugiere que 

la disposición de la política criminal del Estado se encuentra directamente relacionada con la viabilidad y 

aplicación del desistimiento como figura procesal, es decir, que a medida que se fortalece la política 

criminal nacional orientada a la eficiencia, se facilita el uso del desistimiento como una herramienta para 
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finalizar el conflicto, permitiendo que la voluntad de las partes y la economía procesal actúen en conjunto 

en la gestión de las causas penales. 

La correlación observada de Rho = 0.548**, junto con un nivel de significancia estadística de p < .001, 

confirman la existencia de prueba significativa para demostrar que ambas variables se relacionan entre sí, 

reforzando con ello la idea de que el desistimiento no debe ser comprendido, como una simple renuncia 

abandonada al arbitrio del particular, sino como un elemento por medio del cual se expresa la voluntad de 

las partes, esto señala que la eficacia en la regulación del desistimiento actúa; como un indicador de éxito 

de la política estatal que busca reducir la carga del sistema judicial, relacionando la operatividad del 

sistema de justicia penal con la capacidad de otorgar soluciones que priorizan la paz social sobre la 

persecución penal cuando resulta innecesaria. 

En consecuencia la correlación expuesta sugiere que, en la medida en que la política criminal acepta 

enfoques menos restrictivos y más restaurativos, se fortalece el uso certero del desistimiento, permitiendo 

que el sistema responda con mayor agilidad ante conflictos donde la intervención pública deja de ser 

prioritaria frente al acuerdo o la voluntad de que ha sido agraviado, esto indica que el diseño de una 

política criminal racional es fundamental, pues su correcta configuración con figuras procesales de 

simplificación garantiza que la administración de justicia se organice bajo una visión moderna, donde el 

respeto a la autonomía de la voluntad y la gestión de los recursos estatales son pilares esenciales para el 

desarrollo del proceso penal. 

Tabla 4. Relación entre la política criminal y desistimiento. 

Correlaciones 

 
Política 

Criminal 
Desistimiento 

Rho de 

Spearman 

Política 

Criminal 

Coeficiente de 

correlación 
1,000 ,548** 

Sig. (bilateral) . <. 001 

N 89 89 

Desistimiento 

Coeficiente de 

correlación 
,548** 1,000 

Sig. (bilateral) <. 001 . 

N 89 89 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 
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Los resultados indican que entre la variable extinción de la acción penal y derechos de la víctima existe 

un nivel de correlación Rho de Spearman de .509**, lo cual representa una correlación positiva media, 

esto sugiere que la aplicación de las causales de extinción de la acción se encuentra directamente 

relacionada con la tutela y respeto a los derechos de la víctima, es decir, que a medida que el sistema 

procesal penal permite la finalización prematura de la acción bajo los presupuestos legales, se logra una 

gestión que considera la voluntad del agraviado, permitiendo que la satisfacción de sus derechos y la 

solución del conflicto operen de manera conjunta en la terminación del proceso. 

Ahora bien el coeficiente de correlación observado de Rho = 0.509**, junto con un nivel de significancia 

estadística de p < .001, reafirmación de la existencia de prueba significativa para demostrar que ambas 

variables se relacionan entre sí, esto refuerza la tesis de que la extinción de la acción penal no debe 

interpretarse como pérdida de la facultad penal del Estado, sino como un componente que, en muchos 

casos, garantiza los derechos de la víctima al ofrecer soluciones que atienden su demanda reparatoria o su 

deseo de no continuar con el litigio, así se evidencia que la eficacia en el uso de las causales de extinción 

actúa como un indicador de un sistema garantista que busca equilibrar la justicia expedita con el respeto 

a la dignidad y autonomía de quien ha sufrido el delito. 

Tabla 5. Relación entre la extinción de la acción penal y derechos de la víctima. 

Correlaciones 

 
Extinción de la 

Acción Penal 

Derechos de la 

Víctima 

Rho de 

Spearman 

Extinción de la Acción 

Penal 

Coeficiente de 

correlación 
1,000 ,509** 

Sig. (bilateral) . <. 001 

N 89 89 

Derechos de la Víctima 

Coeficiente de 

correlación 
,509** 1,000 

Sig. (bilateral) <. 001 . 

N 89 89 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

En resumen la correlación sugiere que, en la medida en que la normativa procesal facilite las formas de 

extinción de la acción penal que permitirán respetar los derechos de la víctima, mayor fortalecimiento 

habrá el enfoque restaurativo del sistema penal, permitiendo así que el aparato judicial responda con 

mayor clemencia ante casos donde la reparación integral o el acuerdo entre las partes resulte más 
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beneficioso que un juicio oral y público, así mismo el diseño de mecanismos de extinción racionales son 

necesario, pues su correcta implementación garantizando que la administración de justicia no ignore al 

sujeto pasivo, organizando el proceso bajo una visión moderna donde el bienestar de la víctima y la 

resolución efectiva del conflicto son pilares esenciales para la vigencia del Estado de Derecho. 

DISCUSIÓN  

El principio de oportunidad y delito privado tienen una relación positiva moderada y estadísticamente 

significativa. Este resultado es respaldado por lo expuesto por Miranda (2025), quien define al criterio de 

oportunidad como una facultad que debe aplicarse sin menoscabar las garantías procesales. Lo que 

coincide con Moreno (2024), quien lo vincula con la política criminal del Estado. 

La relación identificada también la podemos analizar desde la autonomía de la voluntad y la simplificación 

procesal propuesta por Molina (2023), el cual sustenta que esta se manifiesta como una respuesta directa 

a la crisis de eficiencia del sistema penal, la práctica jurídica demuestra que, cuando las partes tienen la 

facultad de influir en el destino de la causa, el proceso penal adquiere un carácter más humano y menos 

mecánico, este enfoque se alinea con la visión de Portales y González (2024) sobre la justicia 

transaccional, donde el objetivo principal deja de ser la imposición de una pena para dar paso a la 

resolución efectiva del conflicto, aquí, el principio de oportunidad actúa como el canalizador que permite 

que el sistema se centre en lo importante, dejando de lado los obstáculos que tradicionalmente impedían 

una respuesta rápida. 

Desde una perspectiva de máxima utilidad, defendida por autores como Oliveros (2025), la legitimidad 

del principio de oportunidad radica en su capacidad para optimizar los recursos estatales, con esto no tiene 

sentido que el aparato estatal invierta esfuerzos en conductas de insignificancia, un concepto desarrollado 

por Moya (2022) para describir delitos de escaso impacto social, los hallazgos de este estudio sugieren 

que los profesionales del derecho en Honduras han interiorizado este método, reconociendo que la eficacia 

del sistema depende de una discriminación positiva de las causas, de esta manera, el principio de 

oportunidad no solo descongestiona los juzgados, sino que eleva la calidad de la justicia en los casos de 

mayor gravedad. 

La política criminal y el desistimiento tiene una relación positiva moderada y estadísticamente 

significativa. Este hallazgo indica la política criminal y figuras como el desistimiento revela una 

transformación en la jerarquía de los intereses protegidos, así las barreras doctrinales que antes restringían 
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la voluntad de la víctima están cediendo ante una visión más restaurativa, el desistimiento deja de ser visto 

como una claudicación del Estado y pasa a ser entendido como una herramienta de paz social, al respecto, 

Zavala y Caveda (2023) sostienen que la eficacia de una política criminal se mide por su capacidad para 

validar las soluciones consensuadas, en consecuencia, el éxito de la gestión judicial en el ámbito de los 

delitos privados está ligado a la facilidad con la que el sistema permite que las partes pongan fin a su 

controversia de manera autónoma. 

La búsqueda de eficiencia procesal debe mantenerse subordinada al respeto de la legalidad y los derechos 

fundamentales. López Torres (2024) y Rodríguez-Arias (2020) advierten sobre las tensiones que pueden 

producirse entre el principio de oportunidad y otras garantías del proceso penal. En consecuencia, el 

desistimiento no debe interpretarse como una renuncia arbitraria a la persecución penal, sino como una 

figura sujeta al cumplimiento de condiciones legales. De acuerdo con Uribe (2023), su aplicación debe 

considerar tanto los derechos del imputado como la protección de la víctima. 

La relación entre la extinción de la acción penal y los derechos de la víctima también fue positiva, 

moderada y estadísticamente significativa. Este resultado coincide con Fuentes Tenorio y Banguera Díaz 

(2025) y Zúñiga-Martínez (2023), quienes destacan el derecho de la víctima a ser escuchada e informada 

durante el proceso. Desde esta perspectiva, la extinción de la acción penal puede vincularse con la tutela 

de sus intereses cuando responde a los requisitos legales y contempla las medidas de reparación 

correspondientes. Este planteamiento también guarda relación con Ortega (2023), quien resalta la 

importancia de la reparación integral en la solución del conflicto penal. 

Los resultados pueden interpretarse desde la necesidad de equilibrar la terminación anticipada del proceso 

con la protección de las garantías procesales. Domínguez Gallego et al. (2022) sostienen que la 

intervención penal debe respetar los derechos fundamentales de las partes. En ese sentido, la aplicación 

del principio de oportunidad no debe equipararse automáticamente con impunidad, siempre que exista 

control de legalidad y se protejan los intereses de la víctima. Como señalan Portales González (2025), las 

soluciones alternativas pueden resultar pertinentes cuando ofrecen una respuesta proporcional a la 

naturaleza del conflicto. 

Los hallazgos también deben analizarse considerando las dificultades conceptuales que rodean al principio 

de oportunidad. Teixeira (2023) señala que, incluso en algunos sistemas europeos, no existe completa 

claridad sobre su relación con el principio de legalidad. La colaboración con la justicia y la aplicación de 
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criterios de oportunidad se perciben como elementos funcionales del sistema procesal, la investigación 

sugiere que el profesional del derecho en Honduras ya no cuestiona la validez de estas figuras, sino que 

se enfoca en su correcta aplicación práctica, lo cual es relativo con lo planteado por Castro (2013), quien 

hace más de una década ya comprendía la necesidad de un sistema penal más flexible y adaptado a las 

realidades sociales. 

La consolidación de estos mecanismos de simplificación procesal es esencial para evitar lo que algunos 

autores llaman la decadencia procesal o el colapso administrativo del sistema, así Murcia (2025) y 

Amésquita (2023) coinciden en que la viabilidad del proceso penal moderno depende de su capacidad 

para derivar casos hacia salidas alternas, por tanto, los datos cuantitativos analizados permiten concluir 

que el respeto a las formas y condiciones de aplicación del principio de oportunidad es el cimiento sobre 

el cual se construye una visión moderna de la justicia penal, en esta visión, la reparación del daño y la 

economía procesal no son solo objetivos secundarios, sino pilares esenciales de la vigencia del Estado de 

Derecho. 

En conjunto, los resultados presentan correspondencia con los planteamientos doctrinales de Moya 

(2022), González (2022) y San Cristóbal (2022) sobre la racionalización de la persecución penal y la 

búsqueda de soluciones alternativas. Estos datos evidencian que los principios de oportunidad son la 

respuesta racional a un sistema judicial que, de otro modo, sería incapaz de cumplir con su promesa de 

justicia pronta y cumplida, el equilibrio entre el poder punitivo del Estado y los derechos de los 

particulares se encuentra precisamente en este espacio regulado, donde la ley no solo sanciona, sino que 

también ofrece las vías para la reconciliación y la paz social. 

CONCLUSIONES 

Se evidencio que la variable principio de oportunidad y delito privado tienen una relación positiva 

moderada, lo que respalda que el principio de oportunidad constituye un eje fundamental para 

fundamentar la eficiencia del sistema de justicia penal en Honduras, sobre todo en el abordaje de los 

delitos de acción privada, los resultados comprueban que la aplicación de este principio y la gestión 

efectiva de las causas, permite concluir que su uso correcto no solo descongestiona el aparato 

jurisdiccional, sino que fortalece la autonomía de la voluntad y ofrece soluciones prontas y menos 

onerosas para las partes en conflicto. 
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Asimismo, se encontró que la política criminal y el desistimiento tiene una relación positiva, lo que revela, 

que a medida en que las pautas nacionales se orientan hacia un enfoque de eficiencia y racionalidad, se 

facilita la terminación del proceso penal mediante el consenso, esto evidencia que el desistimiento ha 

dejado de ser una simple renuncia de la acción para convertirse en un indicador de éxito de una política 

estatal que prioriza la resolución pacífica de los conflictos sobre el castigo penal innecesario. 

Se determino que existen relación entre la extinción de la acción penal y los derechos de la víctima también 

fue positiva, contrario a la percepción de impunidad, la aplicación de criterios de oportunidad y causales 

de extinción actúa como un mecanismo que permite la reparación integral del daño, así los resultados 

sugieren que el sistema penal actual logra equilibrar la celeridad procesal con la dignidad del agraviado, 

asegurando que su voluntad sea respetada y que el proceso no se convierta en una fuente de 

revictimización o gasto estatal estéril. 

TRABAJO A FUTURO 

A partir de los hallazgos identificados en la presente investigación, se proponen las siguientes líneas de 

investigación: Estudio comparativo sobre la efectividad de los métodos alternos de solución de conflictos 

aplicados directamente en las sedes policiales o fiscales. Así mismo se pueden orientar investigaciones 

sobre la aplicación del principio de oportunidad en Honduras, su eficacia, sus resultados y una 

comparativa con países de la región que aplican mecanismos similares. Finalmente, resulta interesante 

realizar una investigación sobre la reincidencia de aquellos sujetos activos del delito que recibieron el 

criterio de oportunidad y ver si los mismos han reincidido en el delito. 

CONFLICTO DE INTERÉS 

Los autores declaran no tener ningún conflicto de interés relacionado con el presente estudio. 

DISPONIBILIDAD DE LOS DATOS 

Los conjuntos de datos que sustentan los resultados de este estudio se encuentran disponibles en su 

totalidad dentro del presente artículo. 

FUENTE DE FINANCIAMIENTO 

El presente estudio no contó con financiamiento por parte de ninguna organización externa; fue realizado 

con recursos propios de los autores. 
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Resumen-- El acceso a la justicia es un derecho inherente a cada persona dentro del proceso penal, y uno 

de los mecanismos que lo garantiza es la prueba anticipada, tema central de este artículo; el objetivo 

general es analizar la relación entre la cámara Gesell, los medios de prueba y la protección de las víctimas 

vulnerables frente a la revictimización, en tanto instrumentos que resguardan la integridad del testimonio 

y reducen el sufrimiento emocional de las víctimas durante la investigación penal. Se trabajó con un diseño 

cuantitativo, no experimental y transversal, de nivel descriptivo-correlacional, caracterizando las 

percepciones de los operadores jurídicos y analizando la relación entre el marco normativo y su ejecución 

práctica, sin manipular variables para garantizar la objetividad de los hallazgos. Los resultados muestran 

que, cuando la prueba anticipada se aplica de manera formal, efectiviza la garantía de los derechos tanto 

de las víctimas vulnerables como de los procesados; sin embargo, en la práctica persisten deficiencias, 

pues el derecho a la no revictimización no siempre se cumple cuando la prueba no se aplica como 

entrevista única, y en el caso de los procesados las audiencias suelen instalarse sin su presencia, lo que 

vulnera el debido proceso y la igualdad de las partes; también existen casos en que la prueba anticipada 

no se aplica conforme a su condición de urgencia y necesidad. Por ello, para proteger los derechos de 

ambas partes, esta figura excepcional debe admitirse solo cuando sea necesaria por riesgo de pérdida de 

la prueba, y conviene establecer reformas que definan con claridad las reglas para su práctica. 

Palabras clave-- cámara gesell, debido proceso, derecho penal1, medios de prueba, revictimización, 

víctimas vulnerables. 

 

 

Abstract-- Access to justice is a right inherent to every person within the criminal process, and 

anticipatory evidence is one of the mechanisms that guarantees it, which is the central theme of this article; 

the general objective is to analyze the relationship between the Gesell Chamber, the means of proof, and 

the protection of vulnerable victims against revictimization, as instruments that safeguard the integrity of 

testimony and reduce the emotional suffering of victims during criminal investigations. Using a 

quantitative, non-experimental, cross-sectional design at a descriptive-correlational level, the study 

characterized how legal professionals perceive this issue and examined how the normative framework 

relates to its practical implementation, without manipulating variables so that the findings would remain 

objective. The results show that, when anticipatory evidence is applied formally, it effectively guarantees 

 
1 El término «derecho penal» corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 



Revista NEYART 
ISSN: 2992 - 7161 

 

  

 

 

Edición 4 | Vol. 4 – Núm. 5 | julio – diciembre 2026 |                    Página 78 Artículo de Investigación Original 

 

 

the rights of both vulnerable victims and defendants; in practice, however, shortcomings remain, since the 

right to non-revictimization is not always fulfilled when the evidence is not gathered as a single interview, 

and hearings involving defendants are often held without their presence, which violates due process and 

equality between the parties; there are also cases in which anticipatory evidence is not applied according 

to its condition of urgency and necessity. Given this, protecting the rights of both parties calls for treating 

them equally and admitting this exceptional measure only when the loss of evidence makes it necessary, 

together with reforms that clearly define the rules for its practice. 

Keywords: criminal law2, due process, gesell chamber, means of proof, revictimization, vulnerable 

victims. 

 
                                                                                                                                                   

INTRODUCCIÓN 

La prueba anticipada funciona como un mecanismo para resguardar testimonios que corren riesgo de verse 

afectados durante el proceso penal, lo que ayuda a que los administradores de justicia puedan dictar 

decisiones más justas; no obstante, su aplicación exige garantizar al mismo tiempo los derechos de las 

víctimas vulnerables y los del imputado, y en la práctica suele protegerse con mayor eficacia a las víctimas, 

quedando en duda si los derechos del imputado se garantizan de igual manera. De ahí que sea necesario 

equilibrar la protección anticipada de las víctimas vulnerables con el respeto a los derechos 

constitucionales del imputado, entre ellos el derecho a un juicio justo y la posibilidad de contrainterrogar 

a los testigos (Yaguachi Sandoya & Zamora Vazquez, 2025). 

La implementación de la prueba anticipada en el ámbito penal debe ser auténtica y eficaz para alcanzar el 

objetivo de la justicia, y para lograrlo se necesita un análisis que permita determinar su empleo correcto 

en la toma de decisiones, resguardando los derechos de ambas partes; el tema se presenta en casi cualquier 

situación vinculada al derecho penal, de ahí que valga la pena abordarlo con detenimiento. Los autores 

(Yaguachi Sandoya & Zamora Vázquez (2025) manifiestan que esta prueba tiene implicaciones para el 

derecho a la defensa, pues afecta tanto la práctica judicial como las políticas públicas orientadas a 

garantizar el debido proceso (Templo Corcino V. F., 2025) 

El principio de contradicción es uno de los pilares del debido proceso en el ámbito penal. Garantiza el 

derecho de la persona procesada a refutar las pruebas en su contra y a ejercer una defensa efectiva; cuando 

se aplica correctamente evita desequilibrios en la valoración probatoria y preserva la legitimidad del 

 
2 The term «criminal law» is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
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proceso. Asimismo, los autores Villacrés Malla & Villacrés Malla (2025) sustentan que darle un peso 

determinante al testimonio anticipado compromete ese derecho, para lo cual se examinan la normativa y 

la doctrina sobre el testimonio anticipado, su regulación y su aplicación práctica en los tribunales 

(Villacrés Malla & Villacrés Malla, 2025). 

El problema de este estudio es la falta de criterios claros y uniformes para aplicar la prueba anticipada; 

usarla sin límites puede afectar la defensa del imputado, sobre todo porque la rapidez con que se presentan 

estas pruebas deja poco tiempo a los defensores para preparar una estrategia (Robayo & Barrionuevo, 

2024; Rojas et al., 2023). Admitir pruebas preconstituidas sin contradictorio también pone en duda la 

imparcialidad del proceso (Templo Corcino V. F., 2025). 

También es relevante el efecto de la prueba preconstituida sobre la igualdad de armas, pues la falta de 

claridad normativa genera incertidumbre y puede derivar en arbitrariedades al momento de valorar la 

prueba, en detrimento del derecho de defensa (Templo Corcino V. F., 2025). 

Este trabajo trasciende lo académico y tiene incidencia directa en la práctica judicial, pues comprender el 

efecto de la prueba preconstituida sobre el derecho de defensa puede orientar políticas y reformas que 

fortalezcan las garantías procesales. (Templo Corcino V. F., 2025). 

El objetivo de este artículo, por tanto, es analizar el impacto de la prueba anticipada en el proceso penal a 

través de la cámara Gesell, en la tensión que se plantea entre la protección de las víctimas vulnerables y 

el respeto del debido proceso y los derechos del acusado; su uso responde a la necesidad de evitar la 

revictimización, sobre todo en menores de edad, ya que la declaración debe realizarse una sola vez para 

evitar la “victimización secundaria” y proteger la integridad psicológica de la víctima, y porque el proceso 

penal debe garantizar condiciones dignas para la participación de niños y mujeres dada su especial 

situación de vulnerabilidad. De ahí la pregunta que guía este trabajo: ¿por qué debemos utilizar la cámara 

Gesell para la prueba anticipada en el proceso penal? 

La Cámara Gesell es una técnica de toma de declaración que se emplea desde hace relativamente poco 

tiempo para interrogar a menores víctimas de delitos sexuales, y su nombre proviene del psicólogo 

estadounidense Arnold Gesell, quien ya en los años 20 se dedicaba a recopilar fotografías y videos del 

comportamiento infantil porque, según sus propias investigaciones, las reacciones y pautas de los niños 

se podían analizar con mayor detalle de ese modo; tomar nota de ciertas respuestas o conductas no era tan 
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preciso como observarlas una y otra vez mediante una videograbación, y así fue como desarrolló buena 

parte de su trabajo en el campo de la pediatría y la psicología infantil. (Sanchez Rubio, 2022) 

La Cámara Gesell está bajo la administración del Módulo de Atención Integral Especializado (MAIE) y 

funciona como una herramienta que coadyuva a la no revictimización en las entrevistas o interrogatorios 

a los que se somete a víctimas y testigos vulnerables en las distintas etapas del proceso penal; el personal 

especializado del MAIE es quien realiza esas entrevistas y quien lleva el registro de las diligencias y las 

estadísticas de uso de la Cámara. Su utilización debe ajustarse al Protocolo de Actuación de los 

intervinientes en la Cámara Gesell y a las reformas correspondientes del Código Procesal Penal 

(Ministerio Público, 2024) 

El proceso penal se ubica, en la práctica, en la tensión entre dos intereses legítimos: la protección de la 

seguridad pública frente a la comisión de un delito y el derecho a la libertad de la persona sometida a ese 

proceso. De ahí que al imputado se le reconozca un conjunto de garantías que conforman un estatus 

procesal, logrado con esfuerzo dentro de la cultura jurídica. En ese equilibrio entre la respuesta penal y la 

salvaguarda de los derechos de quienes son sometidos al proceso reside uno de los mayores avances de la 

civilidad. (López Rey, 1989, p. 341) 

Para Carnelutti, el proceso penal es el instrumento que regula la realización del Derecho Penal objetivo, 

constituido por el conjunto de actos mediante los cuales se resuelve la punición del reo. (Scalfati, 1994, 

p. 33) 

De acuerdo con el Código Procesal Penal, el proceso penal busca solucionar los conflictos de naturaleza 

penal y restablecer la paz jurídica y la convivencia social mediante el esclarecimiento de los hechos, la 

determinación de responsabilidades y la aplicación de las penas o medidas de seguridad correspondientes; 

esto no descarta otras soluciones, como la mediación o los acuerdos entre las partes, en los casos que la 

ley lo autoriza. 

Se considera en condición de vulnerabilidad a la víctima que, por razón de su edad, género, estado físico 

o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas o culturales, enfrenta dificultades especiales 

para ejercer plenamente ante el sistema de justicia los derechos que le reconoce el ordenamiento jurídico; 

entre las causas que pueden generar esa vulnerabilidad están la edad, la discapacidad, la pertenencia a 

comunidades indígenas o minorías, la victimización previa, la migración, el desplazamiento interno, la 

pobreza, el género y la privación de libertad, sin que esta lista se considere cerrada, ya que su 
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determinación concreta depende, en cada país, de las características del contexto y del nivel de desarrollo 

social y económico (Cumbre Judicial Iberoamericana, 2008). La Organización de las Naciones Unidas no 

ofrece una definición directa de “víctima vulnerable”, pero sí establece el concepto base de víctima del 

que se desprende esa vulnerabilidad, al señalar que “se entenderá por ‘víctimas’ las personas que hayan 

sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o 

menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales…” A partir de esa definición, en el ámbito jurídico 

se considera víctima vulnerable a quien, además de sufrir esos daños, presenta condiciones edad, género, 

discapacidad, contexto social que agravan su riesgo o su indefensión frente al delito. (Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos, 1985) 

Puede entenderse la condición de vulnerabilidad como la limitación relevante que enfrenta la víctima de 

un delito para evitar o mitigar los daños y perjuicios derivados de la infracción penal, de su contacto con 

el sistema de justicia, o para afrontar el riesgo de sufrir una nueva victimización. (Ministerio Público, 

2024) 

La revictimización también llamada victimización secundaria es el sufrimiento añadido que experimenta 

una víctima de un delito o acto violento, no por el hecho original sino por la reacción de la sociedad, de 

las instituciones (policía, sistema judicial) o de las personas a quienes acude en busca de ayuda: acciones 

u omisiones que, durante procesos como la denuncia, la investigación o la atención institucional, la hacen 

experimentar de nuevo sufrimiento, daño o afectación emocional. (Matute Jara & Trelles Vicuña, 2022) 

El principio de no revictimización parte de la idea de que la revictimización se origina precisamente en la 

relación de la víctima con las instituciones sociales, sanitarias, de comunicación o jurídicas, entre otras, y 

busca evitar tanto la victimización secundaria como la violencia estatal; por eso el personal del Módulo 

de Atención Integral Especializado que tenga contacto directo o indirecto con víctimas y testigos debe 

adoptar medidas para no revictimizar, aplicando los principios de atención de calidad y recurriendo al uso 

de la cámara Gesell. 

La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito precisa que “la victimización secundaria 

ocurre cuando la víctima sufre daños adicionales como resultado de la respuesta de las instituciones o 

individuos ante la victimización primaria.”  (Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 1985) El 

debido proceso, entendido en sentido amplio, engloba el desarrollo progresivo de casi todos los derechos 

fundamentales de carácter procesal o instrumental: conjuntos de garantías de los derechos de goce cuyo 
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disfrute satisface de forma inmediata las necesidades o intereses de la persona, es decir, de los medios 

orientados a asegurar su vigencia y su eficacia. (García Leal, 2003). Puede entenderse también el debido 

proceso como la actividad judicial dirigida a resolver pretensiones, desarrollada con arreglo a los 

principios que integran el concepto de justicia y particularizados en las normas de procedimiento propias 

de cada proceso: lo que la doctrina denomina “un proceso con todas las garantías”. (Prieto Monroy, 2003) 

El principio de legalidad es la base sobre la que descansa el debido proceso, ya que obliga a que las formas 

y los ritos que rigen la actuación de las partes hayan sido establecidos con anterioridad por el legislador, 

con claridad y precisión, y se respeten en su totalidad para asegurar un juicio imparcial y transparente; 

corresponde al juez o tribunal competente velar por ello, siempre que también haya sido designado 

previamente conforme a la ley, con lo cual el debido proceso demanda que funcione plenamente la 

institución del "Juez Natural", elemento que da legitimidad a la impartición de la justicia penal. (Romero 

Seguel, 2015) 

Reconocidos tanto por la Constitución como por los tratados internacionales, los derechos del acusado 

constituyen garantías fundamentales que amparan a quien es imputado de un delito a lo largo del proceso 

penal; su función es doble, pues aseguran un juicio justo y, al mismo tiempo, ponen límite al poder 

punitivo del Estado, de modo que bienes jurídicos como la libertad no puedan vulnerarse de forma 

arbitraria. (Uribe García, 2018) 

A partir de esta noción, la doctrina distingue un conjunto de garantías mínimas que debe respetar todo 

proceso penal frente a la persona imputada: 

Presunción de Inocencia: mientras no exista una sentencia firme que lo declare culpable, dictada en un 

juicio público y con todas las garantías correspondientes, ninguna persona puede ser tratada como 

responsable del hecho que se le imputa. 

Derecho a la Defensa y Asistencia Legal: toda persona imputada puede contar con un abogado, sea privado 

o de oficio, para preparar su defensa, examinar las evidencias en su contra y estar presente en los 

interrogatorios que se realicen. 

Derecho a no Autoincriminarse: nadie puede ser obligado a declarar en su propia contra ni a confesar 

culpabilidad, de modo que el silencio del acusado queda protegido y no puede usarse como indicio de 

responsabilidad. 
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Derecho a ser Informado de la Acusación: el imputado debe conocer, con precisión y desde el inicio del 

proceso, los cargos que se le atribuyen junto con los hechos y las evidencias que los sustentan. 

Derecho a un Juicio Público y Expedito: la persona acusada tiene derecho a que un tribunal independiente 

e imparcial resuelva su situación sin dilaciones que no estén justificadas. 

Derecho a la Presentación de Pruebas: comprende tanto la posibilidad de interrogar a los testigos de cargo 

como la de ofrecer pruebas o testigos propios en respaldo de su versión de los hechos. 

Derecho a la Doble Instancia (Apelación): frente a una sentencia condenatoria, el acusado conserva la 

posibilidad de que un tribunal superior revise lo resuelto.  

Para Ferrajoli, los derechos del acusado forman parte de los derechos fundamentales: todos aquellos 

derechos subjetivos que corresponden universalmente a los seres humanos en cuanto dotados del estatus 

de personas, de ciudadanos o de personas con capacidad de obrar. Por derecho subjetivo se entiende 

cualquier expectativa positiva o negativa por ejemplo, no sufrir lesiones adscrita a un sujeto por una norma 

jurídica; y por estatus, la condición de un sujeto prevista también por una norma jurídica positiva, como 

presupuesto de su idoneidad para ser titular de situaciones jurídicas o autor de los actos que son ejercicio 

de éstas. (Ferrajoli, 2025) 

DESARROLLO 

Este estudio adoptó un enfoque cuantitativo, pues permitió medir y analizar de forma objetiva las 

percepciones de los operadores jurídicos sobre la prueba anticipada en el proceso penal, ofreciendo 

además la posibilidad de establecer relaciones entre variables y garantizar la replicabilidad de los 

resultados (Hernández-Sampieri & Mendoza Torres, 2023) La investigación fue de nivel descriptivo y 

correlacional, orientada a caracterizar los conocimientos y prácticas de los participantes y, al mismo 

tiempo, a identificar la relación entre el conocimiento normativo, la aplicación práctica y la efectividad 

del proceso especial. El diseño, por su parte, fue no experimental y transeccional: los datos se recolectaron 

en un único momento, sin manipular deliberadamente las variables, limitándose a observar el fenómeno 

en su contexto natural. (Kerlinger & Lee, 2020) 

La población quedó conformada por operadores jurídicos del sistema penal hondureño: jueces, abogados 

privados, defensores públicos, fiscales y psicólogos. De ese universo se seleccionaron 81 profesionales 

del derecho mediante un muestreo no probabilístico de tipo intencional, tomando en cuenta su experiencia 

directa en procesos penales con víctimas vulnerables donde se ha utilizado la cámara Gesell. Como 
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criterios de inclusión se consideraron: (a) ejercicio activo en el ámbito jurídico penal, (b) experiencia 

mínima en procesos judiciales relacionados con la temática, y (c) participación directa en casos vinculados 

a la prueba anticipada en el proceso penal, excluyendo a quienes carecían de experiencia específica en la 

materia. La Tabla 1 presenta la distribución de la muestra. 

Tabla 1. Perfil de la unidad de análisis según cargo. 

Unidad de análisis 

Profesionales del derecho No 

Juez 8 

Abogado privado 48 

Defensor público 12 

Fiscal 6 

Psicólogo 7 

Total 81 

Fuente. Elaboración propia. 

El instrumento de recolección de datos fue un cuestionario estructurado, con ítems en escala tipo Likert 

de tres puntos, que abarcó tres dimensiones: el conocimiento normativo, la aplicación práctica del proceso 

y la efectividad del procedimiento en la reparación a las víctimas. Para garantizar su validez de contenido, 

el instrumento fue revisado por especialistas en derecho penal y procesal, quienes evaluaron la pertinencia 

y claridad de los ítems, y posteriormente sometido a una prueba piloto con cinco profesionales de 

características similares a las de la muestra. La confiabilidad se calculó mediante el coeficiente Alfa de 

Cronbach, cuya interpretación se realizó según  (George & Mallery, 2023). 

Tabla 1. Estadística de Fiabilidad. 

Resumen de procesamiento de casos 

 N % 

Casos 

Válido 10 100,0 

Excluidoa 0 ,0 

Total 10 100,0 

a. La eliminación por lista se basa en todas las variables del 

procedimiento. 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Los datos se recolectaron entre febrero y mayo de 2023 con un cuestionario elaborado en Google Forms, 

distribuido por correo electrónico y aplicaciones de mensajería para asegurar la confidencialidad y el 

anonimato de los participantes. La información se exportó a Microsoft Excel para su depuración inicial y 

después se procesó en SPSS versión 27. Se codificaron las variables, se obtuvieron estadísticas 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach N de elementos 

,905 36 
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descriptivas de frecuencias y porcentajes, y se aplicaron correlaciones de Spearman para determinar la 

relación entre las variables investigadas (Field, 2013). Por ser un corte transversal, la información se 

recopiló en un único momento, y los resultados se presentan en tablas y gráficos (Hernández-Sampieri & 

Mendoza Torres, 2023) 

ANÁLISIS DE RESULTADOS  

El gráfico de barras cruza sexo y cargo profesional (Juez, Abogado Privado, Defensor Público, Fiscal, 

Psicólogo). En términos globales se observa una mayor representación del sexo femenino: de 81 

encuestados, 49 fueron mujeres y 32 hombres. El cargo de abogado privado, con 23 hombres (28,40%) y 

25 mujeres (30,86%), es el más representado en ambos sexos y se confirma como el principal campo de 

ejercicio dentro de la muestra, con una ligera mayor presencia femenina. Por mi experiencia como 

profesional del derecho en materia penal, actualmente las mujeres se preparan más y ejercen como 

abogadas privadas en mayor número que los hombres. El cargo de juez tiene baja representación en 

general: 2 hombres (2,47%) y 6 mujeres (7,41%); en La Ceiba, las cuatro juezas en materia penal son 

mujeres. El defensor público muestra una brecha mayor, con 3 hombres (3,70%) frente a 9 mujeres 

(11,11%). En fiscal la distribución es más pareja: 3 hombres (3,70%) y 4 mujeres (4,94%). El psicólogo 

vuelve a mostrar predominancia femenina, con 1 hombre (1,23%) frente a 5 mujeres (6,17%). 

 

Gráfico 1. Sexo y cargo. 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 
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Gráfico 2. Tiempo laborando y ubicación geográfica. 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 

Los hallazgos muestran una mayor concentración de profesionales en el área urbana en todos los rangos 

de antigüedad, sobre todo en el grupo de más de 11 años, lo que sugiere mayor estabilidad laboral en las 

ciudades frente a las zonas rurales, donde la menor antigüedad puede estar vinculada a contratos 

temporales o falta de formalización. Esta disparidad tiene una explicación concreta: existen más 

instituciones públicas, centralizadas, descentralizadas o desconcentradas, en el área urbana que en la rural, 

donde el Estado ha ido creando instituciones con jurisdicción propia solo de forma gradual, conforme al 

presupuesto aprobado cada año, en zonas que antes carecían de representación institucional. A esto se 

suma que, históricamente, los profesionales del derecho de áreas rurales debían desplazarse a las ciudades 

principales para estudiar, pues no existían universidades cerca; esa limitación ha ido cambiando y hoy hay 

más oferta educativa en zonas rurales, aunque todavía no equipara a la que existe en el área urbana. 

Gráfico 3. Correlación entre la prueba anticipada y el proceso penal y valoración probatoria. 

Correlaciones 

 Prueba anticipada 

Proceso penal y 

valoración 

Rho de Spearman Prueba anticipada Coeficiente de correlación 1,000 ,588** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 81 81 

 Coeficiente de correlación ,588** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 81 81 
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**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 

El análisis arrojó, entre la prueba anticipada y la valoración probatoria dentro del proceso penal, un 

coeficiente de correlación de Spearman de ,588; esto refleja una relación positiva de intensidad media, 

con un nivel de significancia de 0,01, lo que equivale a un 99% de confianza en el resultado. 

Que ρ = 0,588 sea positivo y de intensidad media entre la prueba anticipada y la eficacia del proceso penal, 

en lo que toca a la valoración probatoria, tiene una explicación jurídica razonable: al asegurar medios de 

prueba que de otro modo correrían riesgo de perderse o deteriorarse con el paso del tiempo, la prueba 

anticipada termina contribuyendo al esclarecimiento de la verdad, que es, después de todo, el fin último 

de cualquier proceso penal. Sirve además para resguardar la integridad del testimonio cuando la víctima 

o los testigos están en riesgo, disminuyendo así la posibilidad de revictimización o de que su declaración 

se vea influida desde fuera. Aun así, esta figura no queda eximida de respetar los principios de inmediación 

y contradicción, y su práctica exige que las partes intervengan para que el derecho de defensa conserve 

contenido real. 

El nivel de significancia (0,01) indica que esta relación no es producto del azar. No puede afirmarse, sin 

embargo, que la aplicación de la prueba anticipada cause por sí sola una mejor valoración probatoria —el 

diseño transversal del estudio no permite ese salto—, pero sí sugiere una asociación consistente entre 

ambas variables dentro del sistema de justicia penal analizado. Los datos apuntan, más bien, a que cuando 

la prueba anticipada se aplica correctamente, tiende a acompañarse de un proceso penal que respeta mejor 

el debido proceso y el derecho de defensa, sin que ello suponga automáticamente vulnerarlo. 

El coeficiente de correlación de Spearman (,493) indica una relación positiva débil entre la cámara Gesell 

y los medios de prueba y las víctimas vulnerables. El nivel de significancia de 0.01, el cual implica que el 

investigador tiene 99 % en su favor y 1 % en contra (0.99 y 0.01 = 1.00). 

El coeficiente (ρ = 0,493) señala una relación positiva pero débil entre el uso de la cámara Gesell y la 

protección de los medios de prueba en víctimas vulnerables. Existe un vínculo, pero no es determinante 

en todos los casos, algo esperable si se considera que la eficacia de la cámara Gesell depende del contexto 

de cada caso y de la capacitación del personal que interviene; no es una herramienta que opere de forma 

automática. 
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Aun con eso, cumple una función importante, pues ayuda a obtener testimonios que resguardan la dignidad 

de la víctima, sobre todo en delitos sexuales o contra menores, y evita que la declaración se repita; la 

relación débil, sin embargo, también deja ver sus límites, ya que la valoración probatoria depende de otros 

factores, como la corroboración periférica, y el uso de la cámara Gesell puede verse afectado por falta de 

infraestructura o de personal especializado en varios juzgados del país. La asociación es estadísticamente 

confiable (0,01), aunque su magnitud modesta confirma que la cámara Gesell es una pieza más dentro de 

un sistema de garantías, y no una solución por sí sola. 

Gráfico 4. Correlaciones entre la cámara Gesell y los medios de prueba y las víctimas vulnerables y 

revictimización. 

Correlaciones 

 

Cámara Gesell y 

medios de 

prueba 

Victimas 

Vulnerables 

Rho de Spearman Cámara Gesell y medios de 

prueba 

Coeficiente de correlación 1,000 ,493** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 81 81 

Victimas Vulnerables Coeficiente de correlación ,493** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 81 81 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 

El coeficiente de correlación de Spearman (,588) indica una relación positiva media entre debido proceso 

y el derecho de defensa y la igualdad procesal y garantías del acusado en la aplicación de la prueba 

anticipada. El nivel de significancia de 0.01, el cual implica que el investigador tiene 99 % en su favor y 

1 % en contra (0.99 y 0.01 = 1.00). 

Estas garantías funcionan como un sistema interdependiente: cuando la prueba anticipada se aplica bajo 

estándares adecuados, el juez actúa como garante de legalidad y la defensa conserva la posibilidad de 

cuestionar el medio probatorio, con lo que se refuerza el equilibrio entre las partes. Una correlación media, 

no fuerte, muestra que esa articulación es relevante pero no siempre plena; hay casos en que la práctica 

no alcanza el estándar esperado, por resoluciones poco motivadas o por limitaciones de acceso de la 

defensa. El nivel de significancia (0,01) confirma que la asociación no es circunstancial. 

Gráfico 5. Correlaciones entre el debido proceso y el derecho de defensa, la igualdad procesal y garantías del 

acusado en la aplicación de la prueba anticipada. 

Correlaciones 
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Debido proceso 

y defensa 

Igualdad 

procesal 

Rho de Spearman Debido proceso y defensa Coeficiente de correlación 1,000 ,588** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 81 81 

Igualdad procesal Coeficiente de correlación ,588** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 81 81 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 2. 

El coeficiente de correlación de Spearman (,576) indica una relación positiva media entre la prueba 

anticipada y el debido proceso y derecho de defensa. El nivel de significancia de 0.01, el cual implica que 

el investigador tiene 99 % en su favor y 1 % en contra (0.99 y 0.01 = 1.00). 

Cuando la prueba anticipada se aplica correctamente, suele coincidir con un mayor fortalecimiento de las 

garantías procesales, lo cual tiene sentido si se considera que, al ser una figura excepcional, queda sujeta 

a control judicial estricto y eso limita el margen para actuaciones arbitrarias; su correcta regulación, 

además, deja constancia clara de cómo se obtuvo la prueba, lo que favorece la transparencia del proceso. 

Que la correlación sea media y no fuerte es, en sí mismo, un dato relevante: la prueba anticipada 

contribuye a evitar vulneraciones al derecho de defensa, pero su eficacia no es absoluta, ya que puede 

verse afectada por prácticas inadecuadas, como la falta de notificación o las limitaciones en la intervención 

de la defensa, que en la práctica hondureña no son infrecuentes. El nivel de significancia (0,01) confirma 

que esta relación no es casual: a mayor control judicial y correcta aplicación de la prueba anticipada, 

mayor respeto al debido proceso, de modo que, lejos de debilitarlo, la prueba anticipada refuerza el 

derecho de defensa cuando se aplica bajo estándares de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 

Grafico 6. Correlaciones entre la prueba anticipada y el debido proceso y derecho de defensa. 

Correlaciones 

 

Prueba 

anticipada 

Debido proceso 

y defensa 

Rho de Spearman Prueba anticipada Coeficiente de correlación 1,000 ,576** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 81 81 

Debido proceso y defensa Coeficiente de correlación ,576** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 81 81 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 
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DISCUSIÓN 

Toda norma y toda ley del sistema penal se orienta, en último término, a la búsqueda de la verdad y de la 

justicia; dentro de ese marco, la prueba anticipada funciona como uno de los medios para resguardar 

testimonios que, de no asegurarse a tiempo, podrían someter a las víctimas vulnerables a un sufrimiento 

añadido por tener que repetirlos, o que sencillamente se volverían imposibles de obtener más adelante. 

Según plantea Zavaleta (2023), la prueba anticipada es la diligencia procesal mediante la cual se preserva 

un medio probatorio que se teme no pueda practicarse después en la audiencia de juicio oral; el autor 

ilustra esto con el caso de la criminalidad organizada, donde omitir la prueba anticipada deja expuestos a 

los testigos a distintas formas de intimidación que terminan impidiendo su declaración en juicio, lo cual 

perjudica que los administradores de justicia puedan establecer los hechos correctamente. (Zavaleta 

Verde, 2023) 

Yaguachi Sandoya & Zamora Vázquez (2025) señalan que la prueba anticipada no debe entenderse 

únicamente como una herramienta de protección a la víctima, sino como un mecanismo que exige 

equilibrio entre ambas partes; los hallazgos de este estudio van en la misma línea, pues proteger a las 

víctimas vulnerables es un imperativo ético y legal, pero cuando el contrainterrogatorio se limita por 

tiempo o por técnica, el derecho de defensa se debilita y el principio de contradicción no llega a cumplirse 

del todo. 

Pérez Ayala & Iza Ayala (2025) sostienen que el principio de contradicción garantiza el derecho de la 

persona procesada a refutar las pruebas en su contra; en la práctica hondureña esto no siempre se cumple 

así, pues cuando el acceso a la prueba es desigual la defensa pierde capacidad real de refutar, y una prueba 

que nadie controvirtió de verdad difícilmente puede sostener por sí sola la condena de una persona. 

Templo Corcino (2025) advierte que la falta de rigor normativo en la prueba preconstituida abre la puerta 

a la arbitrariedad judicial, algo que también reflejan los resultados de este estudio, pues la igualdad de 

armas cede ante la rapidez del proceso y lo que debería ser una herramienta excepcional se va volviendo 

práctica ordinaria; admitir pruebas que evitan la contradicción en juicio oral, con el argumento de estar 

"preconstituidas", le quita al procesado su capacidad real de impugnar. 
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CONCLUSIONES 

Bajo control judicial y respetando el debido proceso en particular el derecho de defensa y el principio de 

contradicción, la prueba anticipada opera como una vía excepcional capaz de conservar tanto los medios 

probatorios como la integridad del testimonio sin apartarse de las garantías propias del proceso penal. 

Como medio de prueba, la cámara Gesell resulta adecuada porque logra conciliar la eficacia probatoria 

con la protección de las víctimas vulnerables: permite obtener testimonios íntegros y espontáneos, evita 

que la víctima tenga que repetir su declaración o enfrentarse a un entorno intimidante, y de ese modo 

protege a la vez la validez del proceso penal y la dignidad de quien declara. 

Practicar la prueba anticipada no basta para que sea legítima; debe ejecutarse respetando de verdad, no 

solo en el papel, el derecho de defensa, la igualdad procesal y las demás garantías del acusado, porque 

limitar la contradicción, la inmediación o la participación oportuna de la defensa desnaturaliza la figura y 

compromete todo el proceso. Que la prueba anticipada respete el debido proceso no es automático, 

depende de reglas claras, de un control judicial efectivo y de la garantía plena del derecho de defensa; sin 

esos elementos la figura deja de proteger derechos y pasa a vulnerarlos, y en el sistema hondureño su 

validez está en la aplicación práctica, no solo en el principio. Dentro de la prueba anticipada, la cámara 

Gesell se justifica porque garantiza un testimonio válido bajo control judicial sin que ello implique 

sacrificar el derecho de defensa ni el principio de contradicción; al mismo tiempo evita que la víctima 

repita su declaración o quede expuesta a más daño, razón por la cual resulta indispensable para que la 

prueba anticipada respete el debido proceso. 

TRABAJO A FUTURO 

1. Analizar el marco normativo y técnico aplicable a las audiencias virtuales utilizadas para practicar la 

prueba anticipada, con el propósito de determinar si esta modalidad contribuye a reducir la 

revictimización sin afectar el principio de inmediación. 

2. Examinar el cumplimiento del principio de contradicción en entornos digitales, particularmente si la 

videoconferencia garantiza una defensa técnica efectiva y permite realizar el contrainterrogatorio sin 

generar desventajas para las partes. 

3. Identificar y evaluar los protocolos de seguridad necesarios para proteger el testimonio remoto frente 

a posibles presiones externas y asegurar su integridad durante la práctica de la prueba anticipada. 
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CONSIDERACIONES ÉTICAS 

La colaboración fue voluntaria. Antes de ingresar sus respuestas, cada participante recibió la información 

del estudio y dejó constancia de su consentimiento en Google Forms. Los registros se manejaron de 

manera anónima y confidencial. La instancia institucional correspondiente de la Universidad Tecnológica 

de Honduras revisó la investigación. 
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Resumen -- El propósito del estudio fue conocer si las valoraciones sobre la actuación del Ministerio 

Público guardaban relación con la tutela del interés general dentro del proceso civil hondureño. La 

consulta alcanzó a 160 profesionales del derecho. Todos declararon experiencia civil superior a un año y 

conocimiento de la participación fiscal; el acceso a ellos se produjo por conveniencia. El instrumento, 

enviado por WhatsApp entre febrero y abril de 2026, contenía 32 reactivos y tres alternativas de 

respuesta. Seis puntuaciones se calcularon con 30 reactivos cinco para cada una, mientras que las dos 

preguntas generales se mantuvieron fuera de las correlaciones. El contenido pasó por la revisión de un 

metodólogo y dos juristas. En una aplicación piloto a 10 profesionales, el alfa de Cronbach alcanzó .953. 

Mediante rho de Spearman se estimaron cuatro asociaciones: rol e intervención fiscal con tutela del 

interés general, ρ=.669 (p<.001); FEMAC con control de legalidad y orden público, ρ=.786 (p<.001); 

principio de legalidad y límites con supletoriedad e integración normativa, ρ=.743 (p<.001); y control de 

legalidad con tutela del interés general, ρ=.592 (p<.001). Tales valores corresponden a opiniones 

reunidas en esta muestra. Por esa razón, describen variación conjunta entre puntuaciones, pero no 

acreditan causalidad ni desempeño institucional.  

Palabras clave-- administración de justicia 1 , derecho civil 2 , Honduras 3 , Ministerio Público, 

procedimiento legal4, régimen jurídico5. 

 

 

Abstract -- The study asked whether legal professionals’ views of prosecutorial activity were associated 

with their views of general-interest protection in Honduran civil proceedings. Participants were 160 

practitioners recruited through convenience contacts. Eligibility required more than one year of civil-law 

experience and familiarity with prosecutorial participation. Data were collected from February to April 

2026 through a WhatsApp link to a 32-item questionnaire with three response options. Thirty items were 

combined into six five-item scores; the remaining two general questions were kept outside the 

correlation tests. One methods specialist and two legal specialists examined item content. The 10-

participant pilot produced Cronbach’s α=.953. Spearman correlations were ρ=.669 for prosecutorial 

role/intervention and protection of the general interest, ρ=.786 for FEMAC and legality/public-order 

control, ρ=.743 for legality/limits and supplementary application/normative integration, and ρ=.592 for 

 
1 El término «administración de justicia» corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
2 El término «derecho civil» corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
3 El término «Honduras» corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
4 El término «procedimiento legal» corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
5 El término «régimen jurídico» corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
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legality control and general-interest protection; all four tests had p<.001. The results concern ratings 

supplied by this group of respondents. They show that the paired scores varied together, without 

establishing causal direction or measuring institutional performance. 

Keywords-- administration of justice6, civil law7, Honduras8, legal procedure9, legal systems10, Public 

Prosecutor’s Office.  

 

INTRODUCCIÓN 

El proceso civil comienza y se desarrolla por iniciativa de las partes. Sin embargo, en algunos casos no 

solo se afecta a quienes están litigando, ya que también pueden estar involucrados menores, personas 

con discapacidad, ausentes o derechos que requieren atención y protección especial. En estas situaciones 

interviene el Ministerio Público, tomando en cuenta que el fiscal no participa para defender un interés 

personal. Su actuación se basa en una función de protección debidamente establecida en la ley. No 

obstante, la sola existencia de un proceso civil no justifica su intervención, pues debe existir una 

autorización normativa que determine cuándo corresponde su participación. Este planteamiento se 

encuentra respaldado por Tymoshevska (2019) y Gnativ y Troyan (2020). 

En los procesos civiles, la intervención del Ministerio Público corresponde directamente a la Fiscalía 

Especial en Materia Civil, que también participa en asuntos relacionados con el derecho de familia. 

Entre sus funciones se encuentra la representación del Ministerio Público y la emisión de opiniones o 

dictámenes jurídicos en los casos establecidos por la normativa procesal. Su participación no debe ser 

solamente formal o decorativa, pero tampoco puede realizarse de manera ilimitada, ya que debe 

ajustarse a los procesos y funciones autorizados por la ley (Ministerio Público de Honduras, 2025). 

La intervención de la Fiscalía Especial en Materia Civil debe realizarse tomando como punto de partida 

lo establecido en el Código Procesal Civil hondureño, ya que su participación no puede quedar separada 

del cumplimiento de las garantías procesales. En estos casos se debe respetar el derecho de defensa, la 

contradicción, la igualdad entre las partes y la responsabilidad del juez de tomar la decisión 

correspondiente. Por esta razón, no se pretende que el Ministerio Público participe de manera 

permanente en todos los procesos civiles, pero tampoco que sea excluido cuando su actuación sea 

 
6 The term “administration of justice” is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
7 The term “civil law” is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
8 The term “Honduras” is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
9 The term “legal procedure” is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
10 The term “legal systems” is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
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necesaria. Lo que corresponde es determinar en qué casos puede intervenir y cuáles son las funciones 

que se encuentran autorizadas por la normativa (Congreso Nacional de Honduras, 2007). 

La experiencia de otros países permite conocer la forma en que se regula la participación del Ministerio 

Público, aunque estas disposiciones no pueden aplicarse directamente en Honduras. En España, el 

Ministerio Fiscal se relaciona con la defensa de la legalidad, los derechos de los ciudadanos y el interés 

público, pero su participación se encuentra determinada por la legislación procesal (Jefatura del Estado 

de España, 1981, 2000). En otros ordenamientos también se toma en cuenta el interés que debe 

protegerse, el derecho que se encuentra comprometido y el procedimiento utilizado para establecer si 

corresponde la intervención fiscal (Brusakova et al., 2021; Kravtsov & Ryazanova, 2026). Aunque 

participe una institución del Estado, se deben mantener las garantías de las partes y no considerar 

automáticamente que todo conflicto civil representa un asunto de interés general (Mikhailova, 2024). 

El problema abordado en esta investigación radica en la necesidad de delimitar la actuación del 

Ministerio Público en el proceso civil hondureño. Su participación debe proteger el interés general sin 

sustituir las funciones del juez ni afectar los derechos procesales de las partes. En la práctica, resulta 

necesario conocer cómo los profesionales con experiencia en materia civil valoran el rol y la 

intervención fiscal, la actuación de la Fiscalía Especial en Materia Civil, el control de legalidad y orden 

público, los límites derivados del principio de legalidad y la aplicación supletoria e integración de la 

normativa. Estas percepciones no sustituyen el análisis jurídico ni permiten determinar directamente si 

una resolución judicial es correcta, pero aportan información sobre la manera en que se comprende la 

intervención institucional dentro del proceso civil. En el ámbito práctico, el estudio contribuye a conocer 

la valoración profesional sobre los límites y las funciones del Ministerio Público. En el ámbito 

académico, proporciona evidencia cuantitativa que complementa el análisis normativo y puede servir 

como referencia para futuras investigaciones sobre la tutela del interés general. 

El estudio tuvo como objetivo general determinar la relación entre el rol e intervención del Ministerio 

Público y la tutela del interés general en el proceso civil hondureño. De este propósito se desprendieron 

tres objetivos específicos: relacionar la actuación de la FEMAC con el control de legalidad y orden 

público; examinar el vínculo entre el principio de legalidad y sus límites y la supletoriedad e integración 

normativa; y relacionar el control de legalidad con la tutela del interés general. La pregunta central fue 

la siguiente: ¿qué relación existe entre el rol e intervención del Ministerio Público y la tutela del interés 

general en el proceso civil hondureño, según profesionales con experiencia en el área civil? 
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METODOLOGÍA 

DISEÑO Y PARTICIPANTES 

Se trabajó con enfoque cuantitativo, diseño no experimental de corte transeccional y alcance 

correlacional. La información se obtuvo en un solo periodo, sin manipular las variables. En 

consecuencia, el análisis se limitó a establecer cómo variaban conjuntamente las puntuaciones ordinales 

agregadas; no se plantearon inferencias causales (Hernández-Sampieri & Mendoza Torres, 2018). 

La muestra reunió a 160 profesionales del derecho residentes en distintos lugares de Honduras. El 

acceso se realizó por conveniencia, a partir de contactos directos de los investigadores. Podían participar 

quienes se encontrarán en ejercicio, acreditaran más de un año de experiencia civil, conocieran la 

actuación del Ministerio Público en esa materia y aceptaran voluntariamente el consentimiento 

informado. No se pidió experiencia en un expediente particular. Para resguardar la identificación, la 

procedencia solo se clasificó como urbana o rural y no se registró el departamento. 

Tabla 1. Perfil de la muestra según cargo y sexo. 

Cargo Masculino Femenino Total 

Fiscal 4 7 11 

Juez 2 5 7 

Secretario 6 11 17 

Abogado privado 53 62 115 

Defensor público 5 5 10 

Total 70 90 160 

Fuente. Elaboración propia (2026). 

INSTRUMENTO Y CALIDAD DE LA MEDICIÓN 

El cuestionario fue elaborado para este estudio y constó de 32 ítems, respondidos en una escala de tres 

alternativas: 1=En desacuerdo, 2=Ni de acuerdo ni en desacuerdo y 3=De acuerdo. Treinta reactivos se 

agruparon, de cinco en cinco, en las puntuaciones utilizadas: rol e intervención del Ministerio Público 

(1–5), tutela del interés general (6–10), Fiscalía Especial en Materia Civil (11–15), control de legalidad 

y orden público (16–20), principio de legalidad y límites (21–25) y supletoriedad e integración 

normativa (26–30). Las dos preguntas generales se analizaron por separado y no ingresaron en las 

correlaciones. 

Antes de la aplicación, tres expertos revisaron el contenido: un metodólogo y dos especialistas jurídicos. 

Valoraron la claridad, pertinencia y congruencia de cada reactivo. Después de realizar los ajustes 

indicados por los expertos se aplicó el piloto a 10 profesionales que tenían un perfil similar al requerido 

para participar en el estudio. El alfa calculado para los 32 ítems fue .953. Aunque el valor señala elevada 



Revista NEYART 
ISSN: 2992 - 7161 

 

  

 

Edición 4 | Vol. 4 – Núm. 5 | julio – diciembre 2026 |                    Página 103 Artículo de Investigación Original 

 

consistencia interna, debe leerse como una estimación inicial debido al número reducido de participantes 

en el piloto (George & Mallery, 2023). 

PROCEDIMIENTO Y ANÁLISIS 

La información se reunió de febrero a abril de 2026. Los investigadores prepararon el cuestionario en 

Google Forms y circularon el enlace por aplicaciones de mensajería, principalmente WhatsApp. Antes 

de abrir el apartado de respuestas, las personas invitadas conocieron —de manera oral y escrita— el 

motivo del estudio, el carácter opcional de su colaboración y el manejo confidencial de la información. 

El consentimiento quedó documentado mediante una respuesta dentro del formulario. La instancia 

institucional competente de la Universidad Tecnológica de Honduras revisó la investigación; los autores 

no disponen de un número identificador de esa revisión. 

El procesamiento se hizo en IBM SPSS Statistics 27. Los recuentos y porcentajes se calcularon 

únicamente para caracterizar a quienes respondieron. Las asociaciones entre las seis puntuaciones 

agregadas se estimaron con rho de Spearman, estadístico no paramétrico apropiado para relaciones 

monotónicas con puntuaciones ordinales y que no depende del supuesto de normalidad multivariante 

(Field, 2013). Se fijó α=.05 como criterio de decisión. Algunas probabilidades aparecieron en SPSS 

como .000; se escribieron p<.001 porque la salida representa un valor inferior a la precisión mostrada, 

no una probabilidad igual a cero. 

ANÁLISIS DE RESULTADOS 

CARACTERÍSTICAS DE LA MUESTRA 

De las 160 personas consultadas, 90 fueron mujeres (56.25%) y 70 hombres (43.75%). El ejercicio 

privado reunió 115 casos (71.88%): 62 mujeres y 53 hombres. El resto correspondió a 17 secretarios, 11 

fiscales, 10 defensores públicos y siete jueces. Estas cantidades describen a quienes se alcanzó mediante 

el procedimiento de reclutamiento; no constituyen un perfil ocupacional del sistema de justicia 

hondureño. 
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Figura 1. Distribución de participantes por cargo y sexo. 

Fuente. Elaboración propia (2026). 

La ubicación declarada fue urbana para 142 participantes (88.75%) y rural para 18 (11.25%). Respecto a 

la trayectoria profesional, 90 personas (56.25%) tenían 11 años o más de experiencia, 38 (23.75%) se 

ubicaron entre uno y cinco años y 32 (20.00%) entre seis y diez. Como el instrumento no midió 

infraestructura ni oportunidades de empleo, los recuentos no permiten explicar por qué se produjo esta 

distribución. 

 

Figura 2. Experiencia profesional según ubicación urbana o rural. 

Fuente. Elaboración propia con las salidas descriptivas originales (2026). 

RELACIONES ENTRE LAS PUNTUACIONES ANALIZADAS 

La primera correlación se calculó con la suma de los ítems 1–5, referidos al rol e intervención del 

Ministerio Público, y la de los ítems 6–10, sobre tutela del interés general. Se obtuvo ρ=.669, con 
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p<.001 y N=160. En esta muestra, las dos puntuaciones aumentaron conjuntamente con una intensidad 

positiva. El coeficiente no permite establecer que una de ellas produzca cambios en la otra. 

Tabla 3. Correlación entre rol e intervención del Ministerio Público y tutela del interés general. 

Correlaciones 

 
Rol e intervención del 

MP 

Tutela del interés 

general 

Rho de Spearman 

Rol e intervención del MP 

Coeficiente de correlación 1,000 ,669** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 160 160 

Tutela del interés general 

Coeficiente de correlación ,669** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 160 160 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Nota. ** Significativa al nivel .01, prueba bilateral. SPSS consignó ,000; debido a que el programa redondea a tres decimales, 

se reporta p<.001.  

Fuente. Cálculo propio con IBM SPSS Statistics 27 (2026). 

Para el segundo análisis se contrastó la puntuación de la FEMAC, integrada por los ítems 11–15, con la 

de control de legalidad y orden público, formada por los ítems 16–20. El resultado fue ρ=.786 (p<.001; 

N=160), el valor más alto de los cuatro análisis. La asociación refleja correspondencia entre respuestas, 

no un efecto atribuible a la fiscalía especializada. 

Tabla 4. Correlación entre Fiscalía Especial en Materia Civil y control de legalidad y orden público. 

Correlaciones 

 
Fiscalía Especial 

civil 

Control de 

legalidad y orden 

público 

Rho de Spearman 

Fiscalía Especial civil 

Coeficiente de correlación 1,000 ,786** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 160 160 

Control de legalidad y orden 

público 

Coeficiente de correlación ,786** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 160 160 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Nota. ** Significativa al nivel .01, prueba bilateral. El registro ,000 de SPSS corresponde a una probabilidad inferior al tercer 

decimal y se presenta como p<.001.  

Fuente. Cálculo propio con IBM SPSS Statistics 27 (2026). 
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La tercera prueba relacionó los ítems 21–25, correspondientes al principio de legalidad y sus límites, 

con los ítems 26–30, relativos a supletoriedad e integración normativa. La estimación alcanzó ρ=.743 

(p<.001; N=160). Ambas puntuaciones presentaron una relación positiva, sin que el diseño permita 

asignar dirección o causalidad al vínculo. 

Tabla 5. Correlación entre principio de legalidad y límites y supletoriedad e integración normativa. 

Correlaciones 

 
Principio de 

legalidad y límites 

Supletoriedad e 

integración 

normativa 

Rho de Spearman 

Principio de legalidad y límites 

Coeficiente de correlación 1,000 ,743** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 160 160 

Supletoriedad e integración 

normativa 

Coeficiente de correlación ,743** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 160 160 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Nota. ** Significativa al nivel .01, prueba bilateral. El valor visible en la salida fue ,000; la notación utilizada en el 

manuscrito es p<.001.  

Fuente. Cálculo propio con IBM SPSS Statistics 27 (2026). 

Finalmente, se comparó control de legalidad y orden público (ítems 16–20) con tutela del interés general 

(ítems 6–10). La correlación fue positiva, ρ=.592 (p<.001; N=160), y resultó la menor entre las 

estimadas. Aun así, el valor evidencia variación conjunta entre ambas puntuaciones dentro de la 

muestra, no una relación de causa y efecto. 

Tabla 6. Correlación entre control de legalidad y orden público y tutela del interés general. 

Correlaciones 

 
Control de legalidad 

y orden público 

Tutela del interés 

general 

Rho de Spearman 

Control de legalidad y orden 

público 

Coeficiente de correlación 1,000 ,592** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 160 160 

Tutela del interés general 

Coeficiente de correlación ,592** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 160 160 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Nota. ** Significativa al nivel .01, prueba bilateral. SPSS redondeó la significancia a ,000; el resultado se comunica como 

p<.001.  

Fuente. Cálculo propio con IBM SPSS Statistics 27 (2026). 
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DISCUSIÓN 

Los cuatro coeficientes fueron positivos y estadísticamente significativos. Quienes calificaron con 

mayor puntuación la participación fiscal acostumbraron a puntuar también más alto la protección de 

intereses que superan una pretensión individual. Esa coincidencia no equivale a conducta institucional 

observada. La investigación no revisó expedientes, tiempos de tramitación, dictámenes fiscales ni 

decisiones judiciales; en consecuencia, nada permite calificar el desempeño práctico del Ministerio 

Público o de los tribunales. 

La relación entre el rol del Ministerio Público y la tutela del interés general alcanzó una correlación 

positiva media, lo que indica que ambas puntuaciones presentaron una asociación positiva entre los 

profesionales consultados. Este resultado puede relacionarse con las funciones que desarrolla la FEMAC 

en los procesos civiles y de familia, incluyendo la representación del Ministerio Público y su función 

dictaminadora en los casos establecidos por la normativa (Ministerio Público de Honduras, 2025). Sin 

embargo, el resultado no significa que la intervención fiscal sea necesaria en todos los procesos civiles 

ni que su participación produzca mejores decisiones, ya que el estudio solamente analizó las 

valoraciones de los participantes. 

La relación de mayor magnitud se encontró entre la actuación de la FEMAC y el control de legalidad y 

orden público, obteniendo un correlación positiva considerable. Esto permite observar que los 

profesionales consultados relacionan las funciones de la fiscalía especializada con el cumplimiento de la 

legalidad dentro del proceso civil. Los estudios sobre litigación de interés público también reconocen la 

participación de los órganos fiscales en la protección de intereses colectivos, aunque su actuación 

depende de la organización institucional y del control realizado por los órganos judiciales (Li, 2022; Ma 

& Xiang, 2023; Zhang, 2023). No obstante, debe considerarse que las dos puntuaciones evaluadas 

contienen aspectos cercanos, lo que también puede contribuir a que la relación encontrada sea más 

elevada. 

El principio de legalidad y sus límites se relacionó positivamente con la supletoriedad e integración 

normativa, obteniendo una correlación positiva media. De acuerdo con las respuestas, los participantes 

consideran que la integración de vacíos normativos puede realizarse sin dejar de respetar los límites 

establecidos para la actuación del Ministerio Público. Esta aplicación no permite que mediante la 

supletoriedad se creen facultades diferentes o se extiendan las competencias que ya se encuentran 

reconocidas en la ley. La función nomofiláctica ayuda a que el derecho se interprete de manera 

uniforme, pero esto no significa que reemplace las atribuciones legales que corresponden a cada 
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institución (Faggiolo et al., 2019). Lo obtenido expresa la valoración de los profesionales consultados y 

no puede entenderse como una autorización para aumentar las funciones del fiscal. 

De las cuatro correlaciones estudiadas, la del control de legalidad con la tutela del interés general fue la 

menor, aunque mantuvo una asociación positiva media. Según las respuestas obtenidas estas funciones 

guardan relación, pero no significan lo mismo y tampoco quedan bajo la responsabilidad exclusiva del 

Ministerio Público. En esta protección también tienen responsabilidad el juez, las partes que participan y 

las normas que deben aplicarse de acuerdo con cada proceso. La experiencia de otros países muestra que 

la litigación pública ya comprende asuntos ambientales, alimentarios y de protección de derechos; sin 

embargo, todavía se presentan problemas por normas poco claras, diferencias entre territorios y 

decisiones que quedan a discreción de las instituciones (Wang, 2025; Han & Li, 2026). 

Revisar lo realizado en otros países ayuda a conocer cómo se ha desarrollado la participación fiscal, 

teniendo presente que sus normas no son iguales a las hondureñas. En España la defensa de la legalidad 

y del interés público forma parte de las responsabilidades del Ministerio Fiscal, pero su intervención 

corresponde solo en los casos que determinan las disposiciones aplicables (Jefatura del Estado de 

España, 1981, 2000). En Honduras este análisis debe partir del Código Procesal Civil y de las funciones 

que se encuentran reconocidas a la FEMAC. De esta manera, la legislación extranjera resulta útil como 

referencia, pero no es una base para asignar funciones que el ordenamiento jurídico hondureño no ha 

establecido. 

En términos prácticos, los resultados muestran la necesidad de explicar con mayor claridad los casos en 

que corresponde la intervención del Ministerio Público y los criterios que deben aplicarse. Los 

profesionales del área civil deben distinguir cuándo el fiscal participa como parte, representa a una 

persona que requiere protección o emite una opinión jurídica, debido a que estas funciones no tienen el 

mismo propósito. Esta actuación debe respetar la igualdad procesal, la razonabilidad y la tutela judicial 

efectiva, evitando que la protección de una de las partes produzca una nueva desigualdad dentro del 

proceso (Valiente-Ángel & Chimborazo-Castillo, 2025). Para conocer si estas medidas son efectivas, 

será necesario realizar otros estudios que incluyan la revisión de expedientes y resultados procesales. 

CONCLUSIONES 

1. Se encontró una relación positiva entre rol e intervención del Ministerio Público y tutela del interés 

general. Dentro de la muestra, las valoraciones sobre ambas dimensiones tendieron a elevarse juntas. 

Con ello se responde al objetivo general, pero no se prueba que la intervención fiscal cause una tutela 

más efectiva. 
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2. FEMAC y control de legalidad y orden público registraron la asociación más alta. El resultado 

evidencia una correspondencia marcada entre las dos puntuaciones y coincide con la naturaleza de las 

funciones atribuidas a la fiscalía especializada. También exige cautela por la proximidad conceptual 

entre los contenidos medidos. 

3. El principio de legalidad y sus límites se asoció positivamente con la supletoriedad e integración 

normativa. Los participantes no trataron la integración de vacíos como opuesta a la delimitación legal. 

Esta apreciación no amplía competencias ni reemplaza la habilitación prevista en la ley. 

4. Control de legalidad y tutela del interés general se relacionando de forma moderada. Son dimensiones 

vinculadas, pero no equivalentes. Dado que se analizaron percepciones profesionales, no corresponde 

concluir que disminuyó la arbitrariedad, mejoraron las sentencias o se redujeron los tiempos procesales. 

LIMITACIONES Y TRABAJO FUTURO 

La selección por conveniencia impide generalizar los coeficientes al conjunto de profesionales del 

derecho en Honduras. Además, predominaron los abogados privados y las personas de ubicación urbana, 

y el cuestionario recogió opiniones, no desempeño institucional observado. El corte transeccional 

tampoco permite ordenar temporalmente las variables. Un estudio posterior debería incorporar mayor 

diversidad de cargos y territorios, revisar expedientes civiles y comparar la oportunidad, el contenido y 

la utilidad de la participación fiscal según el tipo de proceso. 
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Uso de inteligencia artificial generativa 

ChatGPT se empleó para una búsqueda exploratoria inicial. La selección y comprobación de las fuentes, 

el análisis de los datos, la interpretación de los resultados y la aprobación del texto final quedaron bajo 

responsabilidad de los autores. 
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Resumen -- El objetivo del estudio fue analizar el principio de oportunidad en el derecho procesal penal 

desde una perspectiva internacional comparada y examinar las relaciones entre discrecionalidad e 

intervención mínima, eficiencia y legalidad procesales, y selectividad penal y celeridad procesal. Se 

desarrolló una investigación cuantitativa, no experimental, transversal, descriptiva y correlacional. 

Participaron 100 profesionales del derecho vinculados al sistema penal hondureño, seleccionados 

mediante muestreo no probabilístico intencional. Se aplicó un cuestionario de 36 ítems, organizado en 

seis dimensiones y con una escala Likert de tres puntos. La consistencia interna obtenida en una prueba 

piloto con 10 profesionales fue α = .904. Las asociaciones se estimaron mediante el coeficiente de 

Spearman. Se observaron relaciones positivas entre discrecionalidad e intervención mínima (ρ = .438, p 

< .001), eficiencia y legalidad procesales (ρ = .539, p < .001), y selectividad penal y celeridad procesal (ρ 

= .605, p < .001). Los resultados describen asociaciones entre las percepciones de los participantes y no 

demuestran efectos causales ni cambios objetivos en la carga judicial. Se concluye que la selectividad 

penal y la celeridad procesal presentaron la asociación de mayor magnitud entre las examinadas, sin que 

ello permita atribuir a una dimensión la producción de cambios en la otra. 

Palabras clave-- celeridad procesal, discrecionalidad fiscal, intervención1, legalidad procesal, 

selectividad penal. 

 
Abstract -- This study analyzed the Principle of Opportunity in criminal procedure from an international 

comparative perspective and examined the relationships between discretion and minimum intervention, 

procedural efficiency and legality, and criminal selectivity and procedural timeliness. A quantitative, non-

experimental, cross-sectional, descriptive, and correlational design was used. The participants were 100 

legal professionals linked to the Honduran criminal justice system, selected through non-probability 

purposive sampling. A 36-item questionnaire organized into six dimensions and using a three-point Likert 

scale was administered. Internal consistency in a pilot test with 10 professionals was α = .904. 

Associations were estimated using Spearman's coefficient. Positive relationships were observed between 

discretion and minimum intervention (ρ = .438, p < .001), procedural efficiency and legality (ρ = .539, p 

< .001), and criminal selectivity and procedural timeliness (ρ = .605, p < .001). The findings describe 

associations among participants' perceptions and do not demonstrate causal effects or objective changes 

 
1 El término “intervención” corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
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in judicial workload. Criminal selectivity and procedural timeliness showed the strongest association 

examined, although this does not establish that either dimension produces changes in the other. 
Keywords: intervention2, procedural celerity, prosecutorial discretion, procedural legality, penal 

selectivity. 

 

 

INTRODUCCIÓN 

Desde hace tiempo, la justicia penal contemporánea atraviesa transformaciones y cuestiona, entre otras 

cosas, la vieja idea de perseguir todo delito sin importar las limitaciones reales para hacerlo con eficacia. 

Durante mucho tiempo el Derecho Procesal Penal concibió el principio de legalidad como garantía del 

Estado de Derecho, imponiendo al órgano acusador el deber de ejercer la acción penal frente a todo hecho 

con apariencia delictiva (Torres M. , 2022). Con el tiempo, el panorama ha cambiado: la capacidad 

institucional en los gobiernos demuestra límites ante el aparato punitivo, y cuando un delito compete con 

la eficiencia del sistema, se vuelve insostenible (Pérez, 2023). 

De ahí nace el Principio de Oportunidad, ligado a la racionalización del ejercicio de la acción penal, debido 

a que a nivel internacional su desarrollo se asocia a la evolución de los modelos procesales hacia esquemas 

acusatorios, donde el Ministerio Público asume un papel estratégico en la selección y priorización de 

casos. (Quirós, 2024) Si bien no se trata de un simple ajuste técnico del procedimiento penal, se trata de 

un cambio en la forma de concebir el poder punitivo del Estado, debido a que de una obligatoriedad rígida 

se pasa a una gestión más racional y selectiva, priorizando los casos que exigen una respuesta más efectiva 

del sistema de justicia. (Giraldo, 2022) 

En los sistemas anglosajones la discrecionalidad fiscal ha sido, desde hace tiempo, bastante amplia, y 

basta con el interés público, la viabilidad probatoria o la conveniencia institucional para justificar una 

decisión. Los sistemas de tradición continental europea, en cambio, optaron por otro camino: incorporaron 

el Principio de Oportunidad bajo esquemas normativamente delimitados, buscando evitar arbitrariedades. 

Y en América Latina, las reformas procesales de finales del siglo XX terminaron consolidándolo como 

instrumento de política criminal, útil para descongestionar tribunales, concentrar esfuerzos en los delitos 

graves y fortalecer mecanismos alternativos de resolución de conflictos. (Álvarez, 2023) 

La doctrina contemporánea lo ha estudiado como un instrumento capaz de articular con más flexibilidad 

las estrategias de persecución penal dentro de los sistemas de justicia, debido a que responde a una 

 
2 The term “intervention” is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
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necesidad bastante concreta, administrar con más eficiencia los recursos institucionales y evitar que el 

aparato judicial termine saturado con casos de escasa relevancia penal. (Rojas, 2022) Así mismo, no opera 

solo como técnica procesal, debido a que también funciona como mecanismo de política criminal, 

orientando la intervención del sistema penal hacia la protección efectiva de los bienes jurídicos más 

relevantes. La discusión sobre su alcance, de ese modo, ya no se limita al plano normativo, sino que se 

extiende al análisis de cómo los Estados organizan sus estrategias de persecución del delito frente a una 

demanda judicial cada vez mayor. (Armero, 2023) 

Si bien su implementación ha generado un debate doctrinal que no termina de resolverse, la introducción 

de criterios de oportunidad deja abierta la pregunta sobre si son realmente compatibles la discrecionalidad 

y la legalidad, y sobre si la desigualdad frente a la ley puede derivar de la flexibilidad procesal ligada a 

los riesgos de la selectividad penal. La discusión, de ese modo, no se limita a si el principio alivia la carga 

judicial, sino que se extiende a si redefine el paradigma tradicional de persecución penal, o si debe 

entenderse como una excepción reglada dentro del principio de legalidad. 

El fortalecimiento del modelo acusatorio en América Latina ha situado al Ministerio Público como actor 

central en la definición de prioridades de persecución penal; de ahí la necesidad de delimitar con claridad 

los criterios que orientan la aplicación del Principio de Oportunidad, garantizando coherencia, control 

judicial y respeto por las garantías fundamentales. La discusión, en ese sentido, ya no se centra tanto en 

la conveniencia de adoptarlo, sino en sus límites y en la manera de construir estándares que aseguren una 

aplicación objetiva. (Moreno C. , 2021) 

La búsqueda bibliográfica del estudio menciona la comparativa de estudios sobre el Principio de 

Oportunidad en la cultura anglosajona, continental europea y reformas de LATAM, considerando las seis 

dimensiones seleccionadas (discrecionalidad, intervención mínima, eficiencia procesal, legalidad 

procesal, selectividad penal y celeridad procesal), organizando la persecución para mayor beneficio social 

y efectividad judicial. 

El presente trabajo adquiere relevancia en cuanto a la necesidad de comprender la aplicación del Principio 

de Oportunidad como mecanismo de racionalización de la actividad persecutoria del Estado. Este 

principio, según Murcia Castro (2025), tiene que ver con las limitaciones materiales de la justicia penal 

para perseguir todos los hechos delictivos, lo que permite tener en cuenta criterios relacionados con la 

relevancia social de la conducta, el daño al bien jurídico, la reparación de la víctima y el interés público 
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en la persecución penal. Este planteamiento muestra la importancia de ver cómo se relacionan la 

discrecionalidad, la intervención mínima, la eficiencia, la legalidad, la selectividad y la celeridad de su 

aplicación. 

En el contexto hondureño, el estudio es relevante, porque permite saber cómo los profesionales 

relacionados al sistema penal perciben las relaciones entre estas dimensiones. En el plano práctico, la 

información que se obtiene permite comprender cómo se aplica el Principio de Oportunidad dentro del 

funcionamiento del sistema procesal penal. En el ámbito académico aporta evidencia cuantitativa 

localizada en Honduras que complementa la discusión jurídica, doctrinal y comparada que se desarrolla 

en la literatura. Sin embargo, sus resultados reflejan sólo las percepciones del grupo encuestado, y no 

prueban una disminución objetiva de la carga judicial ni pueden ser generalizadas a todos los profesionales 

del país. 

Por lo tanto, el objetivo general de este estudio fue analizar la regulación internacional sobre el principio 

de oportunidad y su relación con aspectos de los procesos del sistema de justicia penal hondureño a partir 

de las percepciones de los actores clave de dicho sistema, así como de las asociaciones entre las 

dimensiones examinadas. Este amplio objetivo ha dado lugar a tres objetivos específicos: examinar la 

relación entre la discrecionalidad y la intervención mínima; analizar la relación entre la eficiencia procesal 

y la legalidad procesal; y determinar la relación entre la selectividad penal y la celeridad procesal. A partir 

de estos objetivos se formuló la siguiente pregunta de investigación: ¿Qué relaciones existen entre la 

discrecionalidad y la intervención mínima, la eficiencia procesal y la legalidad procesal, y la selectividad 

penal y la celeridad procesal en el marco de la aplicación del principio de oportunidad? 

La eficiencia frente al delito es representativa como un desafío social complejo ante un sistema que debe 

lidiar con problemáticas representativas; el uso de herramientas de actuación hacia casos de mayor riesgo 

puede priorizar estas necesidades. Así mismo, comprender estas dinámicas obliga a situar el Principio de 

Oportunidad dentro del entramado del proceso penal, no solo como mecanismo de gestión sino también 

como reflejo de la evolución de la política criminal en los sistemas contemporáneos. (Sendra, 2020) 

A la fecha, y a escala internacional, la discusión sobre los mecanismos que racionalizan la persecución 

penal ha cobrado especial relevancia, debido a que diversos estudios comparados apuntan en la misma 

dirección y coinciden en que la creciente carga de trabajo en los tribunales penales ha obligado a los 
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Estados a replantear cómo administran la acción penal, promoviendo modelos que priorizan determinados 

casos y optimizan el uso de los recursos institucionales. (Gómez, 2023) 

En distintos países, las reformas procesales han incorporado herramientas para mejorar la eficiencia del 

sistema, entre ellas la posibilidad de aplicar criterios que permitan decidir cuándo conviene continuar con 

la persecución penal y cuándo es mejor optar por otra forma de respuesta jurídica, debido a que este 

enfoque ha sido ampliamente analizado por la doctrina internacional, que lo sitúa dentro de las estrategias 

de modernización de los sistemas de justicia. (Torres L. , 2023) 

La doctrina comparada ha insistido en que la introducción de criterios de oportunidad responde a la 

necesidad de adaptar el sistema penal a contextos sociales cada vez más complejos, debido a que, según 

diversos estudios, perseguir todo delito sin límite puede tener efectos contraproducentes: tribunales 

saturados, procesos que se dilatan, decisiones judiciales de menor calidad. Así mismo, los sistemas de 

justicia han comenzado a organizar la actividad persecutoria de forma estratégica, bajo el marco de 

prioridades institucionales hacia los delitos de alto impacto social. 

A partir de este punto, el debate sobre la aplicación del Principio de Oportunidad también ha ido ganando 

terreno a nivel nacional, dentro de la práctica jurídica y académica, debido a que la evolución del proceso 

penal ha dejado ver la necesidad de mecanismos que enfrenten mejor la saturación del sistema judicial y 

mejoren la capacidad institucional para atender los casos de mayor relevancia. (Hernandez, 2023) 

No deben descuidarse los derechos fundamentales ni la transparencia como acciones tomadoras de 

decisiones del órgano acusador, en la búsqueda de un principio coherente con los objetivos de la política 

criminal. Así mismo, entender esto ayuda a explicar cómo las instituciones del sistema penal van 

adaptando sus prácticas a las condiciones reales en las que se administra justicia. (Londoño, 2023) 

Una de las funciones es equilibrar el principio de protección de bienes jurídicos, donde la doctrina 

reconoce que no todas las conductas delictivas requieren intervención directa con el Estado; dado esto, es 

una herramienta estratégica para priorizar casos y reducir saturación judicial, bajo un enfoque preventivo 

y selectivo, para la efectividad de este principio central. 

El Ministerio Público es el ente encargado de decidir los criterios en el momento de perseguir penalmente 

y cuándo no, otorgándole al principio de oportunidad; se muestra en los sistemas de justicia moderna, 

adaptados a la realidad, para evitar la sobrecarga de tribunales, concentrada en el estudio de casos de 
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mayor relevancia, en la búsqueda de un cambio profundo de la persecución automática a la evaluación 

estratégica. (Jiménez Jiménez, 2024) 

Si bien analizar el Principio de Oportunidad implica también entender sus límites y sus condiciones de 

aplicación, su efectividad depende en buena medida de marcos normativos claros y de controles 

institucionales que eviten que la discrecionalidad derive en arbitrariedad, debido a que de esa manera 

termina funcionando como un instrumento de planificación judicial, capaz de mejorar la calidad de la 

respuesta penal sin comprometer los derechos de los involucrados. (Rodríguez, 2024) 

La estrategia de gestión en el sistema penal brinda un panorama de estudio ante el principio, para no 

entenderlo de forma aislada sino como una eficiencia del sistema institucional, modificando la dinámica 

de los procesos para la toma de decisiones del Ministerio Público. 

En el proceso penal existe la estructura normativa y procedimental dentro de la cual se ejerce la acción 

penal, para comprender cómo interactúan las normas, actores y recursos. Así mismo, herramientas como 

el Principio de Oportunidad modifican la dinámica tradicional de los procesos y los orientan hacia la 

eficiencia y la priorización de casos, en un sistema complejo donde administrar los recursos de forma 

estratégica resulta esencial para una justicia efectiva. (Chorres, 2024) 

Según la literatura internacional revisada, los cambios en el proceso penal no buscan solo acelerar los 

procedimientos, debido a que también buscan mejorar la transparencia y la legitimidad de la justicia. Así 

mismo, al analizar esta variable se observa que aplicar criterios selectivos dentro del proceso penal ayuda 

a distribuir los casos de forma más racional, evita la saturación y aumenta la capacidad del sistema para 

atender los delitos más graves. (Avella, 2022) 

La selección estratégica de casos le permite al órgano acusador identificar aquellos delitos cuya 

persecución genera mayor impacto social o institucional, debido a que refleja la capacidad del sistema 

penal para priorizar acciones y concentrar esfuerzos donde realmente importa, de modo que los recursos 

se usen con eficiencia. Si bien no se trata de excluir casos por conveniencia, se trata de organizar la 

persecución penal de manera que genere mayor beneficio social y efectividad judicial. (Messina, 2022) 

El Ministerio Público requiere de criterios claros que guíen la selección estratégica. Así mismo, la 

discrecionalidad no debe derivar en desigualdad, como parte de una discusión del principio que se rige 

por los derechos fundamentales y la transparencia. (Rua, 2022) 
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Los criterios de intervención penal son las pautas que determinan cuándo el Estado debe activar el proceso 

penal frente a una conducta delictiva, y permiten evaluar la necesidad y proporcionalidad de la acción 

punitiva, reservando la intervención para las situaciones donde la respuesta penal resulta realmente 

indispensable, debido a que este análisis deja ver un enfoque selectivo y preventivo, en el que la protección 

de los bienes jurídicos se equilibra con la eficiencia institucional. (Bidasolo, 2021) 

Estos criterios también orientan la toma de decisiones sobre la pertinencia de usar mecanismos alternativos 

o medidas preventivas, debido a que le permiten al sistema judicial enfocarse en los casos de mayor 

relevancia y riesgo social, reducir la sobrecarga de tribunales y optimizar los recursos disponibles. Así 

mismo, bien implementados, contribuyen a una justicia penal más ágil, efectiva y socialmente 

responsable. (Copete, 2022) 

Los criterios de aplicación del Principio de Oportunidad establecen reglas claras para decidir cuándo el 

Ministerio Público debe abstenerse de ejercer la acción penal, debido a que resulta clave para que el 

principio se aplique de manera objetiva, consistente y coherente con la política criminal. Así mismo, su 

estudio permite evaluar la relación entre flexibilidad procesal y control institucional. (Abanto, 2024) 

Los criterios se utilizan como mecanismos de medidas preventivas para enfocarse en casos relevantes y 

de riesgo, incluyendo: gravedad del delito, antecedentes del imputado, reparación del daño y relevancia 

social, como pautas para activar el proceso penal en el caso de un enfoque selectivo y preventivo. (Abanto, 

2024) 

Los mecanismos de descongestión judicial son estrategias pensadas para reducir la saturación de los 

tribunales y optimizar la administración de justicia, debido a que muestran cómo la aplicación del 

Principio de Oportunidad ayuda a liberar recursos para atender los casos más complejos y relevantes. Así 

mismo, la descongestión judicial, según este análisis, no solo mejora la eficiencia, sino que fortalece la 

percepción de legitimidad del sistema penal. (Murcia Castro, 2025) 

Sin embargo, acuerdos alternativos, resoluciones rápidas y delitos menores son preocupación para el 

sistema, a falta de calidad en las decisiones judiciales que aporten a la satisfacción ciudadana de la justicia. 

(Murcia Castro, 2025) 

El principio se ubica con sus orígenes en la política criminal. Seguidamente, la intervención punitiva del 

Estado debe guiarse por proporcionalidad y protección de los bienes jurídicos, evitando su utilización 

indiscriminada (Samper, 2020) 
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La organización del proceso penal, la selección estratégica y los criterios de intervención son mecanismos 

de descongestión; en relación a la gestión institucional, han comenzado a organizar una persecución más 

estratégica, respetando el impacto social, al vincularse con elementos estructurales de la etapa 

contemporánea. (Monsalve, 2023) 

Bajo esta mirada, el proceso penal deja de entenderse solo como un procedimiento rígido de persecución 

automática y pasa a ser un espacio de decisiones estratégicas orientadas a garantizar respuestas jurídicas 

más efectivas y socialmente pertinentes, debido a que el Principio de Oportunidad no es solo una figura 

procesal. Así mismo, es un instrumento vinculado a la organización del sistema penal y a la forma en que 

las instituciones gestionan la persecución del delito en contextos de alta demanda judicial. (Labarthe, 

2020) 

DESARROLLO 

El estudio se desarrolló con enfoque cuantitativo, alcance descriptivo y correlacional, diseño no 

experimental y corte transversal. Se midieron, en un único momento y sin manipulación de variables, las 

percepciones de los participantes sobre seis dimensiones relacionadas con el Principio de Oportunidad y 

el derecho procesal penal. Debido a su naturaleza correlacional, el diseño permitió estimar asociaciones, 

pero no establecer causalidad. 

La población de referencia estuvo constituida por profesionales vinculados al sistema penal hondureño. 

La muestra quedó integrada por 100 participantes, meta definida por conveniencia y alcanzada mediante 

muestreo no probabilístico intencional y contactos directos de los investigadores. Participaron jueces, 

defensores privados, secretarios, defensores públicos y fiscales. La participación no se restringió a una 

sola localidad; sin embargo, no se registró el departamento de procedencia, por lo que los datos no 

permiten establecer cobertura ni representatividad nacional. 

Los criterios de inclusión fueron: ejercer activamente en el ámbito jurídico penal, contar con más de un 

año de experiencia profesional y haber participado en procesos relacionados con el Principio de 

Oportunidad. Se excluyeron profesionales sin experiencia específica en la materia. La distribución por 

cargo se presenta en la Tabla 1. 

Tabla 1. Perfil de la unidad de análisis según cargo. 
 

Unidad de análisis 

Profesionales del derecho No 
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Juez 12 

Defensor Privado 58 

Secretario 10 

Defensor Público 6 

Fiscal 14 

Total 100 

 

Fuente. Elaboración propia. 

El instrumento fue un cuestionario estructurado de 36 ítems, distribuidos en seis dimensiones de seis ítems 

cada una: discrecionalidad, intervención mínima, eficiencia procesal, legalidad procesal, selectividad 

penal y celeridad procesal. Las respuestas se registraron en una escala Likert de tres puntos: 1 = En 

desacuerdo, 2 = Ni de acuerdo ni en desacuerdo y 3 = De acuerdo. La pertinencia y claridad de los ítems 

fueron revisadas por tres especialistas en metodología e investigación. Posteriormente se efectuó una 

prueba piloto con 10 profesionales de características similares a la muestra. La consistencia interna del 

instrumento fue α = .904 para los 36 ítems. 

Tabla 2. Estadísticas de fiabilidad. 
 

 

 

 

 

 

 

 

  

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

La recolección se realizó entre febrero y mayo de 2026. El cuestionario se elaboró en Google Forms y se 

distribuyó mediante correo electrónico y aplicaciones de mensajería. La participación fue voluntaria y el 

consentimiento se obtuvo verbalmente. El formulario recopiló direcciones de correo electrónico, por lo 

que la recolección fue confidencial, no anónima. Esos datos se eliminaron antes del análisis y no se 

incorporaron a SPSS. 

Las respuestas se exportaron a Microsoft Excel para su depuración y luego se procesaron en SPSS, versión 

27. Se calcularon frecuencias y porcentajes para describir la muestra. Cada dimensión obtuvo su 

puntuación a partir de la suma de sus seis ítems correspondientes. El coeficiente de correlación de 

Spearman fue la prueba estadística aplicada para responder los objetivos específicos. Las respuestas se 

guardaron en Microsoft Excel para limpiarlas y después se usó SPSS, versión 27. Se calcularon 

 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach 
N de 

elementos 

,904 36 

Resumen de procesamiento de casos 

 N % 

Casos 

Válido 10 100,0 

Excluidoa 0 ,0 

Total 10 100,0 

a. La eliminación por lista se basa en todas las variables 

del procedimiento. 
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frecuencias y porcentajes para describir a la muestra. para cada dimensión, se sumó cada uno de sus seis 

ítems y el total puede ir de 6 a 18 puntos. Luego se aplicó el coeficiente de correlación de Spearman para 

analizar los tres pares de dimensiones que se plantearon. no se hizo un puntaje global del principio de 

oportunidad, porque el análisis se centró en las relaciones entre las dimensiones seleccionadas. La base 

de datos limpia, el cuestionario, la tabla de operacionalización y el esquema de codificación fueron 

guardados por los autores y están disponibles para su verificación, respetando la confidencialidad de los 

participantes. 

ANÁLISIS DE RESULTADOS  

La Figura 1 muestra cómo se distribuyen los participantes según su género y el cargo que ocupan. De un 

total de 100 profesionales entrevistados, 57 son hombres y 43 son mujeres. El grupo más grande de la 

muestra está formado por defensores privados, con 35 hombres y 23 mujeres, lo que suma 58 personas. 

En el cargo de juez, la distribución fue igual, con seis hombres y seis mujeres. Entre los fiscales hubo 

nueve hombres y cinco mujeres. En el caso de los defensores públicos, hubo cuatro hombres y dos 

mujeres. En el cargo de secretario, la distribución fue distinta, con tres hombres y siete mujeres. Desde un 

punto de vista descriptivo, estos resultados indican que la mayoría de los participantes eran de la defensa 

privada y que la distribución por género varió según el cargo. Sin embargo, como no se realizó ninguna 

prueba estadística para ver si existe una relación entre el género y el cargo, no se puede afirmar que haya 

diferencias importantes ni sacar conclusiones sobre las percepciones, criterios o desempeño de hombres 

y mujeres. 

 
Figura 1. Distribución por sexo y cargo desempeñado. 
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Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

 

La Figura 2 presenta la distribución combinada del tiempo de experiencia profesional y el área geográfica 

declarada por los participantes. De todo el grupo, 92 profesionales dijeron trabajar en zonas urbanas y 

ocho en zonas rurales. Entre quienes tenían entre uno y cinco años de experiencia, hubo 32 de áreas 

urbanas y cuatro de áreas rurales, en total 36 personas. En el rango de seis a diez años de experiencia, se 

registraron 32 personas urbanas y tres rurales, en total 35. Por otro lado, entre quienes tenían 11 años o 

más de experiencia, se encontraron 28 de áreas urbanas y uno de áreas rurales, en total 29. La distribución 

muestra que la presencia urbana fue más grande en los tres grupos de experiencia y que la participación 

rural fue pequeña en todo el grupo. Sin embargo, estos datos solo reflejan la composición del grupo 

estudiado. Debido al poco número de participantes rurales y a que no se registró el departamento de donde 

venían, no se puede demostrar una conexión entre la experiencia y el área geográfica ni afirmar que el 

grupo represente bien a todo el territorio. 

 
Figura 2. Tiempo de experiencia y área geográfica. 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

 

La Figura 2 muestra cómo se distribuyen los participantes por zona geográfica y por tiempo de experiencia 

profesional. Sin embargo, estos resultados solo reflejan características de la muestra. Como no se registró 

el departamento de dónde vienen los participantes, no se puede determinar su distribución por región ni 
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afirmar que representan a nivel nacional. Una vez descritas las características sociodemográficas de los 

participantes, se pasó al análisis correlacional de las dimensiones relacionadas con el principio de 

oportunidad, comenzando por la relación entre la discrecionalidad y la intervención mínima, que se 

presenta en la Tabla 3. 

Tabla 3. Discrecionalidad e intervención mínima. 
Correlaciones 

 Discrecionalidad 
Intervención 

Mínima 

Rho de Spearman 

Discrecionalidad 

Coeficiente de correlación 1.000 .438** 

Sig. (bilateral) . < .001 

N 100 100 

Intervención 

Mínima 

Coeficiente de correlación .438** 1.000 

Sig. (bilateral) < .001 . 

N 100 100 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

La Tabla 3 muestra una correlación positiva de magnitud moderada entre la discrecionalidad y la 

intervención mínima (ρ = .438, p < .001; n = 100). La relación positiva indica que quienes dieron 

puntuaciones más altas en la percepción de la discrecionalidad también tendieron a dar puntuaciones más 

altas en la intervención mínima. En el contexto del Principio de Oportunidad, este resultado sugiere que 

quienes percibieron una mayor libertad de decisión en la acción penal también valoraron más una 

intervención estatal limitada o selectiva. 

La significación estadística indica que la asociación observada es poco probable que se deba al azar en la 

muestra estudiada. Aunque la relación entre ambas dimensiones es moderada, esto muestra que están 

conectadas, pero no son iguales ni actúan de la misma forma. Dado que el estudio es correlacional, los 

resultados no permiten afirmar que la discrecionalidad cause una reducción en la intervención penal ni 

que asegure una aplicación correcta del Principio de Oportunidad. Tampoco se puede decir que la 

asociación se deba a la presión social, al tipo de delito, a la experiencia profesional o a otros factores que 

no se incluyeron en el análisis. 

Tabla 4. Eficiencia y legalidad procesales. 
 

Correlaciones 

 
Eficiencia 

Procesal 

Legalidad 

Procesal 

Rho de Spearman 
Eficiencia 

Procesal 

Coeficiente de correlación 1.000 .539** 

Sig. (bilateral) . < .001 
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N 100 100 

Legalidad 

Procesal 

Coeficiente de correlación .539** 1.000 

Sig. (bilateral) < .001 . 

N 100 100 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

La Tabla 4 presenta una relación positiva moderada entre eficiencia procesal y legalidad procesal (ρ = 

.539, p < .001; n = 100). Esto quiere decir que, en la muestra estudiada, las puntuaciones más altas en 

eficiencia procesal se encontraron junto a puntuaciones más altas en legalidad procesal. Desde la 

percepción de los participantes, la búsqueda de una actuación procesal más eficiente no se vio como un 

elemento contrario al cumplimiento de las normas y garantías que regulan el proceso penal. 

El coeficiente que se obtuvo es mayor que el registrado entre discrecionalidad e intervención mínima, 

aunque ambos resultados siguen siendo de magnitud moderada. La relación muestra que las percepciones 

de eficiencia procesal y de legalidad procesal están vinculadas, pero no demuestra que una cambie a la 

otra. Por eso, no se puede decir que una mayor observancia de la legalidad reduzca los tiempos procesales, 

los errores, las nulidades o los recursos, porque el estudio no midió esos resultados. El hallazgo cumple 

el objetivo de analizar la relación entre eficiencia procesal y legalidad procesal, y debe entenderse solo a 

partir de las percepciones de los profesionales consultados. 

Tabla 5. Selectividad penal y celeridad procesal. 
 

Correlaciones 

 
Selectividad 

Penal 

Celeridad 

Procesal 

Rho de Spearman 

Selectividad Penal 

Coeficiente de correlación 1.000 .605** 

Sig. (bilateral) . < .001 

N 100 100 

Celeridad Procesal 

Coeficiente de correlación .605** 1.000 

Sig. (bilateral) < .001 . 

N 100 100 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

La Tabla 5 muestra una correlación positiva de tamaño moderado a alto entre la selectividad penal y la 

celeridad procesal (ρ = .605, p < .001; n = 100). La dirección positiva significa que quienes obtuvieron 

mayores puntuaciones en selectividad penal también tuvieron mayores puntuaciones en celeridad 
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procesal. Esto indica que quienes consideraron favorable la priorización de ciertos casos también vieron 

con buenos ojos la rapidez en el trámite procesal. 

Este vínculo tuvo el valor numérico más alto de los tres que se analizaron. Sin embargo, el resultado no 

demuestra que existan diferencias estadísticas entre los tres coeficientes. El estudio no realizó una prueba 

especial para compararlos. Tampoco se puede concluir que la selectividad penal acelere los procesos, 

reduzca la saturación en los juzgados o disminuya la carga de trabajo de los tribunales. El hallazgo solo 

muestra que ambas variables estuvieron relacionadas en las opiniones del grupo estudiado. Apoya la 

necesidad de seguir investigando esta conexión con indicadores objetivos, como la duración de los 

procesos, el número de expedientes y la carga judicial. 

DISCUSIÓN  

Si bien las tres correlaciones son positivas y estadísticamente significativas, en la relación entre 

discrecionalidad e intervención mínima (ρ = .438) intervienen otros factores en una decisión fiscal vista 

desde el punto de vista punitivo del Estado, debido a que el estudio mide la percepción de profesionales 

legales y no hechos de causa y efecto. 

En relación al resultado de eficiencia y legalidad procesal (ρ = .539), el dato es coherente con la opinión 

de quienes consideran los controles legales como parte de un proceso ejecutado y ordenado, según se 

dispone. Así mismo, el estudio no está orientado a medir tiempos reales ni nulidades, sino meramente la 

percepción sobre la eficiencia en la práctica. 

El resultado de esta relación estadística (ρ = .605) sugiere que los casos de alta prioridad se benefician de 

la selectividad penal frente a la celeridad procesal, avanzando el proceso en el tiempo. Esto no se expresa 

con certeza por la naturaleza del estudio, pero sí de cara a lo que puede ocurrir en estos casos. 

En conjunto, estos resultados aportan una evidencia limitada al grupo consultado y deben interpretarse 

junto con la revisión de las tradiciones anglosajona, continental europea y latinoamericana, cuyas 

diferencias normativas impiden trasladar directamente las percepciones recogidas en Honduras a otros 

sistemas jurídicos. 

Del total de encuestados, las preguntas sociodemográficas sobre sexo, experiencia y área (rural o urbana) 

permiten medir las características de la población para efectos de los resultados del estudio. Sin embargo, 

asumir sin más que hombres y mujeres perciben el fenómeno de manera diferente implicaría comparar 

por grupos en un estudio adicional, que permita asegurar la solidez de esos datos. 
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CONCLUSIONES 

El primer resultado sobre sobre discrecionalidad e intervención mínima presentaron una correlación 

positiva moderada, lo que indica asociación entre ambas puntuaciones, esto no implica que el ejercicio 

discrecional garantice una reducción de la intervención penal. 

Sobre eficiencia y legalidad procesales mostraron una correlación positiva moderada, y el resultado refleja 

compatibilidad en las percepciones de los participantes, no acredita mejoras objetivas en tiempos, 

nulidades, calidad de decisiones o confianza institucional. 

Para la selectividad penal y celeridad procesal alcanzaron la asociación de mayor magnitud, lo cual 

respalda seguir estudiando el vínculo entre priorización de casos y gestión procesal, debido a que no 

demuestra, por sí misma, que la selectividad reduzca la saturación judicial. 

Si bien el Principio de Oportunidad adopta alcances distintos en las tradiciones anglosajona, continental 

europea y latinoamericana, en términos comparados, los hallazgos empíricos aquí presentados aportan 

apenas una aproximación perceptual situada en Honduras, debido a que no puede generalizarse a otros 

sistemas ni al conjunto de profesionales del país. 

TRABAJO A FUTURO 

Para futuras investigaciones se recomienda una muestra representativa a mayor escala, considerando la 

unidad de análisis con las características expuestas en este estudio, que logre un alcance exponencial. 

Se recomienda integrar un estudio mixto, tomando en cuenta la parte cualitativa en un diseño documental 

que permita comparar la percepción frente a la resolución de casos, partiendo de los expedientes. 

Así mismo, la comparación jurídica puede ampliarse con un protocolo explícito de selección de 

jurisdicciones y categorías equivalentes, debido a que las diferencias entre tradiciones procesales deben 

quedar sustentadas en normas y fuentes especializadas verificables. 

LIMITACIONES 

El muestreo fue no probabilístico e intencional, con un objetivo de 100 participantes basado en la 

conveniencia. Por esta razón, los resultados no pueden aplicarse al conjunto de profesionales del sistema 

penal de Honduras. Además, no se registró el departamento de donde venían los participantes, lo que 

dificulta evaluar su distribución geográfica y afirmar que representan a toda la región. El estudio se basó 
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únicamente en percepciones y no usó archivos ni datos oficiales de las instituciones. Los correos 

electrónicos que se recopilaron fueron eliminados antes del análisis. 

CONSIDERACIONES ÉTICAS 

La participación fue voluntaria. El formulario recopiló correos electrónicos, que fueron eliminados antes 

del análisis. Los investigadores informan que el estudio fue revisado por el comité de la Universidad 

Tecnológica de Honduras. 

FINANCIAMIENTO 

La investigación fue financiada con fondos propios de los autores y no recibió financiamiento externo. 

CONFLICTOS DE INTERÉS 

Los autores declaran que no existen conflictos de interés relacionados con el estudio. 

USO DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL 

Los autores utilizaron ChatGPT como apoyo en la búsqueda inicial de información y en una revisión 
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Resumen-- El objetivo del presente estudio fue el de analizar el recurso de reposición abreviado en el 

proceso civil. Para ello la metodología empleada partió de un enfoque un enfoque cuantitativo ya que a 

raíz de la naturaleza de la investigación se requiere de planteamientos estadísticos, a la vez se aborda un 

alcance descriptivo y correlacional ya que se pretende la caracterización de las características de la 

población objeto de estudio y las relaciones significativas que de ello se desprende, a la vez se observa un 

diseño no experimental ya que se generaron correlaciones significativas entre variables, finalmente se 

aborda un tipo transversal, ya que la recolección de la indagación de campo se lleva a cabo en un solo 

punto en el tiempo. La muestra fue conformada por 85 operadores de justicia y profesionales del derecho 

en Honduras, compuesta por jueces, fiscales, defensores públicos y abogados privados, la investigación 

fue aplicada a partir de una encuesta estructurada en escala Likert con 36 afirmaciones, cuya confiabilidad 

obtuvo un Alfa de Cronbach de 0.986, lo que observa una excelente consistencia interna. La investigación 

evidenció que el recurso de reposición abreviado se relaciona en un ,752** con el control de legalidad 

según el coeficiente Rho de Spearman, observando una correlación considerable, así mismo se observó 

que el recurso de reposición abreviado depende los plazos y proceso que se desarrolla para la aplicación 

de este y que además se percibe como un recurso o herramienta que contribuye a descongestionar las 

instancias mayores. En conclusión, el recurso de reposición abreviado se constituye como una herramienta 

dentro del proceso civil hondureño que destaca con el control de legalidad, la aplicación de plazos, la 

aplicación del derecho de impugnación de las partes, resultando una herramienta clave en el 

descongestionamiento del sistema. 

Palabras clave-- control de legalidad, derecho1, impugnación de resoluciones, recurso de reposición 

abreviado, tutela judicial efectiva. 

 

 

Abstract: The objective of this study was to analyze the abbreviated reconsideration procedure in civil 

proceedings. The methodology employed was based on a quantitative approach, given the nature of the 

research and the need for statistical analysis. It also adopted a descriptive and correlational approach, 

aiming to characterize the characteristics of the study population and the significant relationships that 

emerge from them. Furthermore, a non-experimental design was used, as significant correlations were 

 
1 El término “derecho” corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
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found between variables. Finally, a cross-sectional design was adopted, since the field research was 

conducted at a single point in time. The sample consisted of 85 justice system operators and legal 

professionals in Honduras, including judges, prosecutors, public defenders, and private attorneys. The 

research was administered using a structured Likert-scale survey with 36 statements, which demonstrated 

excellent internal consistency with a Cronbach's alpha of 0.986. The research showed that the abbreviated 

reconsideration appeal is related to legality control by .752** according to Spearman's Rho coefficient, 

indicating a considerable correlation. It was also observed that the abbreviated reconsideration appeal 

depends on the deadlines and procedures followed for its application and is perceived as a resource or tool 

that helps alleviate the burden on higher courts. In conclusion, the abbreviated reconsideration appeal is a 

key tool within the Honduran civil procedure, particularly in ensuring legality control, adhering to 

deadlines, and upholding the parties' right to appeal, thus proving crucial in reducing the caseload of the 

system. 

Keywords: abbreviated motion for reconsideration, challenging judicial decisions, effective judicial 

protection, law2, legality control.  

 

INTRODUCCIÓN 

El recurso de reposición abreviado en el proceso civil, es un medio una herramienta para la impugnación 

de autos y providencias no definitivos con el objeto de que aquel tribunal que los ha dictado reconsidere 

los mismos, la premisa es que este puede ser a petición de parte, fungiendo como un mecanismo válido 

que procede en los casos de infracción legal que contiene la resolución impugnada, en términos generales 

esto implica un mecanismo. La reposición, es un remedio de impugnación tendiente a que el mismo 

tribunal que dictó la resolución la modifique por contrario imperio. El poder de impugnación es una 

emanación del derecho de acción. Por el recurso se continúa la acción ante otras instancias o grados de la 

jurisdicción. (Llera, 2023). 

Así el recurso de reposición en materia civil procede de la importancia que se observa de impugnar autos 

y resoluciones que se consideran contrarios a derecho, o carentes de fundamentos, permitiendo peticionar 

al mismo juez que ha dictado ese auto esa providencia que la revise, y que considere su fundamento y su 

 
2 The term “law” is a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
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decisión, para que en el caso de ser necesario y de ser acertado el argumento del recurso de reposición se 

concretice lo peticionado en el mismo, se trata entonces de un medio de impugnación que es ejecutado a 

través de las partes o un tercero que haya sido afectado por una narración errónea del juzgador, en este 

caso puntual de análisis, sobre materia civil, siendo este el error del derecho que es esta la causa que 

perjudica la resolución, producido por la falta de aplicación e interpretación de una norma jurídica. 

(Macias, 2025). 

Este recurso es uno de los primero medios de impugnación aplicables al proceso civil, en este sentido, 

porque tiene efectos que pueden resultar eficientes sobre todo en cuanto a la economía procesal el mismo, 

al ser resuelto por el mismo juez que dictó el auto o la providencia, observa economía al no tener que 

acudir por ello a una instancia jerárquicamente mayor, además de que no abre debate sobre el fondo del 

litigio. En particular, el auto interlocutorio cuya función intermedia es resolver cuestiones procesales que, 

si bien no inciden directamente en el fondo de la litis, pueden afectar la validez del procedimiento y los 

derechos de las partes, presenta especiales dificultades interpretativas y, por ende, es materia para recurrir, 

y el efecto se limita solo a ser correctivo. (Collaguazo y otros, 2025). 

Muy alejado de la realidad que se busca con el recurso de reposición, este también puede tener efectos 

negativos, como el caso de su escasa eficacia práctica, pues al presentar una petición para corregir un error 

de impulso procesal, al presentarlo ante el juez que lo dicto, el resultado puede ser el mismo, que el juez 

confirma su propia decisión, por lo que en algunos casos se trata más de una formalidad antes que de un 

recurso efectivo, lo que resultaría contradictorio al objeto de un recurso como el de reposición. Sin dejar 

de lado su papel como instrumento que busca garantizar el derecho al debido proceso y la posibilidad de 

corregir errores judiciales, promoviendo dentro de otros factores la unificación de la jurisprudencia. (Daza, 

2025). 

Recursos como el de reposición entonces no deben perder la efectividad y la eficacia dentro del proceso 

civil, tomando en cuenta que este último ha sido diseñado para garantizar la solución justa y ordenada de 

los conflictos que se suscitan entre particulares en el orbe privado del derecho, tomando en cuenta 

principios que orientan a la agilidad de los procesos que es la razón por la cual existen como tal medios 

de impugnación como la reposición que la doctrina lo reconoce también como un recurso horizontal 

tratándose de un recurso sencillo, y recursos como este existen puesto que, no existe sistema de justicia 

penal en el mundo en el cual no se cometan errores. (Beltrán, 2024). 
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En este punto, se observa que el recurso de reposición cuenta con un objetivo claro dentro del proceso 

civil, lo cual, observa que es un recurso garante de derechos, puesto que observa la petición, y la corrección 

de errores si los hubiera. La interposición del recurso de reposición tiene por objeto la corrección o 

reconsideración de una decisión que pueda contener irregularidades que causen perjuicio a quien interpone 

el recurso. Pueden ser defectos de forma o errores materiales, así como irregularidades relativas a normas 

procesales y normas sustantivas. No obstante, quien interponga el recurso deberá demostrar el perjuicio 

que le causa la resolución impugnada. (Monjean-Decaudin, 2024). 

El recurso de reposición entonces cumple una función esencial en el proceso civil ya que permite que las 

partes que se ven afectadas por una resolución interlocutoria cuenten con un mecanismo inmediato y 

efectivo para solicitar una revisión evitando así que resoluciones como autos y providencias defectuosas 

se consoliden asegurando que el procedimiento se mantenga dentro de los parámetros de la legalidad y la 

justicia como tal. Así el objeto de recurso es evitar que un error del juez conduzca a una decisión injusta. 

Para remediar estos errores, los jueces pueden recurrir a la nulidad, convalidación o saneamiento de sus 

actuaciones, sin embargo, las partes pueden recurrir a los recursos como el de reposición y otros más que 

ofrece la normativa en materia civil. (Tates & Villacrés, 2024). 

Por otra parte, debe considerarse que un recurso como el de reposición es de especial atención puesto que 

el mismo contribuye a la transparencia judicial, puesto que, este obliga al juez a analizar y revisar sus 

decisiones, fundamentándola nuevamente y respondiendo de forma motivada, y de manera clara a lo 

peticionado para poder enmendar los errores que se hayan cometido, lo que fortalece la motivación de las 

resoluciones y la confianza de las partes, el recurso de reposición se convierte así en una herramienta de 

control interno del proceso civil que aunque se trata de un recurso sencillo este es indispensable para 

mantener la coherencia y la legitimidad de las actuaciones judiciales. De lo anterior se puede inferir que 

el proceso judicial es un camino en el que los principios y leyes procesales no solo regulan, organizan y 

ordenan el tránsito, sino también guían la supresión de obstáculos. (Cucatto, 2025). 

En este sentido, la investigación sobre el recurso de reposición abreviado en el proceso civil se torna 

relevante porque permite conocer la percepción de los profesionales del derecho respecto de su aplicación 

en la impugnación de resoluciones judiciales. En ese sentido, permite estudiar cómo se relaciona con el 

control de legalidad, la tutela judicial efectiva, el cumplimiento de los plazos y los trámites procesales, así 

como la impugnación de autos y providencias. Esto permitirá comprender cómo el funcionamiento de este 
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recurso dentro del proceso civil se vincula con la corrección de posibles errores contenidos en la 

resoluciones judiciales. 

Por otro lado, en el ámbito académico, la investigación brindará datos estadísticos cuantitativos sobre los 

componentes procesales estudiados y los completará con los aspectos jurídicos y doctrinales del recurso 

de reposición abreviado. Para ello, se utilizará información obtenido de profesionales con experiencia en 

el ámbito civil, lo que permitirá contrastar los aportes teóricos expuestos en el estudios con las 

percepciones recabadas de la población estudiada y facilitar mayor comprensión del fenómeno. 

Para efecto de la investigación, se implementó un enfoque cuantitativo debido a los análisis estadísticos 

planteados en los objetivos, con un alcances descriptivo y correlacional. Asimismo, su diseño es no 

experimental y transeccional, ya que las variables no fueron manipuladas, sino analizará e interpretadas. 

La recolección de los datos se realizó en un único momento, conforme a lo planteado por Hernández-

Sampieri & Mendoza, (2023). 

Partiendo de lo antes expuesto, se plantearon los siguientes objetivos, como objetivo principal analizar el 

recurso de reposición abreviado en el proceso civil y como objetivos específicos evaluar el efecto del 

recurso de reposición y su relación con la impugnación de resoluciones judiciales, establecer la relación 

de plazos del recurso de reposición y los trámites y examinar la eficacia del recurso de reposición 

abreviado como mecanismo de control de legalidad en las resoluciones judiciales, de ello se desprende la 

pregunta central de la investigación: ¿Cuáles son los efectos de recursos de reposición abreviado en el 

proceso civil. 

En el proceso romano republicano, no existían los recursos. Pronunciada la sentencia, adquiría carácter 

de cosa juzgada. Francisco Javier Navarro en su obra “Así se gobernó Roma”, expresa que el mismo era 

un procedimiento formulario a instancia privada, el que constaba de dos etapas diferenciadas: la primera, 

in iure, se desarrollaba ante el pretor, que tras oír al demandante determinaba si existían indicios 

suficientes para que su causa fuera vista por un juez. Entonces se abría la segunda fase, apud iudicem, en 

la que las partes acudían ante el juez previamente pactado: un ciudadano privado con prestigio y 

conocimientos jurídicos que, tras oír a los litigantes, emitía sentencia en consonancia con la fórmula 

remitida por el pretor. (Carranza, 2024). 

El recurso de reposición es un recurso procesal moderno, este surge por la necesidad que ve el hombre de 

reclamar por sus derechos, en el sentido en el cual lo que se recurre puede resultar violatorio a los derechos 
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de alguna de las partes. Desde el origen de la civilización en el mundo, y frente a toda sistema de 

convivencia; el hombre que se sentía agraviado por el resultado de un veredicto buscaba por los medios 

disponibles a su alcance impugnarlo con la finalidad de obtener de aquel que la dictó (a quo); o de un 

superior jerárquico (ad quem); una nueva decisión que le confiriera a su favor la pretensión reclamada. 

(Moriconi, 2016). 

Dado que existe la necesidad en la humanidad de impugnar, es decir de cuestionar jurídicamente la validez 

de una decisión, o en el caso del juez de sus resoluciones dictadas, por ende, se acude en términos 

generales en materia procesal a recursos procesales como mecanismos de impugnación dado que las partes 

pueden considerar agraviados sus derechos o intereses en algún punto, en materia civil se encuentra el 

recurso de reposición, medio que se requiere para cuestionar la validez de un auto o providencia en el 

proceso civil, este tipo de recursos surgen y son regulados por la norma partiendo de un principio que es 

el de impugnación, contribuyendo a determinar la validez de lo actuado en los procesos. (Moreno y otros, 

2024). 

En este contexto histórico se inserta el recurso de reposición, este desde su estructura cuenta con ciertas 

características que se adhieren a su naturaleza tales como que carece de un carácter devolutivo, pues en 

materia procesal civil, otros recursos son de carácter devolutivo debido a que se presentan a instancias 

superiores, tendrá un efecto suspensivo, aunque la norma no expone si el recurso de apelación tiene 

carácter suspensivo, todo dependerá de la resolución que se recurra, pues en el caso del cumplimiento de 

la sentencia no se impide que la misma sea ejecutada, por otra parte se habla de la imposibilidad de firmeza 

de la resolución que se recurre lo cual es evidente dado que se pretende que se modifique como tal. 

(Folgueral & Pérez, 2021). 

Los efectos que este recurso produce son importantes en el contexto del proceso civil, pues como se 

observa no es de carácter devolutivo, a la vez que no necesariamente produce suspensión en el proceso 

civil, a menos de que lo que se deba considerar y que guarde relación directa con la consecución del 

proceso, por tanto, sus efectos se pueden resumir en un carácter no devolutivo, revisión inmediata, posible 

efecto suspensivo y garantía procesal. Esto justifica la seguridad jurídica con fin del derecho en sí, y la 

seguridad como garantía procesal que un medio de impugnación como la reposición puede brindar. 

(Vargas, 2023). 
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En el desarrollo del recurso de reposición abreviado, es importante considerar también los plazos, estos 

son relevantes ya que, al considerarse este recurso como uno de los más sencillos, se destaca en ellos 

entonces que, los plazos son determinares, puesto que debe resolverse con eficiencia en el tiempo que las 

normas procesales establecen en materia civil, de ello se desprende la importancia del plazo razonable el 

cual debe ser asumido por las instancias judiciales como una política pública orientadora de su misión 

institucional, de tal modo que se asegure la asignación de recursos, y personal necesario a los juzgados e 

instancias judiciales con el propósito de que puedan cumplir con sus funciones como es el caso de brindar 

oportunamente respuesta a recursos como el de reposición. (Armas, 2023). 

Los plazos cumplen una función esencial en el sentido en el cual, estos son breves por una razón de peso, 

y es que no deben dilatar los procesos de modo intencional o arbitrario, así el derecho a que un recursos 

se lleve a cabo dentro del tiempo establecido es un derecho con el que cuentan las partes, ya que de lo que 

se trata es de que se atienden con la mayor celeridad y economía procesal, generalmente el derecho a un 

plazo razonable se ubica en la generalidad del proceso, desde luego porque las partes tienen el derecho a 

que se les solvente su situación de la forma más rápida y expedita, en este sentido, el derecho a un proceso 

sin dilaciones es relativo a derecho a un plazo definido y razonable para el desarrollo de los recursos. 

(Contreras, 2023). 

Importante elemento se plantea en el recurso de reposición, y es la posibilidad de recurrir autos y 

providencias, estos son resoluciones que no ponen fin al proceso pero que dan solución a otras situaciones 

dentro del mismo, estos son recurribles en virtud de considerarse que pueden afectar derechos a las partes, 

en este sentido son impugnables, así mismo las providencias son resoluciones breves de impulso procesal, 

para dar avance al trámite. Así la ley ha mantenido con su propio nombre el recurso de reposición como 

un recurso no devolutivo ni suspensivo contra autos y providencias. En términos generales son recurribles 

todos los autos y providencias no definitivos salvo excepciones que la ley prevé. Con los autos y 

providencias se vulneran derechos que en sí debe tutelar el juez como garantista de derechos. (Borrero, 

2024). 

El trámite del recurso de reposición depende de la legislación este procede cuando existen providencia o 

autos que son recurribles por alguna razón contraria a los derechos de las partes, en el mismo recurso debe 

constar la infracción legal por la cual se recurre, el mismo puede presentarse en las audiencias orales, pero 

si estos resultan inadmisibles el tribunal no da más trámite al mismo, existe también un término de 
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oposición al recurso, posteriormente el tribunal resuelve sin dar más trámite al proceso, en este sentido, 

lo hace por medio de un auto con el cual dicta la resolución. (Rebollo, 2024). 

El recurso de reposición finaliza su trámite cuando y este no ofrece la posibilidad de recurrir, es decir que 

contra el auto que deniegue el recurso no cabe recurso alguno, lo cual puede resultar en una limitación 

para la parte afectada ya que con ello se agota la vía de impugnación inmediata, debiendo esperar a que 

el proceso finalice y dicte su resolución el juez y con ello se puedan plantear otros medios de impugnación 

como los recursos que siguen en materia civil. El trámite del recurso de impugnación, el desarrollo 

concreto del recurso de reposición también se refiere al debido proceso en virtud de que procede contra 

los autos que dicte el juez siendo así una garantía de la transparencia y legalidad del proceso. (Quintero, 

2016). 

Finalmente es muy importante comprender que la tramitación de un recurso abreviado de reposición se 

da porque es en esencia necesaria la impugnación de una resolución judicial, llámese esta auto o 

providencia, lo que se refiere a una acción de protección y el deber de fundamentar está en petición de un 

recurso como el que se expone, se observa como un derecho el poder impugnar una resolución en vista de 

que resulte contraria a las partes, les afecte o genere un agravio. Lo que se pretende a través de la 

impugnación de un acto judicial, no es más que su modificación, revocación o sustitución, por considerar 

que ocasiona un agravio a un derecho o interés legítimo; es decir, el derecho de impugnación se constituye 

en un medio de defensa contra las decisiones del órgano jurisdiccional o administrativo. (Molina, 2023). 

Las resoluciones son susceptibles de impugnación puesto que, al considerarse contrarias a los intereses 

legítimos y derechos de las partes, el legislador no puso solo obviar el mismo, sino, antes bien tomo a bien 

el crear y generar mecanismos que velaran por la defensa de estos intereses y derechos, en este entendido, 

los medios de impugnación de resoluciones como es el caso del recurso de reposición surge para dar una 

opción, ante ello el juez también se ve motivado en dar una pronta respuesta que se espera sea satisfactoria, 

y referida en el debido plazo, respetando siempre las garantías del debido proceso. La motivación es así 

es una garantía fundamental del debido proceso, reconocida en la normativa. (Huilca-Cobos & Molina-

Andrade, 2025). 

El impugnar una resolución hace efectivo el derecho a recurrir, a pedir que se reconsideren aquellas 

decisiones que han sido en el caso de la primera instancia tomadas por el juez, y que vulneran en alguna 

medida derechos. En este contexto, cabe advertir que el derecho a recurrir dentro del derecho procesal es 
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un principio sustancial, el derecho de recurrir se reconoce como una garantía primordial integrada en el 

marco del debido proceso. El derecho de recurrir es una mera potestad que, al no consignarse en las reglas 

procesales de la materia en estudio, evidentemente se contrapone con las garantías básicas y derechos 

constitucionales. (Salazar, 2024). 

El derecho a recurrir cumple con su objetivo de brindar protección al individuo al crear un mecanismo 

recursivo que le permita recurrir a un juez superior para examinar la decisión previa. Por ello, se debe 

tener en cuenta el nivel jerárquico de los órganos competentes para dar respuestas en primera instancia. 

Además, para garantizar el cumplimiento de los derechos internacionalmente consagrados, no sólo es 

necesario que se establezcan en una norma, sino que también sean eficazmente aplicables para generar 

seguridad jurídica. El derecho de recurrir supone que el recurso sea eficaz, accesible, con un examen 

íntegro y que se respeten las garantías mínimas del debido proceso. (Salazar-Pazmiño, 2023). 

Así las cosas, es importante comprender que el recurso de reposición abreviado en el proceso civil es una 

vía que se ofrece a la partes para reclamar su derecho que sea conveniente para las mismas, y que este 

derecho se hace efectivo por medio de la impugnación aplicable en aquellas resoluciones susceptibles a 

ser recurridas. En este contexto el derecho al recurso es considerado como un elemento del debido proceso. 

La existencia de recursos junto con remover las decisiones injustas va a ir creando uniformidad en la 

jurisprudencia ya que, sin necesidad de ajustar a un sistema de precedente, las resoluciones siempre van 

a ir moldeando los mismos criterios como en el caso del recurso de reposición o los criterios de los 

inferiores como en el caso de los otros recursos civiles, aunque haya momentos zigzagueantes. (Vásquez 

& Delgado, 2020). 

DESARROLLO 

El estudio se desarrolló bajo un enfoque cuantitativo, bajo este enfoque se permitió medir y analizar de 

forma objetiva las percepciones de los operadores jurídicos y abogados privados, en torno al Recurso de 

reposición abreviado en el proceso civil Este método ofreció la posibilidad de medir el fenómeno, 

establecer relaciones entre palabras claves y garantizar la replicabilidad de los resultados (Hernández-

Sampieri & Mendoza Torres, 2023) El nivel de investigación fue descriptivo y correlacional, puesto que 

se orientó a caracterizar los conocimientos y prácticas de los participantes y, a la vez, identificar la relación 

entre el recurso de reposición abreviado y el proceso civil. En cuanto al diseño, se adoptó una modalidad 

no experimental y transeccional, debido a que los datos se recolectaron en un solo punto en el tiempo, sin 
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manipulación deliberada de variables, limitándose a observar el fenómeno en su contexto natural. 

(Kerlinger & Lee, 2020). 

La población estuvo conformada por operadores jurídicos del sistema civil hondureño. La muestra se 

integró por 85 profesionales del derecho, seleccionados mediante un muestreo no probabilístico de tipo 

intencional, considerando su experiencia directa en procesos donde ha sido aplicable el recurso de 

reposición abreviado en el proceso civil. Se establecieron como criterios de inclusión: (a) ejercicio activo 

en el ámbito jurídico civil, (b) experiencia mínima en procesos judiciales relacionados con la temática y 

(c) participación directa en casos vinculados a la aplicación del recurso de reposición abreviado en el 

proceso civil. Se excluyeron aquellos profesionales sin experiencia específica en la materia. La 

distribución de la muestra se presenta en la Tabla 1. 

Tabla 1. Perfil de la unidad de análisis según cargo. 

Unidad de análisis 

Profesionales del derecho No 

Fiscal 11 

Juez 29 

Abogado privado 39 

Defensor público 6 

Total 85 

 

Fuente. Elaboración propia. 

El instrumento de recolección de datos consistió en un cuestionario estructurado, diseñado con 36 ítems 

en escala tipo Likert basada en tres categorías de respuesta. El cuestionario abarcó seis dimensiones 

principales: efectos del recurso de reposición, plazos del recurso de reposición civil, autos recurribles, 

providencias recurribles, trámite del recurso de reposición e impugnación de resoluciones judiciales. Con 

el fin de garantizar la validez del contenido, el instrumento fue sometido a revisión de especialistas en 

derecho procesal civil, quienes evaluaron la pertinencia y claridad de los ítems. Posteriormente, se realizó 

una prueba piloto con un grupo de diez profesionales de características similares a los de la muestra y 

conocimiento de la aplicación del recurso de reposición abreviado en el proceso civil, y la confiabilidad 

se calculó mediante el coeficiente Alfa de Cronbach que explica la fiabilidad del instrumento a través de 

medir la consistencia interna del cuestionario formulado, y que en el caso se observa su resultado en la 
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Tabla 2 con un porcentaje del 98.6% lo que indica una excelente confiabilidad ya que es arriba de 90%. 

(George & Mallery, 2023). 

Tabla 1. Estadísticas de Fiabilidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

La recolección de datos se llevó a cabo entre los meses de marzo y abril de 2026. El cuestionario fue 

elaborado en la plataforma Google Forms y distribuido de forma digital a través de correos electrónicos y 

la aplicación de WhatsApp, asegurando la confidencialidad y el anonimato de los participantes. Una vez 

obtenida la información, los datos fueron exportados a hojas de cálculo de Microsoft Excel para su 

depuración inicial y luego procesados en el software estadístico SPSS versión 27. El análisis incluyó la 

codificación de las variables, la obtención de estadísticas descriptivas como frecuencias y porcentajes, y 

la aplicación de correlaciones de Spearman para determinar la relación entre las variables investigadas 

(Field, 2013). 

La recopilación de la información se efectuó en un único momento siendo de corte transversal. Los 

resultados fueron organizados en tablas y gráficos de frecuencia que exponen la estadística descriptica, 

que facilitaron la interpretación de los objetivos planteados (Hernández-Sampieri & Mendoza Torres, 

2023) 

ANÁLISIS DE RESULTADOS  

La Figura 1 deja ver que del género masculino un 24.72% destacan en el cargo de defensores privados, 

17.65% corresponde al cargo de Juez, un 5.88% al cargo de fiscal, un 1.18% al cargo de defensor público, 

con respecto al género femenino la mayoría están representadas también por el cargo de defensores 

privados con un 21.18%, en el cargo de jueces destacan con un 16.47%, fiscales con un 7.08%, y con un 

5.88% defensores públicos. La mayoría tanto en la población masculina y femenina son defensores 

privados, en tanto que, la minoría ostentan el cargo de defensores públicos, estos resultados sugieren que, 

 

 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach 
N de 

elementos 

,986 36 

Resumen de procesamiento de casos 

 N % 

Casos 

Válido 10 100,0 

Excluidoa 0 ,0 

Total 10 100,0 

a. La eliminación por lista se basa en todas las variables 

del procedimiento. 
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en la muestra existe una marcada tendencia hacia los defensores privados que son profesionales del 

derecho independientes. 

Estos resultados refuerzan la idea de que la función pública se ha convertido en un espacio estratégico 

para la inclusión de ambos géneros, observando que existe un papel esencial para la mujer, y con ello 

fomentando el ejercicio a la tutela judicial efectiva que se promueve en los marcos nacionales e 

internacionales, así mismo deja ver el avance en las instituciones del Estado en cuanto a cómo la mujer 

avanza en el desarrollo profesional en carreras como fiscales y jueces ejerciendo aspectos como la 

persecución del delito, y la concreta aplicación de la tutela judicial efectiva en los tribunales por parte de 

la mujer como parte integral y articularte del sistema procesal de Honduras. 

 
Figura 2. Gráfico cruzado tiempo de laborar y área geográfica. 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 

En la Figura 2, se observa que la mayoría de los participantes pertenecen al área urbana, y entre estos, un 

45.88% de los mismos tienen un antigüedad laboral mayor a los 11 años, otro 23.53% tienen una 

antigüedad laboral entre los 6 y 10 años, y en igual proporción se observa como otro 23.53% cuentan con 

una antigüedad laboral de 1 a 5 años, observando que, sobre todo aquellos que desarrollan su carrera en 
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el ámbito judicial como el Ministerio Público y Juzgado de Letras ya sea como jueces o defensa pública 

cuentan no sólo con una larga carrera y con suma experiencia sino, además con estabilidad laboral. 

Complementariamente con esta concentración de datos se observa que aquellos que pertenecen a la zona 

urbana con una trayectoria superior a los 10 años, sugieren la consolidación de un servicio civil de carrera 

fortalecido en los centros jurisdiccionales sobre todo en cargos de la judicatura y el Ministerio Público, 

garantizando con ello la retención del talento humano lo cual resulta fundamental para la seguridad 

jurídica. 

Tabla 3. Relación entre el recurso de reposición abreviado y el control de legalidad. 

Correlaciones 

 
Recurso de Reposición 

Abreviado 

Control 

Legalidad 

Rho de 

Spearman 

Recurso de Reposición 

Abreviado 

Coeficiente de correlación 1,000 ,752** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 85 85 

Control Legalidad 

Coeficiente de correlación ,752** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 85 85 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 

La variable recursos de reposición abreviado presenta una Correlación de Rho de Spearman de .752** 

con la variable control de legalidad, lo que indica una relación positiva considerable entre ambas, este 

coeficiente sugiere que, a medida que se aplica el recurso de reposición abreviado se observa un mayor 

control de legalidad, en este sentido a medida se observa que aumenta la variable recurso de reposición 

abreviado, la variable control de legalidad aumenta significativamente. 

El coeficiente de Correlación de Spearman (Rho = 0.752) indica una relación positiva considerable entre 

el recurso de reposición abreviado y el control de legalidad, el nivel de significancia obtenido valida la 

robustez estadística de este hallazgo, el cual resulta congruente con la naturaleza garantista del proceso 

civil hondureño, en este sentido, el recurso de reposición abreviado actúa como un mecanismo de 

impugnación inmediato que permite la corrección de vicios procesales en etapas tempranas, asegurando 

que las actuaciones judiciales se ciñan estrictamente a la normativa vigente.  

La correlación expuesta sugiere que, a medida que se fortalece el uso de este recurso como herramienta 

de saneamiento procesal, aumenta proporcionalmente la solidez del control de legalidad ejercido por el 
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órgano jurisdiccional, en consecuencia, la implementación efectiva de este medio impugnativo fortalece 

el principio de economía procesal, así como también eleva la calidad de la tutela judicial al depurar el 

proceso de posibles arbitrariedades antes de avanzar a etapas ulteriores. 

Tabla 4. Relación entre los plazos y trámite procesal y los autos y providencias recurribles. 

Correlaciones 

 

Plazos y Trámite 

Procesal 

Autos y Providencias 

Recurribles 

Rho de 

Spearman 

Plazos y Trámite 

Procesal 

Coeficiente de correlación 1,000 ,561** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 85 85 

Autos y Providencias 

Recurribles 

Coeficiente de correlación ,561** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 85 85 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 

La variable plazos y trámite procesal presenta una Correlación Rho de Spearman de .561** con la variable 

autos y providencias recurribles, lo que indica una relación positiva media entre ambas, este coeficiente 

sugiere que, los plazos y el trámite procesal inciden de modo considerable en los autos y providencias 

recurribles ya que la viabilidad de los medios de impugnación se encuentra supeditada al cumplimiento 

estricto de los plazos de la ley, así como al debido proceso. 

El coeficiente de Correlación de Spearman (Rho = 0.561) indica una relación positiva media entre los 

plazos y trámite procesal y los autos y providencias, el nivel de significancia obtenido de .000, expresa 

que, existe una probabilidad nula de que la relación observada sea producto del azar, lo que implica que 

la probabilidad de error es menor al 0.1%, este resultado observa que la eficacia de recursos como el 

abreviado contra autos y providencias se encuentra ligada al cumplimiento de los plazos y trámites 

procesales en apego a la legalidad. 

La correlación sugiere que, a medida que a medida que existe un mayor cumplimiento de los plazos y del 

trámite procesal se incrementa proporcionalmente la efectividad en la impugnación de autos y 

providencias, observando así que el respeto de los tiempos y plazos establecidos en la norma no son un 

mero formalismo. Con estos hallazgos se demuestra que, la gestión correcta de los plazos procesales 

conlleva a una celeridad como garante del proceso civil y de los derechos de las partes. 

Tabla 5. Relación entre la impugnación de resoluciones y la tutela judicial efectiva. 

Correlaciones 

 Impugnación de Resoluciones Tutela Judicial Efectiva 

Rho de Spearman Impugnación de Resoluciones Coeficiente de correlación 1,000 ,908** 
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Sig. (bilateral) . ,000 

N 85 85 

Tutela Judicial Efectiva Coeficiente de correlación ,908** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 85 85 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 

La impugnación de resoluciones presenta una Correlación Rho de Spearman de .908** con la variable 

tutela judicial efectiva, lo que indica una relación positiva muy fuerte entre ambas, este coeficiente sugiere 

que, la impugnación de resoluciones incide con una correlación sumamente fuerte con la tutela judicial 

efectiva. 

El coeficiente de Correlación de Spearman (Rho = 0.908) indica una relación positiva muy fuerte entre la 

impugnación de resoluciones y la tutela judicial efectiva, el nivel de significancia obtenido de .000, 

expresa que, existe una probabilidad nula de que la relación observada sea producto del azar, lo que 

implica que la probabilidad de error es menor al 0.1%, este resultado observa que la impugnación de 

resoluciones forma parte de la tutela judicial efectiva como parte de los mecanismos de control. 

La correlación sugiere que, a medida que se aplica y se respeta el derecho de impugnar las resoluciones a 

las partes, se materializa en base a la tutela judicial efectiva, al ser un coeficiente de .908, se demuestra 

que la facultad de recurrir no es un elemento accesorio, sino un componente indisoluble del debido 

proceso, en consecuencia, los resultados confirman que el acceso a una segunda instancia y la posibilidad 

de revisar la legalidad de los actos judiciales son los pilares que sostienen la confianza en el sistema de 

justicia, asegurando que el ciudadano no solo reciba una sentencia, sino una respuesta jurisdiccional 

depurada de errores, justa y plenamente apegada al derecho. 

Tabla 6. Relación entre el control de legalidad y la tutela judicial efectiva. 

Correlaciones 

 Control Legalidad Tutela Judicial Efectiva 

Rho de Spearman Control Legalidad Coeficiente de correlación 1,000 ,826** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 85 85 

Tutela Judicial Efectiva Coeficiente de correlación ,826** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 85 85 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el programa SPSS, versión 27. 
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El control de legalidad presenta una Correlación Rho de Spearman de .826** con la variable tutela judicial 

efectiva, lo que indica una relación positiva muy fuerte entre ambas, este coeficiente sugiere que, la 

impugnación de resoluciones incide con una correlación sumamente fuerte con la tutela judicial efectiva. 

El coeficiente de Correlación de Spearman (Rho = 0.826) indica una relación positiva muy fuerte entre el 

control de legalidad y la tutela judicial efectiva, el nivel de significancia obtenido de .000, expresa que, 

existe una probabilidad nula de que la relación observada sea producto del azar, lo que implica que la 

probabilidad de error es menor al 0.1%, este resultado observa que el control de legalidad es una 

herramienta que forma parte de la tutela judicial efectiva como parte de los mecanismos de control. 

La correlación sugiere que, a medida que se aplica el control de legalidad en esa misma forma se 

materializa y toma forma la tutela judicial efectiva, al ser un coeficiente de .826, se demuestra que el 

control de legalidad es un elemento de suma relevancia que conforma la tutela judicial efectiva, los 

resultados confirman que ese control de legalidad es un principio y además una función del sistema 

procesal civil hondureño, en el marco del cumplimiento de la tutela judicial efectiva, fungiendo como un 

mecanismo que garantiza que nadie actúe por encima de la ley. 

DISCUSIÓN  

La investigación sobre el recurso de reposición abreviado en el proceso civil, arroja hallazgos relevantes 

en cuanto a los objetivos de investigación planteados, se observa que, a partir del nivel de correlación 

encontrado entre las variables aplicación del recurso de reposición abreviado y el control de legalidad 

manifiesta un componente indisoluble de la justicia al igual que la relación expuesta entre la impugnación 

de las resoluciones y la tutela judicial efectiva, exponiendo la robustez del proceso civil. Así debe 

destacarse la validación del recurso de reposición abreviado a través de los resultados, lo que a diferencia 

de las posturas críticas que sugieren una escasa eficacia práctica, debido a la resolución práctica dictada 

por el mismo juez que dicto el acto que en esencia se recurre a través del recurso de reposición abreviado, 

los datos que fueron recolectados a partir de la muestra sujeta a investigación demuestran que, en la 

realidad práctica hondureña, donde el recurso actúa como un filtro de saneamiento de los errores que es 

esencial.  

La correlación que resulta positiva considerable entre las variables recurso de reposición abreviado y el 

control de legalidad contrasta con lo expuesto por Monjean Decaudin, (2024), quien expresa que, este 

recurso surge precisamente para corregir errores de interpretación normativa. Este hallazgo sugiere que la 
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función garantista descrita por Monjean Decaudin, (2024), observa que la reposición no solo es un 

mecanismo formal, sino una herramienta que asegura que las actuaciones judiciales se mantengan dentro 

de los parámetros de la legalidad. 

En este sentido, los resultados contradicen la visión expuesta en la investigación realizada por Beltrán 

(2024), donde se expresa que, el recurso objeto de investigación es una formalidad vacía, que funge como 

un antídoto que es necesario para remediar el error judicial. Al contrastar estos resultados se observa una 

convergencia con lo planteado por el autor Llera (2023) que define el recurso de reposición como un 

remedio de impugnación tendiente a que el mismo tribunal que dictó la resolución la modifique por 

contrario imperio. El poder de impugnación es una emanación del derecho de acción.  

Surge así según los resultados un punto de debate central, al analizar el resultado encontrado en la relación 

establecida entre las variables plazos y trámite procesal y autos y providencias recurribles, dejando ver 

que el cumplimiento y la eficacia del recurso se encuentra ligada al cumplimiento de los tiempos y trámites 

procesales, lo cual se valida con la exposición de Contreras (2023) acerca del plazo razonable, como una 

obligación que no es un mero formalismo , así el derecho a que un recursos se lleve a cabo dentro del 

tiempo establecido es un derecho con el que cuentan las partes, ya que de lo que se trata es de que se 

atienden con la mayor celeridad y economía procesal, generalmente el derecho a un plazo razonable se 

ubica en la generalidad del proceso, lo que supone el derecho a un proceso sin dilaciones de ninguna 

naturaleza. 

En consecuencia, la relación positiva media entre plazos y trámite procesal con autos y providencias 

recurribles se conecta también con lo expuesto por Armas (2023) y Vargas (2023), quienes destacan que 

los plazos breves y razonables son esenciales para la eficacia del recurso. Los resultados sugieren que la 

efectividad de la impugnación depende directamente del cumplimiento estricto de los plazos, lo que 

coincide con la visión de Borrero (2024) sobre la necesidad de recurrir autos y providencias para garantizar 

derechos, siempre dentro de los tiempos establecidos por la norma. 

Los resultados también contrastan con la investigación de Salazar (2024) que observan la inobservancia 

del derecho a recurrir lo que sugiere una perspectiva optimista pero más exigente, el autor advierte la 

vulneración de garantías cuando en este tipo de recursos no se establecen reglas de forma clara, 

evidentemente se contrapone con las garantías básicas y derechos constitucionales, los resultados 

sugieren, que existe una relación considerable entre la variable recursos de reposición abreviado con la 
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variable control de legalidad, observando así que entre más claras las reglas del recurso mayor control de 

legalidad se puede aplicar. 

Por otra parte, la percepción de la tutela judicial efectiva evidenciada en una correlación positiva muy 

fuerte, refuerza la idea de que el derecho a impugnar no es un ataque a la autoridad del juez sino, antes 

bien una herramienta de transparencia judicial que obliga a una motivación más transparente, clara y legal 

de las resoluciones judiciales que pueden ser recurridas como los autos y providencias, con las cuales el 

juez contribuye a darle impulso al proceso y a que el trámite proceda en los tiempos expuestos en la norma.  

Por tanto, la impugnación de resoluciones y tutela judicial efectiva refuerza lo planteado por Beltrán 

(2024) y Tates & Villacrés (2024) quienes sostienen que los recursos procesales son instrumentos 

indispensables para garantizar el debido proceso y evitar que resoluciones defectuosas se consoliden, esto 

confirma que la facultad de recurrir es un componente esencial del sistema procesal, lo que también se 

encuentra en línea directa con los expuesto por Molina (2023) de que la impugnación constituye un medio 

de defensa contra decisiones judiciales que generan agravio. 

La correlación muy fuerte entre control de legalidad y tutela judicial efectiva se articula con lo señalado 

por Moreno y otros (2024), que observan que los recursos procesales surgen para cuestionar la validez de 

lo actuado en los procesos, este resultado confirma que el control de legalidad no es accesorio, sino un 

principio estructural del proceso civil hondureño, tal como lo expone Folgueral & Pérez (2021) al analizar 

los efectos suspensivos y correctivos de los recursos. 

Las implicaciones prácticas de este estudio conllevan a fortalecer el conocimiento y uso del recurso de 

reposición abreviado y como reduce la litigiosidad en segunda instancia, así el estudio apoya la visión de 

Cucatto (2025), quien visualiza el proceso como un camino donde las leyes guían la supresión de 

obstáculos, el recurso de reposición es así el mecanismo de remoción de obstáculos en las etapas iniciales 

del litigio, así mismo es imperativo reconocer que, aunque el coeficiente de Spearman de .826 vincula el 

control de legalidad con la tutela efectiva, la finalización del trámite que expresa que contra el auto que 

deniega no cabe recurso, representa un área de riesgo para la indefensión.  

El hecho de que los resultados muestren una marcada incidencia de los recursos en la tutela judicial 

efectiva se enlaza con la evolución histórica descrita por Carranza (2024) y Moriconi (2016) mientras en 

Roma no existían recursos y la sentencia adquiría firmeza inmediata, el desarrollo moderno del derecho 
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procesal ha creado mecanismos como la reposición para garantizar la justicia material y la seguridad 

jurídica, esta evolución no es solo teórica, sino que se refleja en la práctica judicial hondureña. 

CONCLUSIONES 

Los hallazgos sugieren que la aplicación y uso del derecho de impugnación de las partes resulta ser una 

opción para manifestar la inconformidad por las situaciones que ocurren dentro de los procesos o lo que 

se observa como un error, y representa este derecho una oportunidad de enmendar tales errores, en este 

sentido, se observa que el recurso de reposición abreviado es una herramienta de impugnación inmediata, 

los hallazgos sugieren que, el principal efecto de este recurso es la depuración procesal temprana, y el 

respeto al derecho a la defensa y otras garantías procesales de las partes, este al ser resuelto por el mismo 

juez (a quo) se gestiona como una herramienta o filtro que evita la saturación de las instancias superiores 

por lo que se orienta al principio de la economía procesal. 

Con respecto a la relación que existe entre los plazos y trámites procesales y los autos y providencias 

recurribles los resultados reflejan que la viabilidad del recurso depende en gran medida de esos plazos y 

de la preclusión por lo que se observa que los plazos deben ser utilizados en el momento oportuno, y 

resulta que la celeridad del trámite es la que conlleva a que el recurso no se torne en una dilación 

innecesaria del proceso, de modo que la observancia estricta de los términos procesales asegura la eficacia 

del derecho de defensa y la correcta administración y aplicación de la justicia, puesto que la figura de la 

preclusión se aplica como una garantía en el procedimiento, evitando que las partes prolonguen 

indebidamente el litigio y consolidando la firmeza de las resoluciones dictadas. 

Acerca de la eficacia del recurso de reposición abreviada como un mecanismo de control de la legalidad, 

el recurso fortalece este control puesto que obliga al juez como figura de autoridad en el proceso civil a 

realizar una auto revisión que reduce la arbitrariedad garantizando con ello se ajustan al derecho sustantivo 

y procesal, tornándose así en una herramienta que no solo corrige posibles errores materiales o de 

interpretación reforzando así la transparencia y la confianza en las decisiones judiciales cuando este 

recurso permite que el mismo órgano consolide sus decisiones dentro de los límites de la legalidad, 

apelando a un proceso en observancia de las garantías procesales aplicables al debido proceso. 

Finalmente, el recurso de reposición abreviado, se configura como un mecanismo por medio del cual se 

hace efectiva la legalidad y la transparencia de las actuaciones judiciales, ya que su eficacia radica en la 

posibilidad de dar solución o corrección a los errores que se pudieran presentar en el desarrollo del 
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proceso, así la reposición abreviada contribuye con aspectos o principios como el de celeridad, economía 

procesal, derecho a la defensa, y el derecho de a ser escuchado y vencido en juicio entre otros. En 

conclusión, los resultados permiten afirmar que el recurso de reposición en Honduras es la primera y más 

vital línea de defensa de la legalidad procesal. 

TRABAJO A FUTURO 

Se recomienda para futuras investigaciones definir el nivel de cumplimiento del recuro de reposición como 

herramienta del descongestionamiento de las instancias superiores, así mismo, se sugiere generar estudios 

comparativos entre sedes judiciales en cuanto a la aplicación del recurso de reposición abreviado, su 

efectividad y su cumplimiento, el control de legalidad que ejerce. 

En un futuro resulta pertinente el realizar investigaciones que midan el impacto del recurso de reposición 

abreviado en la tutela judicial efectiva, debido proceso, explorando a la vez la relación que este recurso 

tiene con las resoluciones judiciales y con otros mecanismos de impugnación. 

Finalmente, las líneas futuras de investigación pueden orientarse al desarrollo de indicadores de 

transparencia y confianza ciudadana en el sistema judicial hondureño, a través de la vinculación del 

recurso de reposición con la seguridad jurídica que observan las partes del proceso. 

DISPONIBILIDAD DE LOS DATOS 

Los conjuntos de datos que sustentan los resultados de este estudio se encuentran disponibles en su 

totalidad dentro del presente artículo. 
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El presente estudio no contó con financiamiento por parte de ninguna organización externa; fue realizado 

con recursos propios de los autores. 
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Resumen-- Acudir a un tribunal es, en materia civil, apenas el punto de partida de la tutela judicial: cuentan 

igualmente la defensa, la oportunidad de aportar pruebas, la comunicación oportuna de las actuaciones y 

las razones en que se apoya la sentencia. Esta investigación examinó, desde la percepción de profesionales 

del derecho hondureños, cómo se relacionan entre sí esas garantías. Participaron 171 operadores jurídicos, 

seleccionados de forma intencional y contactados de manera directa, en un estudio cuantitativo, transversal 

y no experimental. El instrumento fue un cuestionario propio de 40 ítems distribuido en ocho dimensiones 

con tres opciones de respuesta, cuya prueba piloto aplicada a 10 profesionales arrojó un alfa de Cronbach 

de .917. Las correlaciones de Spearman resultaron positivas en los cuatro casos analizados: tutela judicial 

con acceso a los tribunales (rho = .589), contradicción e igualdad de armas con derecho a la prueba (rho = 

.276), asistencia jurídica y emplazamiento con motivación de la sentencia (rho = .435), y tutela judicial con 

motivación (rho = .289), todas con p < .001. Estas cifras reflejan relaciones de intensidad débil o moderada 

entre las percepciones estudiadas y no permiten, por sí mismas, establecer causalidad ni medir el 

desempeño real de los tribunales. 

Palabras clave-- acceso a la justicia, derecho a la prueba, derechos humanos1, motivación de la sentencia, 

tutela judicial efectiva. 

 

 

Abstract-- Going to court is, in civil matters, only the starting point of judicial protection; the right of 

defense, the chance to submit evidence, timely notice of proceedings, and the reasons given for a judgment 

matter just as much. This study looked at how legal professionals in Honduras perceive the relationships 

among these guarantees. A total of 171 legal practitioners, chosen intentionally and contacted directly, took 

part in a quantitative, cross-sectional, non-experimental study built around an author-developed 40-item 

questionnaire spread across eight dimensions with three response options; a pilot test with 10 professionals 

produced a Cronbach's alpha of .917. Spearman correlations were positive across all four relationships 

examined: judicial protection with access to courts (rho = .589), contradiction and equality of arms with 

the right to evidence (rho = .276), legal assistance and service of process with the reasoning of judgments 

(rho = .435), and judicial protection with reasoning (rho = .289), all at p < .001. These figures point to 

weak-to-moderate relationships among the perceptions studied and do not, on their own, establish causation 

or measure how courts actually perform. 

 
1 El término “derechos humanos” corresponde a un descriptor preferido del Tesauro de la UNESCO. 
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Keywords-- access to justice, effective judicial protection, human rights2, reasoning of judgments, right to 

evidence.  

INTRODUCCIÓN 

La tutela judicial efectiva es un derecho fundamental reconocido de forma constitucional, y se refiere a una 

garantía sumamente amplia en el sentido en el cual engloba otros derechos relevantes, como es el caso del 

acceso a los tribunales, la obtención de una resolución motivada y el respeto al debido proceso, y es por 

medio de esta garantía que se ejercen las condiciones necesarias para desarrollar el proceso y hacer valer 

los derechos dentro de un Estado de derecho (Cuenca, 2024). Este derecho, sin embargo, no se agota en el 

simple acceso oportuno a los tribunales, sino que se entiende hoy como una noción bastante compleja que 

reúne en sí varios elementos el acceso a la justicia, la defensa y una sentencia conforme a derecho, mismos 

que la jurisprudencia fue construyendo primeramente en Europa y que posteriormente se fueron 

incorporando a América Latina (Ayerim & Mila, 2023). 

En materia civil, el hecho de que la Constitución reconozca la tutela judicial efectiva no impide que surjan 

dificultades al momento de aplicarla en la práctica, pues acceder a un tribunal no garantiza por sí solo el 

cumplimiento efectivo de todas las garantías propias del proceso, en tanto Diestra (2025) vincula esa brecha 

existente entre la norma y la práctica con las barreras que aún hoy limitan el ejercicio de la tutela 

jurisdiccional. 

El problema, entonces, radica precisamente en esa distancia entre lo que dictan las normas y lo que ocurre 

a diario dentro de los tribunales civiles, ya que quien recurre a un tribunal espera, ante todo, igualdad entre 

las partes, una defensa efectiva y una decisión debidamente razonada, siendo que para Borbor (2023) la 

tutela consiste en el derecho de presentar una demanda y de recibir una respuesta de fondo, ajustada tanto 

a la Constitución como a la ley. Esta garantía se encuentra, así mismo, entrelazada con otras del 

ordenamiento jurídico, lo cual obliga a mirar tanto el inicio del proceso como su desenlace, pues una 

sentencia que jamás llega a ejecutarse termina por vaciar de contenido la protección reconocida, de ahí que 

el Estado necesite disponer de mecanismos que garanticen de forma efectiva el cumplimiento de lo resuelto 

(Cachimuel-Bonifaz & Molina-Andrade, 2023). El acceso a los tribunales, en tanto punto de partida de 

todo proceso, constituye en sí mismo un derecho fundamental, si bien su sola declaración constitucional no 

resulta suficiente cuando faltan las condiciones reales para poder ejercerlo, razón por la cual Pachacama-

Chacha y Sáenz-de-Viteri (2023) asocian esta exigencia con una atención oportuna y en igualdad de 

condiciones, que evite dejar a la persona en un estado de indefensión. 

 
2 The term “human rights” corresponds to a preferred descriptor in the UNESCO Thesaurus. 
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Entender de forma cabal la tutela judicial efectiva exige, por tanto, ir más allá de la norma escrita, pues se 

hace necesario observar cómo esta se traduce realmente en la práctica y qué tan alejada queda de la 

experiencia de quienes participan de forma directa en los procesos, en tanto Mejía-Suárez y Ramon-

Merchán (2023) relacionan dicha aplicación con la seguridad jurídica y con la búsqueda constante de una 

respuesta judicial debidamente fundamentada. Esta garantía opera, de forma simultánea, como vía de 

acceso y como mecanismo de equilibrio procesal entre las partes, de manera que cuando faltan las 

condiciones reales para ejercer los derechos reconocidos, su función protectora tiende a debilitarse, por lo 

cual su análisis debe atender tanto a la protección de los derechos humanos como a las oportunidades 

efectivas que reciben las partes durante el desarrollo del proceso (Osorio et al., 2023). 

La investigación busca entender cómo los profesionales del derecho perciben la unión de las garantías que 

forman la tutela judicial efectiva en el proceso civil de Honduras. Este estudio analiza como se relacionan 

el acceso a los tribunales, la contradicción, la igualdad de armas, el derecho a presentar pruebas, la 

asistencia jurídica, el emplazamiento y la motivación de las sentencias. Se observo como cada uno de esos 

elementos se conectan con los demás. 

Desde el punto de vista teórico, el estudio busca profundizar con datos empíricos. Analizaremos de forma 

cuantitativa la relación entre los elementos que la literatura jurídica señala como esenciales para la tutela 

judicial efectiva. La tutela judicial efectiva incluye el acceso a la justicia, la posibilidad de defenderse con 

igualdad y obtener una resolución bien fundamentada (Cuenca, 2024; Mejía-Suárez & Ramon-Merchán, 

2023). 

Por otro lado, en el factor social, el estado tiene que asegurar que las personas que van a los tribunales 

civiles puedan defender sus derechos en condiciones justas. Las personas deben poder presentar pruebas, 

saber cómo está su caso con tiempo suficiente y recibir decisiones bien explicadas. Esto ayuda a evitar 

situaciones de indefensión, donde una persona no puede protegerse adecuadamente ante la justicia 

(Pachacama-Chacha & Sáenz-de-Viteri, 2023; Osorio et al., 2023). 

Corresponde al Estado, en este sentido, ofrecer los medios necesarios para el ejercicio de los derechos 

fundamentales, lo cual en el caso concreto de la tutela judicial efectiva se traduce en contar con un juez 

imparcial, ser juzgado dentro de un plazo razonable, recibir asistencia letrada, poder presentar pruebas, así 

como en que el proceso sea público y las resoluciones se ejecuten de manera efectiva (Machado-López & 

Castillo-Moreno, 2025). Con base en todo lo anteriormente expuesto, este trabajo se propuso analizar las 

relaciones existentes entre varias dimensiones de la tutela judicial efectiva en materia civil, tomando como 

base para ello las respuestas de los profesionales del derecho en Honduras. 
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En este sentido, se examinaron cuatro relaciones específicas, a saber: tutela judicial con acceso a los 

tribunales; contradicción e igualdad de armas con derecho a la prueba; asistencia jurídica y emplazamiento 

con motivación de la sentencia; y tutela judicial con motivación, de donde se desprende la pregunta que 

guio el presente trabajo: ¿De qué manera se relacionan estas garantías en la aplicación de la tutela judicial 

efectiva en materia civil? 

Su función central, así pues, es la de proteger derechos fundamentales, y dentro de la normativa hondureña 

se relaciona de forma directa con la defensa, el acceso a los tribunales, la igualdad entre las partes y la 

contradicción, en tanto que la motivación de las decisiones judiciales se conecta, por su parte, con el debido 

proceso, en la medida en que permite conocer las razones de una decisión y examinar su fundamento 

(Bustamante & Molina, 2023). Si bien esta garantía resulta aplicable en distintas ramas del derecho, la 

presente investigación se centró únicamente en la materia civil, cuya realización depende, en efecto, del 

proceso mismo, pero que exige, así mismo, unas condiciones mínimas para que dicho procedimiento pueda 

considerarse justo y la resolución, en consecuencia, eficaz (Villagómez et al., 2022). 

El concepto de tutela judicial efectiva tiene su origen en Alemania, en una etapa en la cual el país se 

encontraba en pleno proceso de consolidación de su Estado de derecho, y en este sentido el término se fue 

construyendo como una respuesta frente a las posibles arbitrariedades procesales que pudiera cometer la 

autoridad judicial. Así, según lo plantea Ramírez (2020), este concepto debe ser entendido por los jueces 

como una herramienta que les permite elevar la calidad de la justicia, en tanto mantengan sus decisiones 

apegadas a las garantías procesales correspondientes. En el ámbito europeo, es el artículo 47 de la Carta de 

los Derechos Fundamentales de la Unión Europea el que recoge esta garantía, la cual abarca, entre otros 

elementos, el derecho a una audiencia pública dentro de un plazo razonable ante un juez independiente e 

imparcial, así como la posibilidad de recibir asistencia jurídica para quien carezca de los recursos necesarios 

(Parlamento Europeo, 2009). 

En el continente americano, por su parte, es la Convención Americana sobre Derechos Humanos la que 

recoge esta protección, siendo que su artículo 25 garantiza un recurso sencillo, rápido y efectivo ante jueces 

o tribunales competentes, frente a las violaciones de derechos fundamentales reconocidos tanto por la 

Constitución como por la ley o por la propia Convención (Conferencia Especializada Interamericana sobre 

Derechos Humanos, 1969). 

Esta garantía se conecta, así mismo, con diversos principios y derechos constitucionales, en tanto el acceso 

a los tribunales resulta indispensable para poner en marcha las demás garantías y para que las personas 

puedan ser escuchadas por los órganos de justicia sin dilaciones, sin trabas burocráticas, sin obstáculos 

económicos y sin discriminación de ningún tipo (López & Del Valle, 2024). Si el acceso a los tribunales 
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marca apenas el inicio del proceso, el acceso a la justicia, en cambio, va bastante más lejos, pues comprende 

instituciones, herramientas, principios procesales y garantías dispuestas para atender de forma adecuada 

una reclamación, ya que no basta con que la justicia se haga, sino que además debe poder comprobarse que 

efectivamente se hizo (Rosas & Ayala, 2024). 

Dentro de ese acceso a la justicia se inscribe, precisamente, el principio de igualdad de armas, el cual 

demanda oportunidades equiparables para intervenir, defenderse, ofrecer y controlar la prueba a todo lo 

largo del proceso (Florencia, 2022). Sostener esta igualdad a lo largo de todo el proceso evita, en este 

sentido, ventajas indebidas, en la medida en que cada una de las partes debe encontrarse en condiciones 

reales de defenderse, presentar pruebas y controvertir los hechos en disputa, siendo que para Teatino (2025) 

la igualdad de armas amplía las garantías del debido proceso y exige, por parte de los tribunales, un trato 

justo hacia ambas partes por igual. 

Esta garantía se encuentra, así mismo, estrechamente ligada al derecho a presentar pruebas y al principio 

de contradicción, en tanto que, según el principio de inmediación, debe existir una comunicación directa 

entre el juez y las partes, siendo que en los sistemas orales dicho contacto directo permite apreciar de 

primera mano tanto la actividad procesal como los medios de prueba (Orovio & Batista, 2024). El derecho 

a la prueba resulta esencial en la medida en que permite esclarecer aquellos hechos que las simples 

afirmaciones de las partes no logran por sí solas resolver, siendo que el juez construye su convicción a 

partir de los medios ofrecidos y admitidos, conforme a las herramientas que la propia ley pone a su 

disposición (Arévalo, 2024). 

Esta garantía se conecta también con el derecho de defensa, en tanto que, a través de la asistencia jurídica 

gratuita, se procura que las personas con menos recursos puedan acceder a servicios jurídicos sin costo 

alguno, ya sea que dicho financiamiento provenga del Estado o bien de organizaciones privadas (da Penha 

de Melo, 2022). 

Precisamente por facilitar el ejercicio de la defensa, la asistencia jurídica gratuita se vincula de forma 

estrecha con la tutela judicial efectiva, siendo que Álvarez (2022) la caracteriza como un derecho de 

carácter prestacional, cuyas condiciones se regulan legalmente, y que cumple, en definitiva, una función 

instrumental respecto de la tutela judicial. Por emplazamiento, en este sentido, se entiende el acto mediante 

el cual se comunica a una persona la existencia de un proceso en el que debe intervenir, siendo que realizarlo 

de forma oportuna protege el derecho de defensa y permite comparecer dentro del plazo señalado, mientras 

que los errores o retrasos, por el contrario, pueden llegar a comprometer la regularidad de todo el proceso 

(Molina, 2024). 
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Es necesario que las partes realicen los actos de comunicación a tiempo para que las partes conozcan los 

que  les afecta y preparen su defensa.  Los tribunales están saturación de trabajo y el uso de medios digitales 

crece, por eso la notificación electrónica se vuelve una alternativa que bien vale la pena explorar, siempre 

y cuando no se sacrifiquen las garantías procesales (Marchal, 2024). La garantía aparece claramente cuando 

el juez explica la sentencia. El juez tiene que decir porque tomo la decision, así se evita que sea arbitrario 

y las partes pueden entender el fallo. Hay sentencias que usan una forma técnica pero con palabras que 

cualquiera puede leer, sin perder la precisión delderecho (Alcívar & Estrella, 2025). La motivación integra, 

de esta forma, las garantías propias del debido proceso, en tanto su función es la de justificar la decisión 

con razones claras, ligadas tanto a los hechos como al derecho aplicable, de modo que cuando esa 

explicación resulta apenas aparente o insuficiente, la protección que debería ofrecer la tutela judicial se ve, 

en consecuencia, comprometida (Batista, 2025). 

METODOLOGÍA 

El presente estudio se llevó a cabo bajo la aplicación de un enfoque cuantitativo, de alcance descriptivo y 

correlacional a la vez, con un diseño no experimental y de corte transversal, examinando para ello las 

percepciones de los profesionales del derecho sobre las garantías asociadas a la tutela judicial efectiva en 

materia civil, sin que se manipularan variables ni se buscara establecer relaciones de causa y efecto entre 

ellas (Hernández-Sampieri & Mendoza Torres, 2023). 

La muestra quedó conformada, en total, por 171 profesionales con ejercicio activo y experiencia directa en 

materia civil, distribuidos de la siguiente forma: 125 defensores privados, 27 defensores públicos, 12 

secretarios judiciales y 7 jueces, siendo que el muestreo empleado fue de tipo intencional y no 

probabilístico, mediante contactos profesionales directos, y aunque la convocatoria alcanzó a profesionales 

de distintas zonas del país, al no haberse registrado el departamento de procedencia de cada participante, 

la muestra no puede considerarse representativa de Honduras en su conjunto. 

Se incluyó, en este sentido, a los profesionales en ejercicio con experiencia en procesos civiles que 

aceptaron responder el cuestionario, sin que se exigiera para ello una antigüedad laboral mínima, y cada 

uno de los participantes señaló, así mismo, si su ubicación era urbana o rural, quedando excluidas las 

respuestas de aquellos que carecían de experiencia específica en la materia estudiada. 

Tabla 1. Perfil de la unidad de análisis según cargo. 

Unidad de análisis 

Profesionales del derecho No 

Juez 7 

Secretario judicial 12 

Defensor privado 125 

Defensor público 27 



Revista NEYART 
ISSN: 2992 - 7161 

 

  

  

Edición 4 | Vol. 4 – Núm. 5 | julio – diciembre 2026 |                    Página 176 Artículo de Investigación Original 

 

Total 171 

Fuente. Elaboración propia. 

Para la recolección de datos se diseñó un cuestionario propio, integrado por 40 ítems distribuidos en ocho 

dimensiones de cinco ítems cada una, a saber: tutela judicial, acceso a los tribunales, principio de 

contradicción, igualdad de armas, derecho a la prueba, asistencia jurídica gratuita, emplazamiento y 

motivación de la sentencia, cuyas respuestas se codificaron en una escala de 1 (Desacuerdo) a 3 (Acuerdo), 

con un punto intermedio de Neutral. Su pertinencia y claridad fueron evaluadas, así mismo, por dos 

expertos jurídicos y un experto metodológico, y la prueba piloto, aplicada a 10 profesionales, arrojó una 

consistencia interna alta (alfa de Cronbach = .917). 

Tabla 2. Estadística de Fiabilidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Los datos se recolectaron entre febrero y abril de 2026, por medio de Google Forms, distribuido a su vez 

por correo electrónico y aplicaciones de mensajería, informándose a los participantes que sus respuestas 

serían anónimas, si bien no se incorporó, cabe destacar, un consentimiento informado de tipo formal, 

aunque el estudio sí contó con la aprobación ética correspondiente de la Universidad Tecnológica de 

Honduras. La depuración de la información se realizó en Microsoft Excel, y el análisis, mediante 

frecuencias, porcentajes y correlaciones de Spearman, se llevó a cabo en SPSS versión 27, agrupándose 

algunas dimensiones conforme a los objetivos específicos planteados. Al no conservarse la base original ni 

la sintaxis empleada para el cálculo de las puntuaciones compuestas, la reproducibilidad del análisis, en 

consecuencia, queda limitada. 

A continuación, se presentan los resultados por medio de tablas y figuras, siendo que las asociaciones 

encontradas se interpretaron atendiendo a su dirección, magnitud y significación estadística, sin que se les 

atribuyera causalidad alguna, en atención al carácter transversal y correlacional propio del diseño 

empleado. 

ANÁLISIS DE RESULTADOS 

En cuanto a la distribución por sexo y cargo, tal como se ilustra en la Figura 1, entre los defensores privados 

participaron 92 mujeres (53.80% del total) y 33 hombres (19.30%), mientras que entre los defensores 

Estadísticas de fiabilidad 

Alfa de Cronbach N de elementos 

,917 40 

Resumen de procesamiento de casos 

 N % 

Casos 

Válido 10 100,0 

Excluidoa 0 ,0 

Total 10 100,0 

a. La eliminación por lista se basa en todas las 

variables del procedimiento. 
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públicos participaron 8 mujeres (4.68%) y 19 hombres (11.11%), sumándose además 7 secretarias y 5 

secretarios judiciales, así como 4 juezas y 3 jueces, de modo que las mujeres representaron, en conjunto, el 

64.91% de la muestra frente al 35.09% de los hombres. 

 

Figura 1. Gráfico cruzado sexo y cargo. 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Respecto a la antigüedad laboral según la ubicación auto informada por cada participante (Figura 2), en el 

área urbana 99 personas (57.89%) contaban con 11 años o más de experiencia, 31 (18.13%) con entre 6 y 

10 años, y 21 (12.28%) con entre 1 y 5 años, mientras que en el área rural dichas cifras fueron de 13 

(7.60%), 4 (2.34%) y 3 (1.75%), respectivamente. 

En conjunto, así pues, 151 participantes (88.30%) se identificaron con el área urbana y 20 (11.70%) con el 

área rural, en tanto que 112 profesionales (65.50%) reportaron una antigüedad igual o superior a 11 años, 

tratándose de datos que describen únicamente la composición de la muestra, sin que de ellos pueda inferirse 

estabilidad laboral, desarrollo de carrera ni las condiciones que efectivamente ofrece el Estado. 

 
Figura 2. Gráfico cruzado tiempo laborando y ubicación geográfica. 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 
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De las cuatro relaciones analizadas, la más alta correspondió, en este caso, a tutela judicial y acceso a los 

tribunales, con rho = .589 (p < .001, n = 171), siendo que el signo positivo indica que quienes puntuaron 

más alto en acceso tendieron, así mismo, a valorar de forma más favorable la tutela judicial. Se refleja, en 

este sentido, una intensidad moderada, en tanto ambas medidas no resultan equivalentes entre sí, y el 

coeficiente tampoco autoriza a sostener que una sea consecuencia directa de la otra, siendo que lo que en 

realidad revelan estos datos es una variación conjunta apreciable, aunque incompleta. Este hallazgo aporta, 

de este modo, evidencia sobre la cercanía existente, en la percepción de los profesionales, entre ambas 

garantías, si bien sus posibles causas institucionales escapan al alcance del presente cuestionario y 

ameritarían, en todo caso, información adicional para poder explorarse. 

Tabla 3. Relación entre la tutela judicial efectiva y el acceso a los tribunales. 

Correlaciones 

 Tutela Judicial Acceso a los Tribunales 

Rho de Spearman Tutela Judicial Coeficiente de correlación 1,000 ,589** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 171 171 

Acceso a los Tribunales Coeficiente de correlación ,589** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 171 171 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Al considerar de forma conjunta, por corresponder ambas a un mismo objetivo específico, la contradicción 

y la igualdad de armas, su relación con el derecho a la prueba resultó, en este caso, débil: rho = .276 (p < 

.001, n = 171). Si bien ambas puntuaciones se movieron en una misma dirección, la coincidencia entre ellas 

fue, sin embargo, bastante reducida, lo cual no autoriza a hablar de independencia entre las variables, ni 

mucho menos de una brecha comprobada entre la norma y su aplicación práctica. Queda abierta, en 

consecuencia, una pregunta para futuras investigaciones: ¿qué aspectos concretos de la admisión, la 

contradicción o la valoración de la prueba explican, en definitiva, la parte no compartida entre estas 

dimensiones? El instrumento utilizado en el presente estudio, cabe aclarar, no ofrece elementos suficientes 

para responderla. 

Tabla 4. Relación entre el principio de contradicción e igualdad de armas y el derecho a la prueba. 

Correlaciones 

 

Principios de Contradicción e 

Igualdad de Armas 

Derecho a la 

Prueba 

Rho de 

Spearman 

Principios de Contradicción e 

Igualdad de Armas 

Coeficiente de correlación 1,000 ,276** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 171 171 

Derecho a la Prueba Coeficiente de correlación ,276** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 171 171 
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**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Entre asistencia jurídica y emplazamiento, por un lado, y motivación de la sentencia, por otro, se obtuvo 

una correlación de .435 (p < .001; n = 171), la cual, por su magnitud, se clasificó como moderada y positiva. 

Las respuestas obtenidas muestran que estas valoraciones tienden, en general, a presentarse de forma 

conjunta, sin que ello implique, sin embargo, que una asistencia adecuada o un emplazamiento correcto 

conduzcan de forma necesaria a una sentencia mejor motivada, cabiendo recordar, además, que no se 

revisaron ni expedientes ni resoluciones judiciales como tales. Conviene, por tanto, leer este resultado como 

una relación propia entre percepciones profesionales, en la cual podrían intervenir, así mismo, otros 

elementos del proceso que no fueron incorporados al presente cuestionario. 

Tabla 5. Relación entre la asistencia jurídica y el emplazamiento y la motivación de la sentencia. 

Correlaciones 

 

Asistencia Jurídica y 

Emplazamiento 

Motivación de la 

Sentencia 

Rho de 

Spearman 

Asistencia Jurídica y 

Emplazamiento 

Coeficiente de correlación 1,000 ,435** 

Sig. (bilateral) . ,000 

N 171 171 

Motivación de la Sentencia Coeficiente de correlación ,435** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 171 171 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

Al relacionar tutela judicial y motivación de la sentencia se obtuvo, en este caso, rho = .289 (p < .001, n = 

171), es decir, una asociación positiva pero débil, cabiendo precisar que el valor de p expresa la 

incompatibilidad de los datos con la hipótesis de ausencia de asociación, y no debe interpretarse, en ningún 

caso, como una probabilidad del 99% de que la relación observada sea verdadera. Dada la limitada 

coincidencia existente entre las puntuaciones, no resulta prudente, en este sentido, atribuir el presente 

resultado a la carga de trabajo de los tribunales, a la autonomía del juez o a la calidad argumentativa de las 

sentencias, en tanto ninguno de esos aspectos fue medido de forma directa en este estudio. Convendría, en 

una investigación futura, complementar este cuestionario con la revisión directa de sentencias, de modo tal 

que la percepción de los profesionales pueda contrastarse, así mismo, con características observables de la 

motivación judicial. 

Tabla 6. Relación entre la tutela judicial efectiva y la motivación de la sentencia. 

Correlaciones 

 

Tutela 

Judicial Motivación de la Sentencia 

Rho de Spearman Tutela Judicial Coeficiente de correlación 1,000 ,289** 

Sig. (bilateral) . ,000 
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N 171 171 

Motivación de la Sentencia Coeficiente de correlación ,289** 1,000 

Sig. (bilateral) ,000 . 

N 171 171 

**. La correlación es significativa en el nivel 0,01 (bilateral). 

Fuente. Elaboración propia mediante el software SPSS versión 27. 

DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

Entre las cuatro relaciones examinadas, la de mayor magnitud fue, en este caso, la de acceso a los tribunales 

con tutela judicial que fue una correlación positiva media, lo cual coincide con el planteamiento de Cuenca 

(2024), para quien la protección judicial comienza precisamente cuando existen vías reales para reclamar 

un derecho, si bien conviene aclarar que el cuestionario recogió percepciones, y no tiempos de respuesta, 

carga de trabajo de los juzgados ni resultados concretos de los casos. Para Ayerim y Mila (2023), la simple 

interposición de una demanda no agota, en modo alguno, el contenido de la tutela judicial, y los datos 

obtenidos en este estudio respaldan dicha distinción, pues aunque ambos conceptos se encuentran 

relacionados, una parte importante de su variación, sin embargo, no coincide, diferencia que podría 

atribuirse a otras etapas del proceso que este estudio no permite identificar con precisión. Las barreras que 

describen Diestra (2025) y López y Del Valle (2024) constituyen, sin duda, antecedentes valiosos para 

futuras investigaciones, si bien, al no haberse incorporado como variables dentro de este cuestionario, no 

corresponde presentarlas como una explicación comprobada de la correlación obtenida. 

Una evaluación posterior podría, en este sentido, diferenciar con mayor detalle las distintas etapas del 

proceso ingreso al sistema, tramitación, decisión y ejecución, lo que permitiría establecer, en definitiva, en 

qué momento se modifica la percepción de protección judicial. 

Resultó bastante menor, en cambio, la relación entre contradicción e igualdad de armas y derecho a la 

prueba, en tanto Florencia (2022) y Teatino (2025) vinculan la igualdad procesal con la posibilidad efectiva 

de ofrecer y discutir pruebas, dirección que el coeficiente encontrado respalda, aunque con una coincidencia 

más bien débil entre las puntuaciones. 

Esta magnitud sugiere, en este sentido, la conveniencia de estudiar por separado la admisión, la producción, 

la contradicción y la valoración de las pruebas, ya que el instrumento aplicado no permitió determinar con 

precisión cuál de esos momentos explica mejor las respuestas obtenidas (Arévalo, 2024). 

Por su parte, la asistencia jurídica y el emplazamiento mostraron una relación moderada con la motivación 

de la sentencia, resultado que guarda relación, así mismo, con la función de defensa que Álvarez (2022) y 

Molina (2024) atribuyen a ambas garantías, si bien este estudio, cabe aclarar, no examinó la actuación 

concreta de los abogados ni el contenido de sentencias específicas. La relación entre tutela judicial y 

motivación resultó, en cambio, débil, lo cual sugiere que, pese a que la motivación forma parte de la 
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protección judicial, las respuestas otorgadas a ambas dimensiones no fueron, en definitiva, del todo 

equivalentes, siendo que Batista (2025) resalta precisamente su papel como garantía frente a decisiones 

arbitrarias. 

En conjunto, las cuatro correlaciones resultaron positivas, aunque de magnitud variable, en tanto el acceso 

a los tribunales registró la relación más alta con la tutela judicial, mientras que contradicción e igualdad de 

armas mostraron, por el contrario, la más baja con el derecho a la prueba. 

Estos resultados corresponden, en estricto sentido, a la muestra estudiada, siendo que la selección 

intencional, el carácter transversal del diseño y la ausencia de la base original impiden, en consecuencia, 

generalizarlos al conjunto de profesionales del país, así como reproducir los cálculos aquí presentados. 

CONCLUSIONES 

De las relaciones estudiadas, la más clara resultó ser, en definitiva, la de tutela judicial con acceso a los 

tribunales, en tanto que, dentro de este grupo de profesionales, ambas percepciones tendieron a variar de 

forma conjunta, sin que el acceso explique, sin embargo, por sí solo la valoración otorgada a la tutela. 

Contradicción e igualdad de armas mostraron, por su parte, una relación débil con el derecho a la prueba, 

dato que resulta insuficiente para sostener la existencia de una brecha institucional y que apenas indica, en 

todo caso, que las respuestas coincidieron en una proporción bastante limitada. 

La asistencia jurídica y el emplazamiento, en cambio, se relacionaron de forma moderada con la 

motivación, mientras que la relación directa entre tutela judicial y motivación fue, por el contrario, débil, 

diferencias que sugieren, en definitiva, que las garantías examinadas no deberían tratarse como si 

expresaran un mismo fenómeno. 

Estas conclusiones describen, en último término, las respuestas de 171 participantes contactados de forma 

intencional, y no constituyen, en modo alguno, una evaluación del sistema judicial hondureño, ni permiten 

afirmar que una garantía influya, cause o determine a otra. 

TRABAJO A FUTURO 

Considerando, así pues, los hallazgos y limitaciones aquí descritos, se proponen a continuación las 

siguientes líneas de investigación futura: 

1. Explorar de forma cualitativa la manera en que profesionales y usuarios experimentan el acceso, la 

defensa, la prueba y la motivación en procesos civiles, documentando para ello la diversidad 

territorial propia del país. 

2. Replicar el presente estudio empleando un muestreo de tipo probabilístico, conservando la base de 

datos y la sintaxis de análisis, incorporando así mismo un consentimiento informado y evaluando 
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la validez de la estructura del instrumento, recomendándose, además, contrastar las percepciones 

recogidas con expedientes y sentencias reales. 

LIMITACIONES 

El carácter intencional y no probabilístico del muestreo limita, en este sentido, la posibilidad de generalizar 

los presentes resultados, así mismo no se registró la procedencia departamental de los participantes, siendo 

que la clasificación entre área urbana y rural fue, así mismo, auto informada. Si bien el cuestionario fue 

anónimo y el estudio contó con la aprobación ética de la Universidad Tecnológica de Honduras.  

DECLARACIÓN DE APROBACIÓN ÉTICA 

La Universidad Tecnológica de Honduras otorgó la aprobación ética correspondiente a este estudio. El 

cuestionario se administró de manera anónima, sin recopilar datos identificativos, y aunque no se incorporó 

un consentimiento informado formal, esta circunstancia queda reconocida entre las limitaciones del estudio. 

FINANCIAMIENTO 

La investigación se financió con recursos propios de los autores, sin recibir financiamiento externo. 

CONFLICTO DE INTERESES 

Los autores declaran no tener conflictos de intereses relacionados con la investigación ni con la publicación 

de este manuscrito. 

DISPONIBILIDAD DE DATOS 

Los datos primarios y los archivos de análisis no están disponibles; los resultados que se conservaron se 

presentan en las tablas incluidas en este manuscrito. 

DECLARACIÓN SOBRE EL USO DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL GENERATIVA 

En la preparación del manuscrito se empleó ChatGPT (OpenAI) exclusivamente como apoyo para la 

corrección lingüística; la herramienta no se utilizó para recolectar datos, ejecutar análisis estadísticos ni 

decidir la interpretación de los resultados. Los autores revisaron el contenido íntegro y asumen la 

responsabilidad plena por su exactitud e integridad. 

DECLARACIÓN DE ORIGINALIDAD 

Los autores declaran que este manuscrito es inédito y que no se encuentra sometido de manera simultánea 

a ninguna otra revista. 
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